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Resum
L’objectiu del present informe és facilitar un canvi estructural que promogui 
la inserció laboral de la titulació de Criminologia a l’administració pública, 
que és el pas natural que hauria de donar-se per reconèixer una professió 
que no pot aportar més que beneficis als serveis dels que formi part. Per 
aconseguir-ho s‘analitzarà en quina situació es troben els i les professionals 
de la Criminologia per incorporar-se el món laboral i valorar els llocs de 
treball i serveis als que s’hauria de poder accedir amb la titulació dins 
del Departament de Justícia i Qualitat Democràtica. L’anàlisi és de caire 
tècnic i legislatiu i s’ha realitzat revisant la documentació i valoracions 
generades pels experts i la mateixa administració al llarg de 20 anys. 
Així com l’arquitecte és el professional que projecta, dissenya i dirigeix la 
construcció o el manteniment d’un edifici, els criminòlegs i criminòlogues 
són experts en el delicte, i per tant, haurien de ser-hi per dissenyar, avaluar 
i dirigir els programes i intervencions que es duguin a terme en relació amb 
la delinqüència i les seves conseqüències. El resultat és un argumentari 
per tal que l’administració de justícia doni un pas endavant i posicioni la 
Criminologia al lloc que li correspon: al servei de la societat.



Resumen
El objetivo del presente informe es facilitar un cambio estructural que 
promueva la inserción laboral de la titulación de Criminología en la 
administración pública, que es el paso natural que debería darse para 
reconocer una profesión que no puede aportar más que beneficios a los 
servicios de los que forme parte. Para lograrlo, se analizará en qué situación 
se encuentran los y las profesionales de la Criminología para incorporarse al 
mundo laboral y se valorarán los puestos de trabajo y servicios a los que se 
debería poder acceder con la titulación dentro del Departamento de Justicia 
y Calidad Democrática. El análisis es de carácter técnico y legislativo y se 
ha realizado revisando la documentación y valoraciones generadas por 
los expertos y la misma administración a lo largo de 20 años. Así como el 
arquitecto es el profesional que proyecta, diseña y dirige la construcción o el 
mantenimiento de un edificio, los criminólogos y criminólogas son expertos 
en el delito y, por lo tanto, deberían estar presentes para diseñar, evaluar y 
dirigir los programas e intervenciones que se lleven a cabo en relación con la 
delincuencia y sus consecuencias. El resultado es un argumentario para que 
la administración de justicia dé un paso adelante y posicione la Criminología 
en el lugar que le corresponde: al servicio de la sociedad.



Abstract
The aim of this report is to facilitate a structural change that promotes the 
employability of the criminology graduates in the public administration. This 
is the natural step that should be taken in order to recognise a profession 
that can only bring benefits to the services of which it is part. To achieve 
this, the situation in which criminology professionals find themselves when 
entering the labour market will be analysed and an assessment will be made 
of the jobs and services that should be accessible with the degree within the 
Department of Justice and Democratic Quality. This analysis is both technical 
and legislative, based on a review of the documentation and assessments 
produced by experts and the administration over the last 20 years. Just as the 
architect is the professional who plans, designs and directs the construction 
or maintenance of a building, the criminologist is the expert on crime, and 
should therefore be involved in the design, evaluation and management 
of programs and interventions related to crime and its consequences. The 
purpose is to present an argument for the administration of justice to take 
action and position Criminology where it belongs: in the service of society.
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1. Marco teórico 

El Colegio Profesional de Criminología de Cataluña1 define esta disciplina como 
“una ciencia social que estudia la delincuencia, el delincuente, la víctima y el 
entorno social que rodea a estos tres factores”. 

1.1. Definición y ámbitos de competencia

Figura 1.  Ámbito de intervención de la criminología

Fuente: elaboración propia

No obstante, señala que los criminólogos y criminólogas se encargan del 
estudio de la delincuencia, el comportamiento antisocial y los mecanismos 
de reacción social con el objetivo de ofrecer una respuesta científica a las 
preguntas que plantea la sociedad. También se dedican al análisis, el diseño 
y la evaluación de programas para la prevención de la delincuencia y las 
conductas antisociales, la intervención con los delincuentes, la reparación de 
las víctimas y el mantenimiento de la paz social, aunque pueden trabajar en 
cualquier ámbito de las ciencias sociales y jurídicas, así como en cuestiones de 
seguridad.

El Institut d’Estudis Catalans define la criminología como “ciencia social que 
estudia las causas y circunstancias de los distintos delitos, la personalidad de 
los delincuentes y el tratamiento adecuado para su represión”.

Giménez-Salinas i Colomer (2005) define la criminología como una “disciplina 

1 Se puede utilizar la abreviatura Crimicat.
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científica autónoma cuyo objeto de estudio es la criminalidad y los procesos 
de control, y cuyo objeto de intervención (práctico) son la prevención, 
el tratamiento de la delincuencia y la atención a las víctimas de dicha 
delincuencia”. 

Como señalan Cid y Larrauri (2001), el objetivo último de la criminología, por 
encima del resto de ciencias sociales, es la prevención y la reducción del 
delito. Según Redondo y Garrido (2023), la criminología tiene un objeto de 
estudio sustantivo y propio (las conductas delictivas y las reacciones ante las 
mismas) que se distingue del resto de las ciencias sociales y jurídicas por la 
forma en que la primera lleva a cabo sus análisis, sus objetivos y su método: 
el conocimiento científico del fenómeno delictivo y los mejores métodos para 
prevenirlo. 

Barrón et al. (2018) ofrecen un resumen de las descripciones más actuales 
sobre la criminología, que exponemos a continuación con el fin de ampliar la 
definición y comprender su objeto de estudio e intervención: 

Definición Referencia y año

“Ciencia empírica e interdisciplinaria que se ocupa 
del estudio del crimen, de la persona, del infractor, 
de la víctima y del control social del comportamiento 
delictivo, y que trata de suministrar una información 
válida y contrastada, y sobre la génesis, la dinámica y 
las variables principales del crimen [...] así como sobre 
los programas de prevención eficaz, las técnicas de 
intervención positiva en el hombre delincuente y los 
diversos modelos o sistemas de respuesta al delito”.

García-Pablos de 
Molina.

1999 - 2005

“Ciencia que estudia la delincuencia y los sistemas 
sociales empleados para controlarla”.

Hassemer y Muñoz. 
2001

“Estudio de las causas del delito, las posibles formas 
de responder al fenómeno criminal (de prevenirlo y 
controlarlo), la medición o extensión del mismo y el cómo 
y el porqué se elaboran las leyes penales”.

Serrano Maíllo. 2003

Tabla 1. Definiciones de criminología
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Definición Referencia y año

“Es una ciencia empírica y aplicada que, sirviéndose 
de la observación, la experimentación y la estadística, 
sin excluir la reinterpretación y reflexión sobre datos 
aportados a través de estos métodos, dirige su 
investigación sobre el delincuente, las víctimas, los 
ciudadanos sometidos a juicio, los agentes del sistema 
penal en su interacción, los mecanismos y estrategias, 
así como los recursos oportunos, para conseguir tales 
objetivos”.

Herrero. 2007

“Estudio científico del delito y del porqué las personas 
cometen delitos.” Tibbets. 2012

Fuente: adaptación de Barrón y col. (2017)

En el acuerdo de creación del Colegio Profesional de Criminología de 
Cataluña, el Gobierno de la Generalitat consideró que esta ciencia “aborda 
el estudio del crimen desde una perspectiva interdisciplinar con el objetivo de 
proporcionar información válida y contrastada sobre su génesis, la persona 
del infractor y la víctima, mediante el uso de técnicas de intervención positiva 
en la persona del delincuente para el control social de la conducta delictiva”. 
Y continúa: “La autonomía y la independencia disciplinaria de la criminología 
moderna se basan en un sólido corpus de conocimientos científicos sobre la 
explicación del delito, así como sobre su prevención y control, gracias a lo 
cual ha forjado su identidad científica y social mediante el uso integrado de 
métodos de estudio derivados de las ciencias positivas y sociales. Poco a 
poco, la intervención de los profesionales de la criminología puso de manifiesto 
la incidencia de esta profesión en la libertad y la seguridad de las personas, 
mediante el asesoramiento en la formulación de políticas públicas relativas 
a medidas penales y policiales con distintos grados de represión, o con los 
análisis de evaluación sobre tendencias delictivas o sobre irregularidades en el 
cumplimiento de las condenas”.

Tal y como señaló la Asociación Catalana de Criminólogos2 (2011), el 
ejercicio profesional de la criminología resulta relevante en todo el abanico de 

2 En adelante, ACC.
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actividades relacionadas con la delincuencia, ya que el conocimiento científico 
orientado a su prevención y tratamiento tiene por objeto mejorar la eficacia 
y la eficiencia de los agentes de control social, formales e informales, con el 
fin de lograr una reducción de la delincuencia y de los daños sociales que 
derivan de la misma. Ninguna otra profesión tiene estos objetivos específicos 
(Departamento de Justicia, 2016). La diferencia entre los y las profesionales 
de la criminología y de otras disciplinas es que los primeros son técnicos y 
técnicas sociales especializados en el delito, mientras que el resto no lo son.

El suplemento europeo3 al título de la licenciatura de Criminología especifica 
que esta titulación capacita para el análisis, la prevención y el tratamiento de la 
conducta delictiva y para la investigación criminal; así como para la prevención 
del delito, el asesoramiento o la elaboración de dictámenes e informes para 
la Administración de Justicia o penitenciaria, las oficinas de atención a las 
víctimas y los cuerpos y fuerzas de seguridad. Las personas tituladas pueden 
llevar a cabo intervenciones de rehabilitación, mediación y ayuda, así como 
realizar estudios periciales. Asimismo, pueden desempeñar sus actividades 
tanto en la Administración y los organismos públicos como en empresas 
privadas y en el sector docente. 

Además, el suplemento europeo al título del grado de Criminología indica 
como competencias: aplicar los conocimientos de manera profesional, 
desarrollar el pensamiento crítico, respetar la pluralidad, y comprender las 
teorías criminológicas, los fundamentos psicopedagógicos y sociológicos de la 
criminología y el marco jurídico-penal de respuesta a la criminalidad. Además 
de evaluar las necesidades de las víctimas y los programas de prevención, es 
importante saber trabajar en equipo y ser capaz de analizar y transmitir ideas.

3 Documento expedido por cada universidad que complementa el título universitario y en 
el que aparece, de forma unificada, la información solicitada por cada persona titulada 
sobre los estudios cursados, los resultados obtenidos y las capacidades profesionales 
(competencias) adquiridas, así como el nivel de titulación superior. 

La existencia de la criminología como ciencia propia y como grado 
universitario pone de manifiesto unos rasgos diferenciadores respecto 
a las demás disciplinas con las que hasta ahora compartía ámbito de 

1.1.1. Diferencia con otras disciplinas 
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conocimiento. Medina (2022) considera que esta disciplina es una ciencia muy 
ajustada, dado que su objeto de estudio está definido de forma muy delimitada; 
al mismo tiempo, la considera abierta porque depende, “para el desarrollo de 
su trabajo, de los avances teóricos y metodológicos que se producen en otras 
ciencias sociales y humanas”. 

En lo que respecta al objetivo del presente informe, es importante definir 
las disciplinas con las que interactúa la criminología y que cuentan con su 
propio cuerpo dentro de la Administración, en el ámbito de conocimiento de 
las ciencias sociales y jurídicas.4 A su vez, también es necesario diferenciar 
el objeto de estudio e intervención de estas disciplinas en relación con su 
aportación real. También se tiene en cuenta la psicología, que formaba parte de 
este mismo ámbito hasta que pasó a considerarse una ciencia de la salud.
 
La criminología es una ciencia multidisciplinar, ya que se nutre de los 
conocimientos científicos aportados por el resto de disciplinas para estudiar e 
intervenir en su objeto de estudio. Se incluye dentro del ámbito de conocimiento 
de las ciencias sociales y jurídicas,  tal y como se establece en los planes 
de estudios de la titulación aprobados por cada universidad. Comparte este 
campo de estudio con, entre otras disciplinas, trabajo social, educación social, 
sociología, derecho y pedagogía. La criminología, al igual que otras ciencias, 
toma prestados algunos instrumentos (Barrón et al., 2018). Algunas de sus 
características distintivas son la curiosidad científica y la especialización en 
todo lo relacionado con el delito.

Acotar las disciplinas que conforman la criminología es objeto de debate en la 
comunidad científica (Linde, 2014). Algunos autores defienden una visión más 
restringida, en la que caben el derecho penal, la psicología y la sociología; 
otros, por el contrario, abogan por una visión más amplia, que abarcaría el 
derecho penal, la sociología, la psicología, la antropología criminal y la política 
criminal.5 

4 El Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las 
enseñanzas universitarias oficiales, regulaba los títulos de grado y máster en los siguientes 
ámbitos de conocimiento: a) artes y humanidades, b) ciencias, c) ciencias de la salud, d) 
ciencias sociales y jurídicas, e) ingeniería y arquitectura. Este decreto ha quedado derogado 
con la entrada en vigor del Real Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, que establece la 
organización de las enseñanzas universitarias y del procedimiento de aseguramiento de su 
calidad, sustituyendo las ramas de conocimiento por ámbitos de conocimiento y exigiendo 
que la criminología se adscriba a uno de estos. 
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El Colegio de Educadores y Educadores Sociales de Cataluña6 define la 
educación social como el “derecho de la ciudadanía que se concreta en el 
reconocimiento de una profesión de carácter pedagógico, generadora de 
contextos educativos y acciones mediadoras y formativas, que son ámbito de 
competencia profesional del educador social, y que posibilita: La integración del 
sujeto de la educación a la diversidad de las redes sociales, entendida como 
el desarrollo de la sociabilidad y la circulación social. La promoción cultural y 
social, entendida como apertura a nuevas posibilidades de la adquisición de 
bienes culturales que amplíen las perspectivas educativas, laborales, de ocio 
y de participación social”. Según Losada-Puente et al. (2015), los ámbitos 
de intervención de esta disciplina son: la educación social especializada, la 
educación de personas adultas, la animación sociocultural y la formación 
profesional.

El trabajo social, tal y como lo define el Colegio Oficial de Trabajo Social de 
Cataluña, es, según el consenso internacional, “[...] una profesión basada en 
la práctica y una disciplina académica que promueve el cambio y el desarrollo 
social, la cohesión social, y el fortalecimiento y la liberación de las personas”. 
Los principios de justicia social, los derechos humanos, la responsabilidad 
colectiva y el respeto por la diversidad son fundamentales para el trabajo social. 
Basada en las teorías del trabajo social, las ciencias sociales, las humanidades 
y los conocimientos indígenas, el trabajo social involucra a las personas y 
a las estructuras para hacer frente a los desafíos de la vida y aumentar el 
bienestar. Según este colegio, las áreas de actuación de la disciplina son 
“todos los sistemas y ámbitos que forman parte del estado del bienestar para 
aportar la mirada y el acompañamiento social a las personas”. Su ámbito de 
intervención y estudio podría resumirse en la evaluación y la intervención ante 
estas necesidades y la promoción de dichas necesidades para garantizar que 
la persona o la comunidad puedan ejercer su derecho de ciudadanía sin ser 
excluidas de la sociedad. De este modo, intervendrían fundamentalmente para 
fomentar la cohesión social y reducir la exclusión social.

En las memorias de verificación de títulos de las universidades catalanas, 
la psicología podría definirse como la disciplina que trata de comprender, 

5 La autora distingue además entre las disciplinas relacionadas con la realidad criminal y las 
relacionadas con la represión y la prevención del delito. 
6  También comparte ámbito con artes y humanidades.



15

interpretar, analizar y explicar el comportamiento humano y animal con el fin 
de evaluar y diagnosticar a escala individual, organizativa y comunitaria, con 
el objetivo último de promover y mejorar la salud y la calidad de vida de las 
personas. Sus profesionales son capaces de analizar, interpretar y comprender 
el comportamiento. El Colegio Oficial de Psicología de España establece que 
dispone de cuatro ámbitos principales de aplicación: psicología clínica y de 
la salud, psicología de la educación, psicología de la intervención social y 
psicología del trabajo y de las organizaciones. 

La Federación Española de Sociología define su ciencia como la disciplina 
que estudia el comportamiento social de los individuos, los grupos y las 
organizaciones sociales analizando hechos concretos relacionados con la 
interacción entre personas de manera individual y la global (procesos sociales), 
mediante sus propios conceptos, teorías y técnicas de observación. Según el 
libro blanco de la titulación de grado en Ciencias Políticas y Administración, 
Sociología y Gestión y Administración Pública, los principales ámbitos de 
trabajo serían las instituciones políticas y las administraciones públicas, 
las organizaciones políticas, educativas y de investigación, los organismos 
internacionales y de acción exterior, la intervención social, la investigación 
social aplicada, la organización del trabajo, las políticas públicas y la educación. 

En lo que respecta al derecho como disciplina, abarca mucho más que la 
profesión de la abogacía. Tomamos la definición del Institut d’Estudis Catalans: 
“ciencia que estudia el conjunto de principios y normas”. Quienes estudien esta 
titulación adquirirán los conceptos y fundamentos generalistas, tanto teóricos 
como prácticos, de la argumentación jurídica, así como las herramientas para 
aprender a interpretar y aplicar las leyes y las normas, además de la estructura 
del ordenamiento jurídico nacional y comunitario en relación con las diferentes 
ramas del derecho. Según la Universitat Pompeu Fabra, se trata de una 
titulación que da acceso a numerosas profesiones reguladas: la abogacía, la 
procuraduría, la notaría, la registraduría y los cuerpos de funcionarios de la 
Administración de Justicia, entre otros. En este sentido, es importante distinguir 
entre abogado y jurista. Según el Institut d’Estudis Catalans, un jurista es 
una persona que ejerce una profesión jurídica. Podría ejercer una profesión 
jurídica, pero como mínimo, debe estar relacionada con las leyes o el derecho. 
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El Justiterm, buscador del Departamento de Justicia y Calidad Democrática7 
que permite realizar búsquedas de términos jurídicos y administrativos, sitúa 
la figura del jurista en el ámbito del derecho penal y penitenciario. Así pues, al 
igual que hace el mencionado Institut d’Estudis Catalans, podemos definir el 
derecho penal como “la rama del derecho que tiene por objeto el estudio del 
ordenamiento jurídico-penal y de la conducta delictiva”.

El Colegio Oficial de Pedagogía de Cataluña define la disciplina como la 
ciencia que acompaña a las personas, grupos y comunidades en su proceso 
de cambio educativo y formativo a lo largo de la vida,8 teniendo en cuenta los 
diferentes contextos y ámbitos en los que se desarrolla el individuo (social, 
familiar, educativo —formal y no formal—, laboral, de ocio y cultural). El 
acompañamiento puede prestarse mediante la intervención, la coordinación, el 
diseño, el análisis y la reflexión.9

7  Durante el período analizado, el departamento tuvo diferentes denominaciones: inicialmen-
te, Departamento de Justicia, Derechos y Memoria y, después, Departamento de Justicia y 
Calidad Democrática. Para facilitar la lectura y mantener la coherencia, a lo largo del informe 
se utilizará la denominación genérica Departamento de Justicia.

8 Citado en Riera, J. y Rodríguez, R. (2018). Realidad y potencialidad del pedagogo/a: fun-
ciones y retos. Colegio Oficial de Pedagogía de Cataluña. Julio 2018, No. 12. 4-5.

9 Citado en Perfil profesional del pedagogo/a, un documento firmado el 12 de noviembre de 
2005 entre el Colegio de Pedagogía de Cataluña y la Asociación Nacional de Pedagogos 
Italianos.
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Disciplina Características distintivas Valor añadido

Criminología

Análisis, prevención e 
intervención multidisciplinar, 
especializada en el delito y todo 
lo relacionado con este.

Curiosidad científica, 
capacidad para explicar 
científicamente el delito, 
para evaluar los factores 
de riesgo y protección 
de conductas delictivas y 
victimización. Capacidad 
para determinar el riesgo 
que entraña una conducta.

Educación social

Intervención o análisis en 
el ámbito socioeducativo, 
desarrollo comunitario y acción 
social; personas en situaciones 
de vulnerabilidad. Promoción 
social y cultural de la persona.

Identificación de las 
necesidades de la 
persona, en particular 
las relacionadas con el 
aprendizaje y el desarrollo 
personal en el ámbito social.

Trabajo social

Intervención con personas 
que se encuentran en 
situaciones de riesgo, conflicto 
o vulneración de sus derechos 
sociales y civiles.

Capacidad para identificar 
los factores de riesgo y de 
protección relacionados con 
la exclusión, así como para 
certificar las situaciones de 
exclusión de la persona.

Psicología

Intervención y análisis del 
comportamiento humano y 
los procesos mentales y en el 
individuo en relación con su 
salud integral.

Capacidad de diagnóstico 
individual y global de la 
persona.

Derecho

Definición y análisis del 
marco normativo que regula 
las relaciones sociales e 
institucionales mediante un 
sistema de leyes y normas que 
garanticen el orden social, la 
convivencia y la justicia.

Proporciona herramientas 
para interpretar, aplicar y 
hacer cumplir las normas 
que estructuran la sociedad, 
ofreciendo mecanismos para 
resolver conflictos y proteger 
los derechos individuales y 
colectivos.

Tabla 2. Características distintivas de la criminología en relación con 
disciplinas afines 
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Disciplina Características distintivas Valor añadido

Sociología
Análisis y conceptualización de 
sociedades o grupos desde una 
vertiente etnocéntrica.

Capacidad para analizar 
las relaciones humanas 
y sociales, así como las 
causas que provocan los 
cambios sociales.

Pedagogía

Intervención y análisis de los 
sistemas socioeducativos 
en diversos ámbitos, como 
el mundo académico formal, 
el ámbito socioeducativo 
con personas en situaciones 
de vulnerabilidad, el ocio, 
la empresa, los recursos 
humanos, etc.

Capacidad para analizar 
sistemas con el fin de 
hacerlos más eficientes, 
acompañamiento en 
dificultades relacionadas con 
el aprendizaje y el desarrollo 
personal en cualquier 
ámbito, conocimiento 
de diversos procesos 
educativos.

Fuente: elaboración propia a partir de la información procedente de los colegios 
profesionales y los informes técnicos de las distintas disciplinas

Los ámbitos de actuación de la criminología, desde un punto de vista 
competencial, engloban una perspectiva científica en tres niveles: análisis, 
prevención e intervención. La aplicación del conocimiento adquirido en la 
fase de análisis mediante el método científico ayuda a mejorar la eficacia de 
los agentes de control social formal e informal con el fin de mitigar los daños 
causados por el hecho delictivo. 

Dichos ámbitos, que se presentan a continuación, son:
•	 El estudio de la delincuencia y la seguridad. 
•	 El diseño y la implementación de programas de prevención de la 

delincuencia y la evaluación de las estrategias de prevención.
•	 El penal, penitenciario y de justicia juvenil.

1.1.2. Ámbitos competenciales en criminología
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La criminología dispone del marco teórico para definir las causas de la 
delincuencia y del marco metodológico para identificar sus datos pertinentes, 
cuantificarlos e interpretar adecuadamente los resultados. El análisis incluye 
mejoras en materia de seguridad pública y convivencia, tanto en la esfera 
pública como en la privada. Los estudios criminológicos demuestran que la 
delincuencia y la conducta antisocial son fruto de una compleja interacción 
entre factores personales, sociales, ambientales y estructurales. Se constata 
también que la delincuencia y los problemas de seguridad no afectan por 
igual a toda la población, ni tampoco a todos los espacios. Por este motivo, 
la elaboración de diagnósticos de seguridad debería ser el primer paso de 
cualquier estrategia que pretenda servir para la prevención y la resolución de 
estas cuestiones. 

El estudio de los problemas derivados de la delincuencia y la seguridad es un 
ámbito que abarca diversos campos profesionales en los que se puede aplicar 
la criminología, tal y como se resume en la tabla 3.  

1.1.2.1. El estudio de la delincuencia y la seguridad

Área profesional

Seguridad pública

Análisis de la seguridad, repercusiones para la ciudadanía 
de las actuaciones y la formación de los cuerpos y fuerzas de 
seguridad del Estado, y análisis de las normas de civismo y 
cumplimiento.

Análisis sistemático de los problemas de criminalidad e 
inseguridad (sensación de inseguridad) y miedo al delito.

Diseño e implementación de programas de prevención para 
reducir el riesgo de producción de delitos y reforzar los factores 
protectores.

Tabla 3. Ámbito profesional del estudio de la delincuencia y la seguridad
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Área profesional

Seguimiento y evaluación de las estrategias de prevención y 
protección existentes en las políticas públicas.  

Urbanismo y arquitectura, aplicando la prevención situacional 
y las técnicas de prevención del delito mediante el diseño 
del entorno (CPTED, según la sigla en inglés): La prevención 
del delito mediante el diseño del entorno es el conjunto de 
estrategias destinadas a incrementar la prevención de la 
delincuencia que se centra en las personas y sus actividades 
rutinarias. Su objetivo es fomentar el uso del espacio mediante 
su diseño o rediseño mediante estrategias naturales, 
mecánicas y humanas. (Barrios, 2018). Podrían contribuir 
a la planificación urbana con perspectiva de género; al 
asesoramiento de empresas de urbanismo a escala local, pero 
también en los planes de barrio; al diseño de estrategias de 
prevención e intervención; a la creación de entornos seguros; 
a la evaluación del impacto de los diseños preventivos y los 
entornos urbanos, y a la evaluación de las políticas urbanas de 
seguridad. 10

Seguridad privada

Intervención en servicios de vigilancia privada, departamentos 
de seguridad, formación para profesionales, transporte público, 
bancos y otras entidades de crédito, loterías y departamentos 
integrales de apuestas mutuas, joyerías y platerías, oficinas 
de farmacia, estaciones de servicio y unidades de suministro 
de combustibles y carburantes, empresas privadas, entidades 
bancarias, infraestructuras críticas, clubes deportivos, 
galerías de arte y tiendas de antigüedades, locales de juego y 
espectáculos.

Seguridad 
corporativa11

Análisis de riesgos, elaboración y evaluación de planes de 
contingencia, prevención de pérdidas, reducción de daños, 
protección patrimonial, cumplimiento normativo, elaboración y 
evaluación de planes de seguridad, capacitación del personal, 
gestión de conflictos laborales y de eventos deportivos y 
musicales. Y prevención y detección del fraude, compliance 
officer (delincuencia económica).

10 Esta última aportación procede del documento Salidas profesionales del criminólogo/a, 
publicado en la página web del Colegio Profesional de la Criminología de la Comunidad de 
Madrid.

11 Aunque puede considerarse parte del ámbito privado, ha adquirido una importancia consi-
derable de manera diferenciada a la seguridad privada como un ámbito de inserción profe-
sional y competencial de la criminología. 
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Área profesional

Ciberseguridad

Ciberinteligencia, robo de datos corporativos y de usuarios, 
ciberdefensa, ciberseguridad OT12 de infraestructuras críticas, 
IoT13 o internet de las cosas, movilidad, pymes y, sobre todo, 
protección de datos.

Formación, 
docencia e 
investigación

En el marco de los observatorios de conductas y fenómenos 
relacionados con su ámbito de especialización, recogiendo 
y analizando datos —delincuencia, prevención del delito, 
conducta antisocial, violencia y discriminación— en los 
departamentos y grupos de investigación de las universidades. 
Como personal especializado para asesorar y formar a 
distintos organismos públicos y privados.  

12 De operational technology, la tecnología operativa que incluyen los sistemas informáticos 
para implementarse en infraestructuras críticas. 

13 Internet de las cosas. 

Fuente: elaboración propia a partir del material del servicio de orientación laboral en 
criminología.

La criminología puede aplicar sus conocimientos sobre los modelos de 
prevención y su eficacia y eficiencia para reducir los costes derivados de la 
comisión de delitos, así como para hacer frente a los factores de riesgo de 
delito y reforzar los factores de protección. Estas estrategias también deben 
evaluarse para potenciar lo que funciona e identificar otras estrategias que no 
se hayan tenido en cuenta desde un nuevo prisma más amplio. El ámbito del 
diseño y la implementación de programas de prevención de la delincuencia, 
así como de la evaluación de estrategias de prevención, abarca diversas áreas 
profesionales en las que se puede aplicar la criminología, tal y como se resume 
en la tabla 4.  

1.1.2.2. Diseño e implementación de programas de prevención 
de la delincuencia y evaluación de estrategias de prevención
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Área profesional

Política criminal

Diseño y evaluación de políticas públicas y estrategias de 
prevención, asesoramiento y evaluación de las normas 
penales y sancionadoras. Fundamento científico de las 
normas.

Prevención de la 
delincuencia y las 
violencias14

Gestión comunitaria: diseño, seguimiento y evaluación de 
planes locales de seguridad, gestión de la convivencia y 
ordenanzas cívicas.

Supervisión y ejecución de penas y sanciones 
administrativas: aplicación de medidas alternativas a las 
sanciones administrativas (MASE) en personas adultas o 
menores.

Estrategias para la prevención e intervención frente a 
discursos y delitos de odio, promoción de la igualdad y 
prevención de las violencias sexuales y machistas. Y, 
sobre todo, aplicación transversal de la perspectiva de 
género.

Evaluación, formación y dinamización de protocolos de 
prevención e intervención ante la violencia, como los 
puntos violeta, pero también en los centros educativos, 
dotando a los profesionales (principalmente al personal 
docente) de herramientas para combatir el acoso escolar; 
aplicación de prácticas restaurativas; prevención de la 
violencia entre los jóvenes (incluida la violencia en la 
pareja), y prevención del consumo de sustancias tóxicas 
legales o ilegales.

Mediación, resolución alternativa de conflictos y justicia 
restaurativa: tanto en las fases de evaluación y análisis de 
conflictos, como en el asesoramiento y en su función de 
facilitadores de la resolución de conflictos, la dinamización 
comunitaria y otros servicios locales. Llevan a cabo tareas 
para promover la paz social y la reparación del daño en 
diversos ámbitos.

Tabla 4. Ámbito profesional del diseño y la implementación de 
programas de prevención de la delincuencia y evaluación de estrategias 
de prevención

14 Se aplica a escala individual, familiar, escolar y comunitaria, así como en diferentes tipos 
de conductas violentas (sexuales, machistas, en entornos de ocio, delitos de odio) y no vio-
lentas (disruptiva, viaria, de cuello blanco).
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Área profesional

Valoración del riesgo15

Aplicación y formación en protocolos de prevención y 
gestión de riesgos para los distintos profesionales.

Evaluación y formación en materia de prevención y 
detección de todo tipo de violencia (en el ámbito escolar, 
deportivo y del ocio).  

Aplicación y formación en protocolos de gestión de riesgos 
en los ámbitos penal, penitenciario y de justicia juvenil.

Atención e 
intervención para 
víctimas16  y colectivos 
vulnerables

Protección a la mujer: en los puntos de información y 
atención a la mujer (PIAD) y en los servicios y oficinas de 
información y atención a la mujer (SIAD).

Protección del menor: detección, evaluación e intervención 
en situaciones de riesgo o desamparo del menor, y 
apoyo a la intervención socioeducativa con familias en 
riesgo de exclusión o que se encuentran en situación 
de desprotección. Intervención en la ampliación llevada 
a cabo en Cataluña durante 2024 del programa de 
intervención para menores inimputables que cometen 
conductas tipificadas como delitos.

Todo lo previsto en relación con la figura de la persona 
delegada de atención al menor en la Ley Orgánica 8/2021, 
sobre la protección integral a la infancia y la adolescencia 
frente a la violencia.

Prevención e intervención en los procesos de riesgo de 
exclusión social para mitigar estas situaciones mediante 
el diseño y la evaluación de estrategias de inclusión, 
el análisis de datos, el diseño de políticas públicas y la 
prevención de la revictimización de estos colectivos.

15 Desde la criminología se analizan las situaciones de riesgo de cometer distintos tipos de 
conductas violentas en diferentes ámbitos, la reincidencia delictiva y/o el riesgo de sufrirla 
(víctima).

16 Sea en el ámbito judicial, en las oficinas de atención a la víctima del delito o en recursos 
específicos, como las Barnahus, los SIAD, los PIAD u otros dedicados a personas que han 
sido víctimas de delitos o de violencia, para reducir la revictimización y el riesgo de volver a 
padecer violencias.
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Área profesional

Formación, docencia e 
investigación

En el marco de los observatorios de conductas y de 
fenómenos relacionados con su ámbito de especialización, 
recopilando y analizando datos (delincuencia, prevención 
del delito, conducta antisocial, violencia y discriminación), 
en los departamentos y grupos de investigación de las 
universidades. Como personal especializado para asesorar 
y formar a distintos organismos públicos y privados. 

Fuente: elaboración propia a partir del material del servicio de orientación laboral en 
criminología.

Los conocimientos de la criminología permiten gestionar y supervisar el 
cumplimiento de las penas impuestas, tanto en el ámbito de la justicia para 
adultos como en el de la justicia juvenil. Estos conocimientos se aplican con el 
fin de reducir el riesgo de reincidencia, promover la reintegración social efectiva 
de las personas infractoras y facilitar la reparación del daño. Los criminólogos 
y criminólogas cuentan con una formación específica para aportar información 
útil a la hora de tomar decisiones sobre la aplicación de medidas y para orientar 
las peticiones de la acusación y la defensa en los procedimientos judiciales. 
Pueden ayudar a determinar las sanciones más adecuadas teniendo en 
cuenta las particularidades de cada persona, pero, sobre todo, la capacidad de 
evaluar el riesgo de reincidencia delictiva y los riesgos a los que se enfrenta 
la víctima de sufrir de nuevo actos de violencia, otros delitos y una nueva 
victimización. También se especializan en analizar el funcionamiento de los 
sistemas penal y penitenciario, así como en evaluar la eficacia y la eficiencia de 
los programas de intervención. Considerar las tasas globales y diferenciarlas 
según el tipo de delito y de condena, así como según el perfil de las personas 
infractoras, permite identificar una serie de buenas prácticas que ayudan a 
los gestores públicos y privados a ahorrar recursos. Además, orientan la labor 
de los y las profesionales que deben intervenir, tanto en el sector público 
como en el privado. Están preparados para la explotación de bases de datos, 
la colaboración en investigación, la elaboración de protocolos, el control y 
el seguimiento de las estadísticas judiciales, y el diseño y la evaluación de 
programas. En la tabla 5 se presenta un resumen de las áreas profesionales 
derivadas de estos conocimientos. 

1.1.2.3. Penal, penitenciario y de justicia juvenil
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Área profesional

Justicia

Asesoramiento técnico a jueces, jueces de lo penal y de 
vigilancia penitenciaria, así como en calidad de miembros de la 
Central Penitenciaria de Observación.

Integrados en los equipos de asesoramiento técnico penal17  y 
el equipo de asesoramiento técnico en el ámbito de familia,18 el 
servicio de clasificación, el juzgado de vigilancia penitenciaria 
y el Servicio de Mediación y Asesoramiento Técnico (SMAT), 
para justicia juvenil.

Asesoramiento e intervención en procesos de justicia 
restaurativa y mediación.

Equipos técnicos multidisciplinares de los centros 
penitenciarios y de justicia juvenil: colaborando en la 
preparación de los permisos, el diseño y la aplicación del 
plan individualizado mediante el análisis de las variables 
criminógenas.

En los servicios sociales de ejecución penal, para 
complementar la labor del referente social.

En los equipos encargados de supervisar las medidas penales 
alternativas y la implementación de programas formativos, así 
como las medidas de libertad vigilada para adultos y menores, 
contribuyendo a establecer el plan de trabajo y a formular las 
propuestas de modificación que sean necesarias.

Reinserción sociolaboral de las personas sujetas a una medida 
judicial (adultas o menores).

Como miembros de los equipos de las unidades de valoración 
forense integral,19 las oficinas de atención a la víctima del delito 
y las Barnahus, aportando su criterio multidisciplinar.

Área de información sobre seguridad (AISM).

Formación en los juzgados penal, penitenciario y juvenil, 
supervisando protocolos y evaluando programas.

Tabla 5. Ámbito profesional penal, penitenciario y de justicia juvenil

17  En adelante, EATP.
18 En adelante, EATAF.
19 En adelante, UVFI.
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Área profesional

En el ámbito pospenitenciario, en viviendas de reinserción, 
recursos residenciales y otros servicios destinados al ámbito 
de la justicia. Apoyar la formación y la sensibilización de los 
profesionales actuando como puente entre la comunidad y los 
ámbitos penal, penitenciario y de justicia juvenil.

Formación, 
docencia e 
investigación

En el marco de los observatorios de conductas y fenómenos 
relacionados con su ámbito de especialización, recogiendo 
y analizando datos —delincuencia, prevención del delito, 
conducta antisocial, violencia y discriminación— en los 
departamentos y grupos de investigación de las universidades. 
Como personal especializado para asesorar y formar a 
distintos organismos públicos y privados.  

Fuente: elaboración propia a partir del material del servicio de orientación laboral en 
criminología.

Desde hace años, existe una tendencia en el mercado laboral a evaluar las 
competencias —tanto profesionales como personales— de las personas 
trabajadoras. En este sentido, se han desarrollado diversos modelos que 
analizan la empleabilidad comparando estas competencias con las que exige el 
puesto de trabajo, lo que también se convierte en una de las claves para estar 
preparado en el mercado laboral actual.

En el mercado laboral, se empieza evaluando la capacidad de una persona 
para conservar un puesto de trabajo, su experiencia profesional y su 
profesionalización en un sector concreto, y a continuación se valora su 
versatilidad y capacidad para adaptarse y responder a diferentes situaciones. 
Esto también se ha trasladado al ámbito educativo, tanto formal como no 
formal. Esta forma de evaluación se enmarca y se explica de acuerdo con el 
modelo de empleabilidad basado en competencias. La empleabilidad, tal y 
como la define el Enhancing Student Employability Coordination Team (2005), 
es “el conjunto de logros —conocimientos, habilidades y atributos personales— 
que proporcionan a los graduados las mejores condiciones para conseguir 

1.1.3. Empleabilidad por competencias
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un empleo y tener éxito en las distintas profesiones que puedan elegir, en 
beneficio propio y del mercado laboral en su conjunto, de la comunidad y de 
la economía”. 

La Agencia Nacional de Evaluación y Acreditación20  (citada en García 
Medina, 2017) define la competencia como un “conjunto de conocimientos, 
habilidades y actitudes que se adquieren o desarrollan a través de 
experiencias formativas coordinadas, que tienen como finalidad alcanzar 
un conocimiento funcional que responda de manera eficiente a una tarea o 
problema de la vida cotidiana y profesional en un proceso de enseñanza o 
aprendizaje”.  La Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las cualificaciones 
y la formación profesional, define la competencia profesional como la 
combinación de conocimientos y capacidades que permiten el ejercicio de 
la actividad profesional de acuerdo con las exigencias de la producción y el 
trabajo. 

La Dirección General de la Función Pública define la competencia 
como “el conjunto de habilidades, actitudes y aptitudes que permiten el 
correcto desempeño de las tareas profesionales”, y el Instituto Nacional 
de Cualificaciones define la competencia profesional como el “conjunto 
de conocimientos, habilidades, actitudes, que se adquieren o desarrollan 
mediante experiencias formativas coordinadas, las cuales tienen el propósito 
de lograr conocimientos funcionales que den respuesta de modo eficiente 
a una tarea o problema de la vida cotidiana y profesional en un proceso de 
enseñanza o aprendizaje”. 

En el Real Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, por el que se establece 
la organización de las enseñanzas universitarias y del procedimiento de 
aseguramiento de su calidad, se define la competencia como el “conjunto de 
conocimientos, capacidades y habilidades académicamente relevantes” que 
confiere la titulación obtenida.  

En cada profesión se trabaja con una categoría de competencias, algunas 
de las cuales serán comunes y otras específicas del ámbito del conocimiento 

20  En adelante, ANECA.
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y de la titulación. Existen diferentes criterios para clasificarlas, pero siguiendo 
el modelo ISFOL21 se distinguen dos de los tres tipos de competencias: las 
competencias profesionales (también denominadas técnicas o específicas) 
son los conocimientos específicos, tanto aplicados como teóricos, necesarios 
para el desempeño de un puesto de trabajo, y pueden variar en función de las 
exigencias de la empresa. Las competencias transversales, por su parte, son el 
conjunto de capacidades necesarias para hacer frente a diferentes situaciones 
en el trabajo. Son aplicables a distintos puestos de trabajo, aunque algunas son 
más pertinentes para unas profesiones que para otras. 

Las administraciones también reconocen desde hace tiempo la necesidad de 
hablar en clave de competencias. Esto queda patente en la adaptación de los 
títulos al Espacio Europeo de Educación Superior, donde las universidades 
incluyen en el programa de cada asignatura las competencias específicas que 
los estudiantes adquirirán tanto en la asignatura como a lo largo de toda la 
carrera. Desde un punto de vista más profesional, la Generalitat ha detectado 
la necesidad de evaluar por competencias. La Escuela de Administración 
Pública de Cataluña cuenta con un glosario de las trece competencias que 
considera “estrechamente vinculadas a la estructura, la estrategia y los valores 
de la Administración de la Generalitat”, que se han actualizado de acuerdo 
con los cambios exigidos por la propia Administración. Siguiendo este modelo, 
elaboraron un diccionario de competencias para puestos directivos y cargos 
singulares de la Generalitat de Cataluña: jefe de sección, jefe de servicio, 
subdirector y cargos singulares equivalentes. En este documento se establecen 
los distintos niveles de consecución de la competencia relacionados con las 
funciones del puesto de trabajo, el número de personas a cargo, el grado de 
responsabilidad y el área de influencia del puesto, entre otros.   

Al mismo tiempo, la Dirección General de la Función Pública ha elaborado 
documentos que distinguen las competencias básicas de los puestos de la 
Administración catalana de las del ámbito funcional de la ejecución penal. 
Así, se recogen los perfiles profesionales de los cuerpos y escalas del 
personal funcionario, junto con una descripción de las funciones que pueden 
desempeñar y sus competencias profesionales clave. Un diccionario de 

21 Elaborado por el Istituto per lo Sviluppo della Formazione Professionale dei Lavoratori, 
adaptado y desarrollado por Colomer, Cruells, Palacín y Rubio. 
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competencias profesionales define las competencias clave de los cuerpos 
y/o colectivos profesionales de los subgrupos A1 y A2 de la Generalitat de 
Cataluña. También se han definido las competencias para los puestos de 
mando en el ámbito interno penitenciario y de la rehabilitación penitenciaria 
(incluidos los servicios sociales). 

En el Departamento de Justicia existen diversos instrumentos para evaluar y 
mejorar las competencias. A partir de 2015, el Centro de Estudios Jurídicos 
y Formación Especializada comenzó a publicar guías sobre competencias 
profesionales y formación especializada, dirigidas a los distintos colectivos 
profesionales del ámbito de la ejecución penal. Estas guías recogen las 
competencias técnicas que deben poseer los distintos colectivos que trabajan 
en el departamento. Están dirigidas a formadores internos; jefes de servicios de 
régimen interior, de unidades de régimen interior y de área funcional; mandos 
intermedios; educadores y educadoras sociales; trabajadores y trabajadoras 
sociales; psicólogos y psicólogas; juristas; pedagogos y pedagogas; técnicos 
y técnicas especialistas, así como a personas voluntarias y coordinadoras del 
programa Círculos de Apoyo y Responsabilidad. 

De toda esta información se desprende que los criterios para acceder a cargos 
públicos han comenzado a cambiar en algunos puestos de trabajo y han 
pasado de basarse en la titulación a centrarse en las competencias.

Los estudios sobre el mercado laboral que han analizado la situación específica 
de la titulación en Criminología, como los realizados por la Agencia de la 
Calidad del Sistema Universitario Catalán,22  ofrecen una visión general del 
perfil de las personas tituladas y examinan en detalle las competencias básicas 
y transversales, pero no las profesionales. La propia AQU cuenta con una guía 
para la evaluación de competencias en titulaciones de ciencias sociales, pero 
esta no incluye la criminología.

Uno de los estudios más exhaustivos sobre las competencias de la titulación 
fue la recopilación de los principales perfiles profesionales y competencias 
recogida en el Libro blanco sobre el título de grado en Criminología (Giménez-

22  En adelante, AQU. Su objetivo es evaluar, acreditar y certificar la calidad en las universida-
des y las instituciones de educación superior.  Es el equivalente catalán de la ANECA, que a 
nivel estatal también acredita al personal docente universitario.
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En la actualidad, en el ámbito de la criminología, la identificación de estas 
competencias se lleva a cabo principalmente de forma más aplicada, en el 
marco de talleres de orientación laboral. La difusión de los resultados de las 
investigaciones realizadas por colegios y asociaciones profesionales también 
tiene lugar en congresos y simposios, lo que dificulta encontrar bibliografía que 
las haya evaluado. Un ejemplo destacado, que se presentará más adelante, 
es el estudio longitudinal puesto en marcha por los observatorios de inserción 
profesional en criminología de Cataluña y Andalucía, cuyo objetivo, entre otros, 
es identificar qué competencias resultan más útiles para la inserción profesional 
(Hernáez y Díaz, 2017).

La criminología ya era reconocida por su carácter multidisciplinar. En 1961, la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO) consideró que debía organizarse en institutos de criminología 
en lugar de en facultades universitarias (citado en ACC, 2011). No obstante, 
tal y como señala Linde (2014), el desarrollo de la disciplina y la forma en 
que se organizan los estudios quedarán fuera del presente informe y de las 
recomendaciones de la institución. También hay que tener en cuenta que, en 
términos comparativos, Cataluña se sitúa en el ámbito académico a la altura de 
casi todos los países europeos, donde la criminología ha adquirido autonomía 
científica con titulaciones diferenciadas de las de otras disciplinas relacionadas, 
como la psicología, la sociología o el derecho. 

La historia de la oferta académica en criminología ha evolucionado, al igual 
que la propia disciplina. Todo comenzó con la creación de titulaciones propias 
impartidas entre los años 80 y 90 por doce universidades (en Cataluña, solo 
la Universitat de Barcelona), cuatro de las cuales ofrecían titulaciones propias 

1.2. La criminología y el mundo académico

23  Disponen de su propio colegio profesional, también en Cataluña. 

Salinas i Colomer, 2009). Desde su publicación han transcurrido quince años, 
por lo que es necesaria una actualización basada en los planes de estudios 
y las asignaturas más recientes, aunque sigue sirviendo de referencia para la 
elaboración de los planes de estudios universitarios. 
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en seguridad. Esto, tal y como explican Barrón y col. (2018), implicaba que, 
al carecer los estudios de regulación, cada universidad ofreciera su propio 
programa, a menudo más centrado en el carácter romántico de la disciplina 
que con su objeto de estudio real. Al mismo tiempo, muchas universidades 
concedían su propio título junto con el de detective privado. Las funciones y 
competencias de la titulación de detective privado difieren de las de la titulación 
de criminología,23 aunque algunas universidades actualmente ofrecen una 
mención de detective privado que permite a los estudiantes obtener una doble 
titulación. Como señala Medina (2002), en España se daba la paradoja de que 
era uno de los países con mayor número de estudiantes de criminología de la 
Unión Europea, a pesar de que no se trataba de una enseñanza reglada. Linde 
(2014) recuerda que, históricamente, los estudios de criminología se habían 
integrado en otras disciplinas, como el derecho y, en España, la sociología.

La oferta académica se amplió entre 2004 y 2010 mediante el Real 
Decreto 858/2003, de 4 de julio, por el que se establecía el título oficial de 
licenciatura en Criminología. Esta licenciatura de segundo ciclo se impartía 
en las universidades de Barcelona, Girona, la Autònoma de Barcelona, 
la Internacional de Catalunya, la Universidad Católica de Murcia y la de 
Alicante. El título respondía a la necesidad social de contar con especialistas 
en el mundo de la delincuencia, su análisis y, sobre todo, del estudio y la 
explicación de la conducta delictiva, así como de los métodos y herramientas 
de intervención orientados a tratar dicha conducta en sus diversas 
manifestaciones. 24

En el marco del Espacio Económico Europeo, con el Proceso de Bolonia, a 
partir de 2010 la licenciatura se transformó en un grado, que actualmente se 
imparte en siete universidades de Cataluña. Además, en 2012 aparecieron los 
dobles grados, que ofrecen cinco de estas siete universidades, además del 
grado en Criminología antes mencionado. La nota de corte para acceder a los 
estudios de criminología ha ido aumentando con el tiempo, lo que refleja el 
incremento de la demanda y, en consecuencia, la mayor preparación previa de 
quienes desean acceder a ellos.

24  En Medina (2002) se puede encontrar una lectura crítica sobre la creación de la licenciatu-
ra y sus consecuencias para la definición del papel profesional del criminólogo y criminóloga.
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Plazas anuales Nota 
Universidad Grado en Año de inicio de nuevo corte 

ingreso 2023/24

Pompeu Fabra

Criminología 
y Políticas 
Públicas de 
Prevención

2009 70 8,974

Criminología, 
Políticas 
Públicas de 
Prevención y 
Derecho

2015 20 10,766

Universitat 
Autònoma de 
Barcelona

Criminología 2009 80 9,54

Criminología y 
Derecho 2014 20 10,750

Universitat de 
Barcelona

Criminología 2009 140 9,42

Criminología y 
Derecho 2018 20 10,874

Universitat 
Oberta de 
Catalunya

Criminología 2010 900* **

Universitat Abat 
Oliba

Criminología y 
seguridad 2012 40 **

Criminología 
y seguridad y 
Derecho

2012 40 **

Psicología, 
Criminología y 
Seguridad

2015 40 **

Universitat de 
Girona

Criminología 2009 55 8,734

Derecho y 
Criminología 2014 15 10,098

Universitat de 
Vic - ESERP Criminología 2018 40 5,60

Plazas anuales totales de nuevo ingreso 1160***

Tabla 6. Oferta actual de grados en Criminología en Cataluña

Fuente: elaboración propia a partir de la información facilitada por cada universidad 
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para el curso 2023 y 2024; información de la página web de cada universidad y de las 
memorias de verificación de títulos. * El número máximo, que parece que nunca se 
alcanza. ** No hay nota de corte. *** Las plazas de la UOC no se contabilizan.

En cuanto al número de plazas de nuevo ingreso, como se puede observar en 
la tabla 6, cada universidad ofrece un mínimo de cuarenta. A estos centros hay 
que añadir los de las universidades que ofrecen formación a distancia fuera de 
Cataluña. En la actualidad, un total de 16 universidades ofrecen titulaciones 
en línea, entre las que destacan la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia (UNED), la UNIE Universidad, la Universidad a Distancia de Madrid, 
la Universidad Europea de Madrid, la Universidad Internacional de La Rioja 
(UNIR), la Universidad Internacional de Valencia, la Universidad Isabel I (que 
también ofrece criminología y ciencias de la seguridad), IMF Smart Education 
y el Instituto Internacional de Estudios de Seguridad Global (INISEG). Hay dos 
universidades que ofrecen dobles grados que pueden cursarse en modalidad 
semipresencial: la Universidad de Nebrija y la Universidad Europea Miguel de 
Cervantes. En 2019, solo la UNED contaba con 5.000 estudiantes matriculados 
en los dos primeros cursos del grado, lo que representaba el 40 % del total de 
estudiantes de criminología de Cataluña y del resto del Estado.

Fuera de Cataluña, se imparten titulaciones de grado en Criminología en 39 
universidades,  sin contar los centros a distancia. Además, hay 29 dobles 
grados en Criminología: 17 en Criminología y Derecho, 9 en Criminología y 
Psicología, 2 en Criminología y Trabajo Social, y 1 en Criminología e Ingeniería. 
En cuanto a la modalidad en línea, también se ofrecen dobles grados, como el 
de Derecho y Criminología de la UNIR, o los que ofrece la Universidad Isabel 
I (Derecho y Criminología, Psicología y Criminología). En lo que respecta a los 
estudios de posgrado, en Cataluña se imparten seis másteres especializados 
en Criminología, mientras que en el resto del Estado hay once.  En cuanto a los 
estudios de doctorado, hay seis fuera de Cataluña.  

Tampoco es raro que se creen otras titulaciones relacionadas con la 
criminología que, a pesar de la falta de datos comparativos sobre la inserción 

25  Esta información se ha obtenido a través de la aplicación QEDU (qué estudiar y dónde en 
la universidad), del Ministerio de Universidades. 

26 Uno de ellos no aparece en la solicitud porque acaba de aprobarse (el que ofrece la Uni-
versidad de Vigo). 
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laboral entre esta disciplina y las titulaciones mencionadas, parecen tener mejor 
acogida entre las instituciones. Un ejemplo es el grado en Seguridad, creado 
en 2014 por el Instituto de Seguridad Pública de Cataluña y la Universitat 
de Barcelona, con el objetivo, tal y como indica su página web, de formar 
“personal experto en seguridad, capaz de realizar un buen diagnóstico y de 
activar los mecanismos más adecuados para responder eficazmente a los retos 
que se plantean”.  La creación de estos estudios se llevó a cabo a pesar de las 
protestas de los estudiantes de Criminología de las universidades catalanas, 
del ACC y de otras asociaciones de criminología, quienes argumentaban que 
el 80 % de las asignaturas que se impartían en el grado eran exactamente las 
mismas que las de Criminología. 

Además, en 2017 se creó, fuera de Cataluña, el primer grado en Criminalística 
para facilitar el acceso a los institutos de medicina legal y forense. Muchos 
grados de Criminología incluyen una o varias asignaturas del ámbito forense, y 
algunas universidades utilizan esta información para dar la idea de una salida 
laboral equivocada. Por último, este año se ha aprobado la creación del grado 
en Ciberseguridad, impulsado por la Universitat de Barcelona y la Escuela de 
Nuevas Tecnologías Interactivas (ENTI). No obstante, esta demanda laboral 
podría satisfacerse mediante la especialización de personas tituladas en 
Criminología en el ámbito cibernético.

Volviendo a la titulación en Criminología, en un principio la oferta académica 
pudo evolucionar y ampliarse gracias a la demanda de las personas tituladas 
al título propio, agrupadas principalmente a través de la ya desaparecida 
Federación de Asociaciones de Criminólogos de España (FACE)27 y la 
Sociedad Española de Investigación Criminológica (SEIC). La primera estaba 
formada por asociaciones de profesionales titulados y tituladas en Criminología, 
mientras que la segunda tiene un carácter más académico, a ella pertenecen 
actualmente muchos profesores de Criminología que son a su vez personas 
tituladas en esta disciplina. Ambas entidades fueron las encargadas de elaborar 
el mencionado Libro blanco sobre el título de grado en Criminología.

En los últimos veinte años, la demanda de esta titulación ha aumentado gracias 

27  Los colegios profesionales tomaron el relevo de las asociaciones profesionales en la de-
fensa de la profesión. 
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a series como CSI y Mentes criminales y, más recientemente, a la proliferación 
del fenómeno del true crime. El efecto CSI se analizó en el libro Efectos que ha 
generado CSI en México y España, donde Barrón y sus colaboradores (2018) 
sostienen que, en aquel momento, las autoridades académicas no lograron 
distinguir —y algunas incluso se aprovecharon de ello— las diferencias entre 
criminalística, policía y criminología. Por un lado, esto supuso una publicidad 
que podría calificarse de engañosa y, por otro, una falta de precisión en los 
planes de estudios en cuanto a las funciones sociales de la disciplina. Además, 
al principio el personal docente no estaba formado por personas tituladas en 
Criminología, lo que provocó un importante desconocimiento en la aplicación 
de esta disciplina. Medina (2002) añade que la falta de regulación de la 
profesión impedía a las universidades publicar ofertas de puestos docentes, 
cátedras y titularidades para que el personal investigador pudiera dedicarse a 
la docencia y a la investigación a tiempo completo. Por un lado, esto perjudicó 
a los estudiantes de Criminología y, por otro, obligó a marcharse al extranjero 
a muchos profesionales que deseaban continuar su carrera académica en el 
Estado.

También resulta interesante el concepto destacado por Barrón y sus 
colaboradores (2018), media criminology o media and crime, aplicado a la 
formación y transmisión del constructo social del crimen, del delincuente 
y, por ende, del criminólogo o criminóloga que construyen los medios de 
comunicación. Consideran que las instituciones de educación universitaria 
también desempeñan un papel fundamental en la transmisión de este 
constructo. Nos hacemos eco de las palabras de Medina (2022) en relación 
con las consideraciones que las universidades deberían haber tenido en 
cuenta respecto al número de titulaciones que se ofrecen en la licenciatura 
en Criminología, las cuales pueden aplicarse a los grados actuales: “el crimen 
vende, estas titulaciones son muy ‘sexy’, y su popularidad entre jóvenes 
estudiantes está casi garantizada. Unos jóvenes que, además, tienen una serie 
de ideas preconcebidas sobre la criminología bastante erróneas. [...] Sería, 
sin embargo, una locura que todas las universidades españolas al unísono 
decidieran sacar adelante estas licenciaturas. Sería preferible, por tanto, que 
esta licenciatura, de salir adelante, lo hiciera con unas pretensiones muy 
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modestas en cuanto al número de alumnos a reclutar”.  En cualquier caso, 
no parece que las universidades 28 estén desempeñando un papel activo 
a la hora de transmitir al alumnado interesado en estudiar Criminología la 
realidad de la disciplina y sus perspectivas profesionales; más bien parece 
que se estén aprovechando del aumento de la demanda de grados y másteres 
de especialización que los estudiantes deben cursar posteriormente para 
encontrar empleo.  

En lo que respecta a la responsabilidad de la administración universitaria 
respecto a la situación de la criminología en el mercado laboral, cabe destacar 
la contribución de Linde (2014) y dos momentos legislativos relevantes. 
El primero es la aprobación del real decreto sobre la organización de los 
estudios universitarios oficiales, de 29 de octubre de 2007, que regulaba la 
enseñanza universitaria. El segundo, más reciente, es la aprobación del Real 
Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, que deroga el decreto de 2007 y 
establece la organización de los estudios universitarios y el procedimiento para 
garantizar su calidad.  Con la aprobación del primer decreto, las universidades 
pasan a aplicar el Plan de Bolonia. El cambio supone dejar en manos de las 
universidades la responsabilidad de diseñar y proponer sus planes de estudios, 
tal y como afirma el Ministerio de Educación y Ciencia, “que consideran más 
atractivos y acordes con sus recursos e intereses. [...] Con todo ello, el nuevo 
modelo permitirá formar de manera más eficaz a los mejores profesionales y 
aumentará la capacidad de respuesta de las universidades a las demandas 
de la sociedad”. Este real decreto considera asimismo que la formación en 
cualquier actividad debe contribuir al conocimiento y al desarrollo de los 
derechos humanos, los principios democráticos, la igualdad entre mujeres y 
hombres, la solidaridad, la protección del medio ambiente, la accesibilidad 
universal y el diseño para todos, así como a una cultura de paz.  

El segundo momento se produce con la aprobación del Real Decreto 
822/2021, de 29 de septiembre, que regula la organización de las enseñanzas 
universitarias y el procedimiento para asegurar su calidad. Su objetivo es 
establecer la organización y la estructura de las enseñanzas universitarias 
de conformidad con el Espacio Europeo de Educación Superior, entre otros. 
Este decreto consolida el enfoque formativo basado en competencias, que 

28  Cuando se hace mención de las universidades, no se hace referencia específicamente a 
los grados o a su coordinación, sino a la administración universitaria.
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debería permitir al alumnado incorporarse al mercado laboral y convertirse 
así en miembros activos de la sociedad. Uno de los objetivos fundamentales 
de este reglamento es reforzar las capacidades de ocupabilidad que aporta la 
formación recibida a partir de las competencias y los conocimientos adquiridos, 
con el fin de facilitar a las personas graduadas una inserción laboral digna y de 
calidad. Y añade: “esta voluntad de cambio siempre tiene que ir acompañada 
del rigor y solidez académica de la oferta universitaria.” El artículo 13.229 del 
real decreto establece que “las agencias de aseguramiento de la calidad y las 
Administraciones públicas, [...] tendrán que garantizar la coherencia académica 
entre la denominación del título oficial de Grado con los contenidos formativos 
[...]. También tendrán que velar para que la denominación no dé lugar a 
confusión en relación al ciclo universitario, a los objetivos formativos que lo 
definen, sus efectos académicos, ni a su caso, los profesionales”.   

Linde (2014) refuerza esta idea de la responsabilidad de la universidad con 
el artículo 1 de la Ley Orgánica 6/2001 de universidades, que define como 
competencia de la universidad, al servicio de la sociedad, preparar al alumnado 
“para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la aplicación de 
conocimientos y métodos científicos”. Y con el Real Decreto 1497/1987, de 27 
de noviembre, que establece las directrices generales comunes de los planes 
de estudios los títulos universitarios de carácter oficial y validez en todo el 
territorio nacional, se reitera que las enseñanzas deben orientarse al ejercicio 
de actividades profesionales, y que los planes de estudios deben definir la 
previsión académica del perfil profesional del titulado.

A pesar de que desde hace más de veinte años existen estudios oficiales 
en Criminología, en el ámbito académico no se ha logrado disponer, hasta 
ahora, de un área de conocimiento propia. Esto conlleva una invisibilización 
continuada de la disciplina desde un punto de vista más aplicado, como la 
ausencia de departamentos específicos de criminología, lo que también afecta 
a las carreras de investigación. Esta situación se ve agravada por la evaluación 
de las contribuciones científicas mediante indicadores propios de otros campos 
académicos, principalmente derecho penal, psicología o sociología.30  Medina 
(2022) ya criticó este hecho y sus consecuencias, como por ejemplo que la 

29  En el que se definen los objetivos y la organización de los programas universitarios oficia-
les de grado.

30  Desde el SEIC, junto con los colegios profesionales de criminología, se ha reclamado este 
derecho a la ANECA, sin éxito.  
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falta de autonomía institucional obstaculiza la autonomía epistemológica y, por 
consiguiente, el desarrollo de la ciencia. Esto también reduce las posibilidades 
de que surja y se consolide la figura profesional de la disciplina.

En el ámbito comparado de los estudios de criminología, las memorias 
de verificación del grado en Criminología de las universidades catalanas 
pusieron de relieve la oferta de grados similares a los aprobados en Cataluña 
en países en lugares como los Países Bajos, Bélgica y el Reino Unido. En 
estos países también se ofrecen dobles titulaciones, como la de Política 
Social y Criminología en la London School of Economics o la de Psicología y 
Criminología. La ACC recopiló esta perspectiva comparada en un documento 
inédito31 y constató que, en general, las competencias profesionales y las áreas 
de inserción laboral que proponen las universidades europeas para los titulados 
en Criminología son muy similares a las de los grados que se imparten en 
Cataluña. Esta conclusión se basó en el análisis de los programas académicos 
recopilados en el Observatory on Academic Criminology Programs,32 donde se 
contabilizaron al menos 43 bachelors33 que se imparten en diferentes países 
europeos. En todos se pone de relieve la capacidad de los titulados para 
diseñar, gestionar y evaluar programas de prevención de la delincuencia, de 
atención a las víctimas o de intervención con colectivos de riesgo, así como 
las capacidades para participar en los procesos penales en calidad de técnicos 
encargados de elaborar informes presentencia, o de la supervisión y gestión de 
las penas.

Son las propias memorias de verificación de títulos de las universidades 
catalanas las que justifican la creación del grado en Criminología desde un 
punto de vista académico, científico, profesional y social. En las memorias se 
destaca la relevancia social de la titulación, la gran demanda social de estos 
estudios y la existencia de un ámbito profesional en auge. En estas memorias 
se afirmaba que la titulación contribuiría a la creación de un ámbito profesional 
emergente, facilitando la presencia de profesionales con una formación de 

31  Una de las autoras del presente informe participó en su elaboración. El documento incluía 
la memoria presentada junto con la demanda para crear el Colegio de Criminología en 2014 
y que está a disposición del Departamento de Justicia y Calidad Democrática.

32  Actualmente el observatorio no parece estar activo. 

33 Se puede considerar el equivalente a los grados en los países de habla inglesa. 
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grado adecuada a las tareas que deben desempeñar. Las memorias justifican 
la creación del grado en Criminología desde una perspectiva académica, 
científica, profesional y social. Cabe señalar que, para la creación del título, 
en 2007 se reunieron todas las universidades públicas de Cataluña, la ya 
desaparecida ACC, los departamentos de justicia y las distintas direcciones 
de centros penitenciarios, la actual Dirección General de Medidas Penales 
Alternativas y Justicia Juvenil, jueces, el CEJFE, el Departamento de Interior, 
la policía autonómica y el Instituto de Seguridad Pública. El objetivo de 
esta reunión fue identificar las necesidades laborales de la Administración 
catalana y ajustar el perfil formativo del grado a dichas necesidades. De este 
encuentro surgieron propuestas para la incorporación de personas licenciadas 
en Criminología en los distintos servicios dependientes del Departamento de 
Justicia que nunca se llevaron a la práctica.

Destacamos unas líneas de la memoria de verificación del título de la 
Universitat de Girona en las que se resume la justificación para crear el título, 
así como la necesidad de contar con profesionales de la criminología en 
diversos organismos públicos y privados: “y, por lo tanto, los criminólogos y 
criminólogas están plenamente cualificados para el trabajo profesional en los 
ámbitos relacionados con la prevención de la delincuencia, la ejecución de 
las penas, la justicia juvenil y la atención a las víctimas [...]. Los criminólogos 
cuentan con una formación de grado específica que les proporciona los 
conocimientos científicos que la criminología ha ido acumulando desde hace 
más de un siglo. Abordar la criminalidad como un problema social, así como 
su prevención, la debida atención a las víctimas y el funcionamiento del 
sistema penal y del control social exige tomarse en serio la formación de los 
profesionales que deberían llevar a cabo esta tarea”. 

Como se puede observar, el desarrollo de la criminología en Cataluña y en 
España se ha producido principalmente en el ámbito académico, dejando 
de lado el acceso y la consolidación laboral de las personas tituladas y, por 
consiguiente, su ejercicio profesional.
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Solo en Cataluña, se calcula que en 2023 habrá aproximadamente 3622 
titulados del grado en Criminología (tabla 7).  Según los datos publicados 
en una encuesta realizada por el Colegio Profesional de la Criminología 
de la Comunidad de Madrid en 2023, el número de personas tituladas en 
España desde la creación del grado es de 7565, sin embargo, si se incluye la 
licenciatura, se estima que el total asciende a 25 000.34 

Por ejemplo, según datos de la Universitat de Barcelona, el número de 
personas que obtuvieron el título de licenciatura de dicha universidad sería de 
911. Si se tuvieran en cuenta también los títulos propios (que actualmente no 
se consideran titulaciones oficiales en la disciplina), esta cifra ascendería a 971. 
35 Según la encuesta, el número de estudiantes matriculados ha aumentado en 
más del 100 %, pasando de 11 647 en el curso 2016-2017 a 23 710 en el curso 
2022-2023.

Para poner de relieve los sectores en los que se preveía su inclusión, nos 
hacemos eco del argumentario esgrimido por la Universitat Pompeu Fabra 
sobre la importancia estratégica en 2016 de la criminología: 

•	 Los sistemas penitenciarios requerían investigaciones sobre la prevención 
y la sanción de la delincuencia, así como conocimientos específicos en la 
ejecución de las penas y las medidas penales alternativas. Cabe destacar el 
notable aumento del número de profesionales del ámbito penitenciario y de 
las medidas penales, con un incremento del 700 % entre 2002 y 2007.

•	 En el ámbito judicial, se preveía la necesidad de contar con criminólogos 
para asesorar a las unidades de valoración integral sobre la adopción de 
medidas cautelares, la ejecución de penas y la justicia juvenil.

•	 El aumento de los efectivos policiales supuso una creciente demanda de 

1.3. El ejercicio profesional de la criminología

34   El estudio explica que faltan los datos del ministerio anteriores al curso 2016-2017. 

35  En este caso, hay que tener en cuenta que muchas personas poseedoras de un título 
propio optaron por cursar dos años más de formación y obtuvieron un título de licenciatura, 
pero no se dispone de datos concretos, por lo que se trata de una estimación. 
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una mejor preparación, tanto a nivel básico como a niveles superiores, así 
como la necesidad de una formación continua y especializada.

•	 A escala local, los ayuntamientos se mostraban preocupados por la 
prevención del delito, los desórdenes públicos y los nuevos retos derivados 
de los fenómenos migratorios. En este punto, se consideró especialmente 
importante contar con conocimientos en mediación, prevención, y políticas 
de seguridad y convivencia.

•	 En el sector privado se observó un aumento en el uso de servicios de 
seguridad.

A lo largo de la historia de esta disciplina, se han identificado algunas barreras 
que dificultan el acceso y la plena inclusión de la criminología en el mercado 
laboral, y que han ido evolucionando en consonancia con la titulación. Algunas 
de ellas no se han superado e inciden de manera significativa en la inserción 
laboral en el ámbito de la criminología.

Las barreras detectadas son:
•	 No se considera la criminología como titulación de base para acceder a los 

puestos profesionales en los sectores público y privado. 

•	 Las creencias sobre el mercado laboral y la inserción profesional.

•	 El ámbito comparado: la incapacidad de crear ámbitos profesionales 
específicos en criminología que ya existen en otros países.

Debido a estas barreras, que se analizan en detalle más adelante, la calidad 
del empleo de las personas tituladas en Criminología ha ido empeorando. 
Aunque la proporción de personas con empleo es similar a la media de 
titulados y tituladas en ciencias sociales y jurídicas (más del 80 %), el uso de 
las competencias específicas de la titulación en el ámbito laboral es mucho 
menor: solo el 29,9 %, frente al 71,3 %. Por lo tanto, existe un gran descontento 
entre las personas tituladas respecto a la utilidad de sus estudios, no solo en lo 
que se refiere a la formación práctica, sino también, en los últimos años, en lo 
que respecta a la formación teórica (AQU, 2023 y s. f.).

1.3.1. Barreras a la inserción laboral 
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Esta barrera, identificada por la ACC en 2014, parece haberse superado en 
parte gracias al aumento de la demanda de esta titulación en el sector privado. 
Por el contrario, en el sector público apenas se está empezando a superar, 
aunque solo sea parcialmente, a escala local. El estudio publicado por Hernáez 
en 2015: ¿Dónde se esconden las salidas laborales para criminólogos? Un 
análisis del mercado laboral actual, en el que se examinaron 572 ofertas de 
empleo entre el 1 de diciembre de 2012 y el 31 de diciembre de 2014, concluyó 
que en el sector público no se detectaron ofertas de empleo relacionadas con la 
Administración de Justicia, principalmente porque los puestos accesibles desde 
criminología eran gestionados por organizaciones del tercer sector social; 
que, cuando se publicaban, exigían titulaciones en Psicología, Trabajo Social 
y Educación Social, excluyendo la Criminología. Además, a los puestos de la 
Administración se accedía mediante un concurso oposición. El mismo estudio 
reveló que el 74 % de las ofertas analizadas correspondían al ámbito privado 
y que, por actividad, el tercer sector era el más representado. En cuanto al 
sector público, más de la mitad de las licitaciones procedían del ámbito local 
y, de ellas, el 60 % estaban relacionadas con el sector de la seguridad.  Entre 
2018 y 2022 se observa un cambio en la demanda de titulación en las ofertas 
de empleo publicadas por empresas privadas y del ámbito local,36 tal y como se 
refleja en las memorias de actividad del colegio catalán. En 2018 se publicaron 
28 ofertas de empleo, entre las que destaca el caso del Ayuntamiento de 
Malgrat de Mar, que cada año contrata a jóvenes para realizar prácticas 
remuneradas, incluida la convocatoria de un criminólogo o criminóloga para 
desempeñar funciones criminológicas en la policía local. En 2019 se registraron 
133 ofertas de empleo, 85 en el sector privado y 44 en el público, así como 4 
ofertas de prácticas y 8 becas de investigación. En 2020 se registraron 106 
ofertas de empleo en el sector privado, 32 convocatorias laborales en el sector 
público y 4 becas de investigación. En 2021 se identificaron 128 ofertas de 
empleo en el sector privado que exigían dicha titulación. Por último, en 2022 
se registraron 102 ofertas laborales en el sector privado y 30 oportunidades de 
empleo en la Administración pública.

1.3.1.1. La criminología no se considera titulación de base para 
acceder a los puestos profesionales en los sectores público y 
privado.

36   Gracias a la labor realizada por el Colegio Oficial de Criminología de Cataluña entre 2018 
y 2022 para sensibilizar a las empresas, a los ayuntamientos y a la Administración catalana.
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A escala local, Criminología se considera una titulación de acceso vinculada 
casi exclusivamente al ámbito de la seguridad, aunque, al pertenecer al 
ámbito de las ciencias sociales y jurídicas, puede dar acceso a puestos en 
los que la selección se basa en las competencias. Aun así, en general, en la 
Administración pública, fuera del ámbito universitario, aún no se ha superado 
esa barrera. 

Hay pocos estudios relativos a la inserción laboral de las personas tituladas en 
Criminología. Como señalan Cortina y Arrufat (2020), “cada año se gradúan 
cientos de criminólogos en las universidades españolas, pero sigue habiendo 
un gran desconocimiento en torno a su inserción profesional”. Tampoco existen 
estudios relacionados con el conocimiento del profesorado universitario sobre 
las perspectivas profesionales de sus alumnos, ni sobre cómo se aplica su 
asignatura en el mercado laboral actual. Por el contrario, tanto a través de 
las solicitudes individuales presentadas por los estudiantes en prácticas 
como de los talleres de orientación laboral y las solicitudes gestionadas por 
las asociaciones de estudiantes, se observa una clara necesidad entre el 
alumnado de conocer mejor las posibles salidas profesionales de la carrera. 
Estas demandas se ven respaldadas por los resultados iniciales del estudio 
sobre las trayectorias de las personas graduadas en Criminología (Asociación 
Andaluza de Criminólogos37 y el Observatorio de Inserción Profesional de 
Criminología de Cataluña,38 2019), que revelaron que quienes decidieron 
prepararse para unas oposiciones y las personas desempleadas “sentían que 
no contaban con los elementos necesarios para desempeñar la profesión 
para la que habían estudiado”, así como que “desconocían el funcionamiento 
del mercado laboral” (a esta última preocupación se suman las personas que 
preparaban oposiciones y que también sentían que carecían de información 
sobre las salidas profesionales).

1.3.1.2. Las creencias sobre el mercado laboral y la inserción 
profesional 

37   En adelante, ANDACRIM.
38  En adelante, OIPCC.
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El desconocimiento que tiene el alumnado y, a menudo, también el personal 
docente del mercado laboral da lugar a que se alimenten creencias erróneas 
sobre el mercado laboral de la criminología. Las más comunes son que 
no hay ofertas laborales para los criminólogos, que hay más ofertas en 
el sector público que en el privado, que la criminología no se comprende 
correctamente y que es necesario cursar una segunda carrera para encontrar 
trabajo (Hernáez, 2017). La realidad, sin embargo, es que el mercado laboral 
criminológico existe, aunque se trata de un mercado en el que otras titulaciones 
tienen más peso y reconocimiento. Los puestos de trabajo a los que pueden 
acceder los criminólogos no requieren exclusivamente una titulación en 
Criminología; más bien, estas profesiones se comparten con otras disciplinas 
de las ciencias sociales y jurídicas (Hernáez, 2015). No obstante, habrá que 
analizar si estas oportunidades laborales son suficientes para satisfacer la 
demanda de empleo de las personas tituladas y la oferta en el mercado laboral.

A continuación se enumeran las fuentes en las que se pueden consultar los 
datos más actualizados sobre la inserción laboral de las personas tituladas en 
Criminología:

•	 Servicio Público de Empleo Estatal. 39

•	 En el I estudio sobre salidas profesionales de la Criminología en España, 
realizado por González-García. 

•	 En el estudio longitudinal de la ANDACRIM y el OIPCC. 40 41

•	 En un estudio de caso de la Universitat Pompeu Fabra.

•	 En las encuestas que realizan las universidades sobre la inserción laboral 
de sus personas graduadas.

•	 En las encuestas de la AQU. 

39  En adelante, SEPE. 

40 El estudio no se publicó, pero los primeros resultados se dieron a conocer en la página 
web de la asociación.

41 Creado y gestionado por una de las autoras de este informe
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A menudo se publican noticias sobre la inserción o la demanda del grado, pero 
se carece de estudios específicos. Para realizar un análisis más detallado de 
los resultados de estas encuestas y datos, sería necesario compararlos con 
otras disciplinas y llevar a cabo un estudio más longitudinal. Esto implicaría 
tener en cuenta la tasa de desempleo juvenil, la situación de las personas 
graduadas en general y la de los titulados en Criminología en particular.

El Observatorio de las Ocupaciones del SEPE 42 publica estadísticas sobre la 
inserción laboral de las distintas titulaciones, entre las que se incluye el título de 
Criminología a partir de 2018. Según su página web, se pueden analizar datos 
sobre la contratación de personas con titulación universitaria y demandantes de 
empleo con titulación universitaria, así como sobre las actividades económicas 
y las profesiones en las que se contrata con mayor frecuencia, desglosados por 
comunidad y provincia, género y tramos de edad. También se pueden consultar 
las profesiones y actividades económicas con mayor número de contratos. 
Sin embargo, estos datos no indican si la persona tiene Criminología como su 
título principal o si cuenta con otras titulaciones. A continuación resumimos los 
datos más relevantes con la suma de titulaciones que ha incluido el organismo 
de los grados en Criminología y Seguridad, Criminología y Políticas Públicas 
de Prevención, Criminología y Dirección de Seguridad, Criminología, Ciencias 
Criminológicas de la Seguridad,43 Criminología y Ciencias de la Seguridad 44  y 
de la licenciatura en Criminología 45. La tabla 7 muestra el número de personas 
con un título en Criminología (grado o licenciatura) inscritas en los servicios 
públicos de empleo entre 2018 y 2023. Estos datos incluyen únicamente a las 
personas que se encuentran en situación de desempleo y que están inscritas 
como demandantes de empleo a 31 de diciembre de cada año. Hay que 
tener en cuenta que las cifras son estimaciones a la baja, ya que no todas 
las personas desempleadas se inscriben en los servicios públicos de empleo. 
Esto puede deberse a factores como estar trabajando, cursando otra carrera o 
preparándose para las oposiciones.

42   Se define como un ámbito técnico dedicado al análisis de la situación, las tendencias y 
las necesidades de formación del mercado laboral.  

43 Se imparte desde el curso académico 2019-2020.

44 Se imparte desde el curso académico 2020-21.

45 Parece que solo se han aportado los datos de Cataluña correspondientes a la licenciatura 
de la Universitat Pompeu Fabra. 
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Entre 2018 y 2023, el número mínimo de personas inscritas fue de 944 en 
2018, mientras que el máximo, 1627, se alcanzó en 2020, probablemente 
debido a la pandemia de COVID-19. La tabla distingue entre demandantes 
de empleo con trabajo (que tienen empleo) y demandantes de empleo 
desempleados (DONO, según la sigla en catalán). Se observa una tendencia 
al alza en el número de personas tituladas de grado, un hecho que puede 
explicarse por el aumento de las universidades que ofrecen la titulación en 
Criminología en los últimos años.

Criminología Año
Demandantes 

de empleo

Con trabajo

Total

DONO
Total

Grados

Licenciatura

Total

2018

146

144

366

228

512

432

944

Grados

Licenciatura

Total

2019

199

113

501

198

700

311

1 011

Grados

Licenciatura

Total

2020

400

188

815

412

1 215

412

1 627

Grados

Licenciatura

Total

2021

324

141

659

195

983

336

1 139

Tabla 7. Personas tituladas en Criminología y demandantes de empleo

Fuente:  elaboración propia a partir de datos del SEPE
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El empleo de las personas tituladas en Criminología, tanto a nivel de grado 
como de licenciatura, puede analizarse a partir de los datos del SEPE, que 
recogen el número de contratos anuales registrados a 31 de diciembre de 
cada año entre 2018 y 2023. El resumen de estos datos se presenta en la 
tabla 8, mientras que el porcentaje de personas que no han encontrado un 
empleo relacionado con la criminología se muestra en el gráfico 1. Hay que 
tener en cuenta que una misma persona puede haber obtenido más de un 
contrato durante el mismo año. Para el análisis, los datos se clasificaron en dos 
categorías: empleos relacionados y no relacionados con la criminología.46

46   Las categorías se han diseñado según las notas explicativas de la Clasificación Nacional 
de Ocupaciones de 2011 del SEPE.

N.º de 
contratos Año

Relación 
con 
criminología

Tipo de 
titulación 2018 2019 2020 2021 2022 2023 Suma 

total

No Grado 452 671 666 1 044 880 821 4.534

Licenciatura 227 166 109 104 137 85 828

No total 679 837 775 1 148 1 017 906 5 362

Sí
Grado

Licenciatura

57

104

127

111

118

58

66

82

138

66

197

43

703

464

Sí Total 161 238 176 148 204 240 1 167

Suma total 840 1 075 951 1 296 1 221 1 146 6 529

Tabla 8. Número de contratos anuales para personas tituladas en 
Criminología

Fuente:  elaboración propia a partir de datos del SEPE
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De la información se desprende que el número de contratos no relacionados 
con la criminología es muy elevado, ya que supera siempre el 77 % cada año. 
La falta de una titulación definida puede ser otro factor a tener en cuenta a la 
hora de explicar los porcentajes tan elevados de contratos para puestos de 
trabajo no relacionados con la disciplina. Los sectores en los que encontraron 
más trabajo fueron el sector hotelero y la logística.

Gráfico 1. Porcentaje anual de contratos para personas tituladas en 
Criminología

Fuente:  elaboración propia a partir de datos del SEPE

Estos datos podrían cotejarse con los facilitados por la Clasificación Nacional 
de Actividades Económicas (CNAE) si la criminología se incluyera como un 
epígrafe propio, ya que esto ayudaría a identificar a los profesionales que 
realmente ejercen como criminólogos y criminólogas.

González-García (2023) analizó los datos de 350 personas tituladas en 
Criminología (licenciatura y grado) en universidades españolas entre 2007 y 
2023. Según el estudio, la tasa de inserción laboral en puestos directamente 
relacionados con la criminología es del 27,2 %, mientras que en puestos 
relacionados con el ámbito criminológico alcanza el 45,3 %. Estos datos se 
han comparado con estudios sobre la inserción de otros países con tradición 
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criminológica, aunque dichos estudios no se actualizan desde hace veinticinco 
años. El autor considera que estos resultados constituyen una base preliminar 
para futuros estudios.

Contreras y Hernáez (2019) publicaron los primeros resultados de un estudio 
sobre trayectorias profesionales realizado con una muestra de 186 personas 
graduadas47 en Criminología. Según el estudio, el 30 % tenía un empleo 
relacionado con la disciplina, el 23 % tenía un empleo no relacionado con ella, 
el 20 % constaba como demandante de empleo en paro, y el 27 % estaba 
preparando oposiciones. Entre los sectores profesionales con funciones 
relacionadas con la criminología que se identifican en el estudio se encuentran 
la seguridad pública, la docencia y la investigación, la seguridad privada y la 
justicia juvenil.

Cortina y Arrufat (2020) llevaron a cabo un estudio de caso con una muestra 
de 220 personas graduadas en Criminología en la Universitat Pompeu Fabra 
entre 2013 y 2019. Los resultados revelaron que el 75 % de las personas 
encuestadas tenía empleo, pero solo la mitad de ellas trabajaba en puestos 
relacionados con la criminología. El 25 % ocupaba puestos directamente 
vinculados con la disciplina. El estudio también destaca que quienes cursan 
una segunda titulación o una especialización, normalmente un posgrado, 
suelen encontrar trabajo relacionado con esta nueva formación. Esto sugiere 
que muchas personas perciben la criminología como una ciencia auxiliar, ya 
que no encuentran oportunidades laborales directamente relacionadas con 
este campo.

La AQU ha analizado la inserción laboral de las personas tituladas en 
Criminología en las universidades catalanas a lo largo de cinco periodos (2011, 
2014, 2017, 2020 y 2023). Según los datos de 2023, el 85,4 % de las personas 
encuestadas tenía empleo, el 34,8 % en el sector público y el 65,2 % en el 
sector privado. Además, el 19,3 % cursó otro grado posteriormente y el 39,6 % 
completó un máster universitario. Cabe señalar que el 6,5 % ya trabajaba en 
ámbitos relacionados con la criminología mientras cursaba el grado (AQU, s. 
f.).

47   A menos que se indique lo contrario, el término graduadas se utilizará indistintamente 
para referirse a quienes hayan completado sus estudios universitarios. 
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Hacer un seguimiento de la inserción laboral de las personas colegiadas en 
los distintos colegios profesionales es una tarea compleja, y hay que tener en 
cuenta que el número total de colegiados no representa a todas las personas 
tituladas. Solo en Cataluña, se calcula que hay 3622 personas tituladas, 
frente a las 355 colegiaciones registradas en octubre de 2024; las memorias 
indican que en 2021 había 345 personas. Tampoco se han encontrado datos 
concretos sobre la inserción laboral de las personas colegiadas.48 Según los 
datos del colegio de Madrid, en 2023 contaban con 609 miembros inscritos. 
Por el contrario, en el colegio catalán, aunque no se dispone de información 
detallada sobre la inserción laboral durante el año de colegiación,49  las 
memorias incluyen datos sobre las nuevas inscripciones.50 Estos datos se 
resumen en la tabla 9 y en el gráfico 2. Según la tabla, en 2018 el 68,3 % de 
las personas tituladas en Criminología poseía otro título universitario, el 69,7 % 
tenía empleo y casi el 60 % trabajaba en ámbitos relacionados con la disciplina. 
Los principales sectores de empleo fueron la seguridad pública, la investigación 
y la docencia universitarias, la aplicación de medidas penales alternativas y 
la seguridad privada. A partir de 2019, solo se dispone de datos sobre nuevas 
altas, obtenidos a partir del cuestionario de colegiación. No obstante, el 
porcentaje de personas con otro título universitario se mantiene en torno al 65 
%, con una tasa de empleo similar. Sin embargo, el porcentaje de personas 
que trabajan en ámbitos relacionados con la criminología se reduce a casi el 
50 %, al igual que el número total de altas, que desciende a menos de la mitad. 
A pesar de estas variaciones, los sectores profesionales de inserción siguen 
siendo los mismos que en 2018.

48  El colegio asturiano no tiene página web, solo Facebook. El colegio de la Comunidad Va-
lenciana en su página web no ofrece ningún dato de colegiación ni sobre inserción laboral. 
En el colegio de Murcia no hay memorias. Las memorias del colegio de Cataluña a las que 
se ha accedido no están publicadas actualmente en el sitio web.  

49 En las memorias se menciona el número de personas que han encontrado trabajo a través 
de la bolsa del colegio; no consideramos que esta cifra sea representativa de la inserción 
laboral.

50 La última memoria se publicó en 2021.
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Col. 
anuales

N.º col. Altas
Otros estudios 
universitarios

Situación profesional Relacionado

Sí No NC
Empleado/a 
Empleado/a

Desempleado/a Altras NC Sí No

2018 145 145 99 35 11 101 27 10 7 60 41

68,3 
%

24,1 
%

7,6 
%

69,7 % 18,6 % 6,9 %
4,8 
%

59,4 
%

40,6 
%

2019 277 132 182 75 21 188 56 15 19 101 87

65,5 
%

27 %
7,6 
%

67,6 % 20,1 % 5,4 %
6,8 
%

53,7 
%

46,3 
%

2020 334 58 217 89 28 220 71 17 26 119 101

65 %
26,6 
%

8,4 
%

65,9 % 21,3 % 5,1 %
7,8 
%

54,1 
%

45,9 
%

2021 354 58 227 104 23 236 75 22 21 125 116

64,1 
%

29,33 
%

6,5 
%

66,7 % 21,2 % 6,2 %
5,9 
%

51,9 
%

48,1 
%

Tabla 8. Número de contratos anuales para personas tituladas en 
Criminología

Fuente: adaptación de las memorias del Colegio Oficial de Criminología de Cataluña
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Gráfico 2. Sectores de inserción profesional de las colegiaciones anuales 
del CRIMICAT

Fuente: memorias del Colegio Oficial de Criminología de Cataluña

Las universidades no disponen de un catálogo oficial de salidas laborales en 
criminología. La información se presenta de manera general, centrándose 
en las funciones y áreas de competencia ya conocidas. Para acceder a esta 
información, deben consultarse las páginas web de las universidades, la 
asignatura de prácticum de último curso o, más recientemente, los datos 
publicados por los colegios de criminología. También se puede obtener a través 
de talleres de orientación laboral, que no se imparten de forma sistemática, 
sino que dependen de la iniciativa del profesorado o de la coordinación de 
los estudios. Las salidas profesionales que las universidades suelen destacar 
con mayor frecuencia se encuentran en el ámbito de la ejecución penal y la 
seguridad. No obstante, a menudo se hace referencia a los sectores en los 
que pueden trabajar, pero no a los puestos de trabajo concretos que pueden 
ocupar. Entre estos sectores se incluyen el asesoramiento en materia de 
vigilancia penitenciaria, la participación en equipos multidisciplinares, las 
medidas penales alternativas, los servicios de atención a la víctima y la 
intervención con menores infractores en centros de justicia juvenil y en medio 
abierto. Sería interesante evaluar en qué medida se emplean realmente en 
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estos sectores, ya que no todos ellos encuentran empleo en el ámbito judicial. 
De hecho, hay muy poca información disponible sobre los puestos de trabajo 
que ocupan los criminólogos y criminólogas catalanes.

Las prácticas profesionales curriculares también plantean dificultades, ya 
que cambian casi cada año en función de la colaboración con empresas 
y organismos públicos. En Cataluña, las plazas para las prácticas de 
la Administración penitenciaria se comparten con estudiantes de otras 
titulaciones. Esto, sumado a la falta de un puesto de trabajo específico para 
los criminólogos, provoca que las personas responsables de supervisar 
las prácticas, que a menudo cuentan con una doble titulación, impartan 
conocimientos relacionados con su otra especialidad. En consecuencia, el 
estudiante no puede ejercer plenamente como criminólogo o criminóloga ni 
hacerse una idea clara de sus salidas laborales concretas. De conformidad 
con el artículo 2 del Real Decreto de 11 de julio, que establece que el “objetivo 
[de las prácticas] es permitir a los estudiantes aplicar y complementar los 
conocimientos adquiridos en su formación académica, favoreciendo la 
adquisición de competencias para el ejercicio de actividades profesionales, 
facilitando su empleabilidad y fomentando su capacidad de emprendimiento”.

Sin embargo, Hernáez (2015) analizó la correspondencia entre las salidas 
laborales propuestas por las universidades catalanas y las ofertas reales 
disponibles en el mercado, y llegó a la conclusión de que, a pesar de cierta 
concordancia, es necesario profundizar en cómo elige el alumnado su 
especialización y en su capacidad para buscar empleo. En una revisión 
posterior, la misma autora señaló que las salidas laborales se orientan en gran 
medida hacia el sector público como opción principal. Además, cabe señalar 
que a menudo se hace hincapié en las competencias para las que se creó la 
titulación, en lugar de en su aplicación real en el mercado laboral actual.
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1.3.1.3. El ámbito comparado: la incapacidad de crear ámbitos 
profesionales específicos en criminología que ya existen en 
otros países.

En Cataluña y en el Estado no se creaban ámbitos profesionales específicos 
de la criminología, como sí los hay en otros países (ACC, 2014). Diez años 
después de que se detectara esta barrera, surge la paradoja de que sí se 
crean ámbitos profesionales específicamente criminológicos que ya existen 
en otros países, pero sin ofrecer la posibilidad de acceder a ellos con un título 
en Criminología o de considerarla como una figura diferenciada dentro del 
sector. Este es el caso de las Casas de los Niños (Barnahus), las oficinas de 
atención a la víctima del delito u otros servicios como los PIADS y los SIAD, 
para las personas víctimas de violencia; los equipos de atención a menores 
inimputables que han cometido una conducta delictiva, o la aplicación de la 
probation a través de los servicios de ejecución penal, donde el trabajo social 
es la disciplina encargada de supervisar la libertad condicional o la modalidad 
suspensiva de la libertad condicional, y no el criminólogo, quien se encarga 
de supervisar la medida en otros países. Como señala Medina (2022), en 
Inglaterra, la probation contaba con 10 000 profesionales de la Administración 
y, si se suman los que trabajan en servicios externalizados, el total supera las 
22 000 personas.  

Cataluña está estudiando la posibilidad de contar con profesionales de 
la criminología para llevar a cabo el seguimiento de las medidas penales 
alternativas y, en algunos servicios de justicia restaurativa, mediante contratos 
de servicios del Departamento de Justicia. Sin embargo, el nombre de los 
puestos de trabajo no se corresponde con la profesión; en el primer caso se 
les ha denominado “delegados de ejecución de medidas” y, en el segundo, 
“facilitadores”. En la Administración pública, todo el mundo reconoce la 
necesidad de contar con conocimientos criminológicos, razón por la cual 
se ofrecen especializaciones dirigidas a profesionales de otras disciplinas 
(educación social, trabajo social, psicología o derecho), pero en ninguna de 
ellas se presenta la figura específica del criminólogo.

Medina (2022) señala que, en Estados Unidos, se crearon escuelas de 
justicia penal con el fin de profesionalizar el sistema judicial y prevenir 
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las conductas racistas y el abuso de poder dentro del sistema judicial 
estadounidense. También cuentan con el Instituto Nacional de Justicia, una 
división de investigación y desarrollo del Departamento de Justicia que cuenta 
con una plantilla y un presupuesto considerables. Al CEJFE (s. f.) se le han 
encomendado funciones para “promover el aprendizaje, la investigación y el 
conocimiento entre los profesionales del ámbito de la justicia, con el fin de 
contribuir a su desarrollo y a su capacidad para responder a las necesidades 
de una sociedad en constante cambio”, siendo su principal objetivo la 
planificación y organización de la formación en materia de la administración 
de justicia, la ejecución penal y el ámbito administrativo del Departamento de 
Justicia y Calidad Democrática. Tampoco existe dentro de su organización 
una figura profesional específica dedicada a la criminología, como es el caso 
del Observatorio Catalán de la Justicia en Violencia Machista. Se prevé crear 
una escuela para la formación del personal de ejecución penal, que estará a 
cargo del CEJFE, pero no está claro si la criminología se introducirá más allá 
de los conocimientos a adquirir, y no como una figura profesional con funciones 
específicas. Por otra parte, la formación de los jueces y la recomendación de 
especialización para los tribunales de menores y de violencia de género en el 
Estado español no corren a cargo de profesionales de la criminología.

En el Reino Unido, los profesionales de esta disciplina trabajan en la policía y 
los servicios penitenciarios, pero también como funcionarios de inmigración, 
agentes de desarrollo comunitario, agentes de libertad vigilada y en los 
servicios sociales y de atención a la juventud. En el ámbito privado, dentro del 
tercer sector, en las áreas de asistencia e intervención social. Pero también 
prestando servicios de atención a las víctimas y de servicios educativos y a 
empresas. En este sector se incluyen empresas de seguridad y servicios de 
asesoramiento a bufetes de abogados, así como a peritos. Medina (2022) 
explica que el equivalente del Ministerio de Interior de este país cuenta con un 
departamento de investigación con un presupuesto anual de 26 millones de 
libras y una plantilla de hasta 100 profesionales, con los que se puede llevar 
a cabo una planificación sólida de la política criminal y realizar evaluaciones 
de las propuestas en materia de justicia penal y seguridad pública. El mismo 
autor explica cómo, ya en 2022, las reformas legislativas del país potenciaron 
la posibilidad de que los ayuntamientos asumieran una mayor competencia en 
la prevención de la delincuencia, creando la figura de los agentes de seguridad 
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comunitaria y la capacidad de desarrollar auditorías de seguridad locales 
llevadas a cabo por los equipos contra la delincuencia y el desorden de cada 
ayuntamiento. A escala más local, en Inglaterra la Administración también 
cuenta con unas cien personas que realizan tareas similares. En Cataluña, 
las auditorías de seguridad locales también las llevan a cabo empresas de 
seguridad de manera externalizada, pero no se ha creado ninguna figura 
profesional especializada y formada en este ámbito. 

En la República de Portugal, la profesión se reguló en 2019, sin embargo, 
ya antes se ejercía la profesión, prestando apoyo a la policía, a la policía de 
proximidad, a la fiscalía, a los servicios penitenciarios y de justicia juvenil, a la 
atención a las víctimas, y a los servicios de reinserción social y de prevención 
de la drogodependencia y la delincuencia, además de actuar como peritos 
privados en casos relacionados con sanciones de tráfico. 

En Dinamarca, se contratan tanto en el sector público como en el privado, 
donde se encargan del análisis de datos en empresas de seguridad y 
consultorías. En Noruega, destacan por su trabajo coordinando equipos de 
prevención contra el acoso escolar y políticas de prevención de la violencia, 
tanto en los centros educativos como en la comunidad. En Cataluña, aunque la 
Administración ha realizado un esfuerzo considerable para intentar prevenir la 
violencia en los centros escolares, no se permite la entrada de la criminología, 
aún en el caso de que sus titulados y tituladas también posean el máster en 
formación del profesorado,51 están excluidos de la lista de titulaciones que 
permiten ejercer la docencia en la educación secundaria. En 2023, como parte 
de la intervención en los centros educativos, se creó la figura del coordinador 
o coordinadora de coeducación, convivencia y bienestar emocional, y está 
previsto unificar los protocolos contra la violencia en las escuelas, pero no 
existe un plan a medio o largo plazo para incorporar a profesionales de la 
criminología. 

En los Países Bajos, los ayuntamientos desempeñan funciones de prevención 
de la delincuencia, colaborando de manera multidisciplinar con los trabajadores 

51   Tanto desde los grados de Criminología de Cataluña como desde la Comisión Gestora del 
actual Colegio Oficial de Criminología de Cataluña, se señaló este agravio comparativo al 
Departamento de Educación en 2017, sin éxito. 
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sociales para atender a las víctimas, evaluar las políticas públicas adoptadas y 
gestionar de forma integral la seguridad municipal. En el sector privado, se han 
creado empresas de investigación y consultoría que ofrecen sus servicios a 
entidades públicas y privadas, prestando asesoramiento como administradores 
de propiedades y servicios jurídicos a escala municipal, donde también llevan 
a cabo investigaciones sobre denuncias. En el tercer sector, actúan como 
figuras técnicas de diseño, implementación y evaluación de programas de 
bienestar social y prevención de la delincuencia, encargándose de asesorar a 
las entidades y coordinarlas con los organismos públicos.

En Bélgica, también trabajan en los sectores policial y penitenciario, como 
funcionarios públicos o como asesores externos (lo que aquí se considerarían 
facultativos), y todas las fiscalías especiales del Estado cuentan con un o 
una profesional de la criminología. En la Comunidad Valenciana se aprobó la 
posibilidad de que las personas tituladas en Criminología pudieran acceder al 
cargo de facultativo en las fuerzas policiales locales, pero esta medida nunca 
se llevó a cabo plenamente. En Bélgica, dentro del sistema penitenciario, los 
y las profesionales de la criminología se encargan de las medidas penales 
alternativas y colaboran en procesos de mediación y justicia restaurativa. En el 
sector privado y en el tercer sector, llevan a cabo investigaciones criminológicas 
aplicadas y actividades de formación social, educativa y comunitaria. Además, 
prestan servicio a grupos marginales en calidad de profesionales contratados 
por el tercer sector. En un entorno más empresarial, trabajan en empresas 
como técnicos de prevención y seguridad. Además, asesoran a los medios de 
comunicación y participan en la asistencia sanitaria desempeñando funciones 
de atención clínica. También supervisan a las personas penadas en libertad 
condicional, un ámbito en el que también existen servicios externalizados. Por 
último, trabajan con menores infractores y participan en la ejecición, el diseño 
y la evaluación de programas de prevención de consumo de drogas y servicios 
de salud mental, entre otros.

En muchos países de nuestro ámbito, los informes previos a la sentencia (pre-
sentence reports) relativos a los encausados son obligatorios. Su finalidad es 
servir de ayuda a los jueces a la hora de decidir la pena que deben imponer. 
Sin embargo, aquí, aunque los titulados y tituladas en Criminología llevan 
tiempo colaborando con bufetes de abogados, la práctica de poner en valor 
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los informes periciales no está muy extendida. Por citar dos excepciones, una 
en Cataluña, la labor que lleva a cabo la Fundación Marianao, que cuenta con 
criminólogos y criminólogas para ofrecer asesoramiento jurídico y elaborar 
informes de valoración de riesgos, con el fin de que las personas que cumplen 
una pena de prisión puedan progresar de grado. Fuera de Cataluña, en 2011, la 
Fiscalía General de Seguridad Vial puso en marcha una iniciativa pionera en el 
Estado para incluir informes criminológicos en los procedimientos de personas 
multirreincidentes a la hora de valorar el riesgo de reincidencia y adaptar la 
respuesta, tal y como se hacía en Francia y el Reino Unido. Siguiendo con 
el ejemplo de la dificultad de crear ámbitos específicamente criminológicos, 
destacaron los programas de prevención comunitaria de la delincuencia 
basados en la comunidad, cuyo objetivo es estimular los recursos comunitarios 
existentes para la prevención y potenciar la eficacia colectiva de la ciudadanía 
con el fin de promover la seguridad de sus comunidades. Estos programas son 
habituales en muchos países, como Francia, el Reino Unido, Suecia, Canadá y 
Australia, que cuentan con técnicos de prevención comunitaria. 

1.3.1.4. La no regulación de la profesión

El Real Decreto citado sobre la organización de la enseñanza oficial, de 29 de 
octubre de 2007, establece que, en el caso de que existan títulos que permitan 
el acceso o el ejercicio de actividades profesionales, el propio Gobierno debe 
establecer las condiciones a las que deben ajustarse los planes de estudios 
para garantizar que dicho título acredite las competencias y los conocimientos 
necesarios para el ejercicio de la actividad profesional mencionada. En el caso 
de la criminología, sin embargo, la profesión no está regulada.  

El primer paso para regular la profesión de criminólogo y criminóloga fue la 
creación de colegios profesionales. Así pues, el Colegio Oficial de Criminología 
de Cataluña se constituyó mediante la aprobación del Decreto 50/0217, de 
23 de mayo, de creación del Colegio de Criminólogos de Cataluña. Este 
organismo colabora con otros cuatro colegios de criminología, que, por orden 
de fundación, son: Ilustre Colegio de Criminólogos de Asturias, Ilustre Colegio 
Oficial de Criminología de La Comunidad de Valencia, Colegio Profesional de la 
Criminología de la Comunidad de Madrid i Colegio Profesional de Criminología 
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de la Región de Murcia. También está aprobada la creación Colegio Oficial 
Vasco de Criminología,52 y está a la espera la aprobación del colegio de 
Andalucía. 

En la actualidad, existen 189 actividades reguladas en España, según el 
Catálogo Europeo de Profesiones Reguladas. Los requisitos para acceder a 
estas profesiones pueden variar, tal y como se establece en el Real Decreto, e 
incluyen ciclos formativos, grados, grados con residencia específica (como en 
algunas especialidades médicas) o grados complementados con másteres y 
doctorados. La regulación de una profesión implica que el acceso a la misma 
esté supeditado al cumplimiento de determinados requisitos, como poseer 
una titulación específica, superar unos exámenes concretos o inscribirse 
en un colegio profesional habilitado. Cada país es responsable de elaborar 
la normativa relativa a estas profesiones mediante la transposición de las 
directivas europeas.

En España, la regulación de las profesiones quedó establecida mediante 
el Real Decreto 1837/2008, de 8 de noviembre. Este decreto incorpora 
al ordenamiento jurídico español la Directiva 2005/36/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo (7 de septiembre de 2005) y la Directiva 2006/100/
CE del Consejo (20 de noviembre de 2006), que regulan el reconocimiento de 
las cualificaciones profesionales y determinados aspectos del ejercicio de la 
profesión de abogado. El Real Decreto establece en su artículo 4 la definición 
de profesión regulada: “Actividad o conjunto de actividades profesionales para 
cuyo acceso, ejercicio o modalidad de ejercicio se exija, de manera directa o 
indirecta, estar en posesión de determinadas cualificaciones profesionales, en 
virtud de disposiciones legales, reglamentarias o administrativas”. El artículo 
5 define la cualificación profesional como “la capacidad para el acceso a una 
determinada profesión, o a su ejercicio, que viene acreditada oficialmente por 
un título de formación, por un certificado de competencia tal como se define en 
el artículo 19.1.a), por una experiencia profesional formalmente reconocida, o 
bien por el concurso de más de una de tales circunstancias”. 

52   En diciembre de 2024. 
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La abogacía es un ejemplo de disciplina regulada como profesión, con 
requisitos específicos para su ejercicio. Por otro lado, la psicología es un 
ejemplo de regulación profesional más reciente, aunque limitada a dos 
especialidades: psicólogo especialista en psicología clínica y psicólogo general 
sanitario. Las personas tituladas en psicología que no estén acreditadas en 
ninguna de estas especialidades pueden ejercer en otros ámbitos profesionales 
no regulados.

Como se señala en varias memorias de verificación del grado en Criminología, 
el aumento de la demanda por parte de las personas interesadas en esta 
titulación se debió al gran interés social y profesional que suscita la disciplina. 
En la memoria de verificación del título de la UOC, se consideró que se trataba 
de estudios en los que no existía relación entre la demanda y la atención 
reglamentaria; por lo tanto, se estimó que la puesta en marcha de dichos 
estudios serviría de catalizador para la regulación de la profesión. 

En el ámbito comparativo existen dos precedentes de regulación de la 
criminología. Como se ha visto en la barrera anterior, dado que la criminología 
está reconocida como disciplina en muchos países, no ha sido necesario 
regular la profesión. Sin embargo, contamos con dos únicos ejemplos de 
regulación profesional: el caso de Portugal y Panamá. 

La República de Portugal inició el proceso de reconocimiento de la criminología 
como profesión regulada mediante el Proyecto de Ley n.º 1054/XIII/4.ª, por el 
que se aprueba el régimen del ejercicio profesional de los criminólogos. En 
su exposición de motivos, este proyecto de 2018 afirma que “no hay motivos 
para dudar de la competencia de los criminólogos y criminólogas a la hora 
de asumir diversas funciones que revisten especial relevancia en el ámbito 
público, en particular en las fuerzas policiales, los sistemas penitenciarios 
o los servicios de reinserción social. Los hechos han puesto de manifiesto 
la existencia de situaciones restrictivas injustificadas, concretamente en lo 
que respecta a la participación en concursos públicos, en las que resulta 
difícil entender la exclusión de los graduados y graduadas en Criminología. 
Probablemente, los mayores obstáculos a los que se han tenido que enfrentar 
han sido la falta de un marco legal mínimo que defina las funciones que debe 
cumplir la criminología, aunque su valor añadido es innegable. Los graduados y 
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graduadas en Criminología no gozan de reconocimiento en el mercado laboral, 
y la gran mayoría se encuentra en paro, salvo aquellos que ya trabajaban 
en la policía cuando comenzaron la carrera de Criminología”.  Meses más 
tarde, el 2 de septiembre de 2019, se aprobó la Ley n.º 70/2019, que regula el 
ejercicio de la profesión de criminólogo. Según la memoria de verificación del 
título de máster en Criminología de la Universidad de Vigo (2024), “el noreste 
de la península solo cuenta con titulaciones en Criminología, a diferencia de 
Portugal, donde actualmente existen 5 titulaciones de grado, 6 másteres y 
1 doctorado en esta materia”. Antes de la regulación, existía al menos una 
asociación profesional dedicada a la criminología y a los estudios reglados. 
Se reconoce el ejercicio de las funciones de los criminólogos y criminólogas 
reconocidas por la ley. Que la titulación oficial en Criminología capacita para 
analizar y estudiar el “fenómeno criminal”. Y define como funciones el estudio 
de los fenómenos criminológicos; el análisis de los métodos utilizados en la 
comisión de un delito, con el fin de contribuir a su detección; el estudio de los 
fenómenos y las causas de la criminalidad, la victimización y la delincuencia, 
así como su relación con la seguridad y la alarma social, y la reacción social 
ante la criminalidad; apoyar a las autoridades judiciales en la elaboración de 
evidencia pericial [...] exigida por el apartado [...] del Código de Procedimiento 
Penal, cuando así se solicite. Y desempeñar otras funciones dentro del 
ámbito de su formación para las que la ley les atribuye competencias. 
Asimismo, establece los organismos en los que los y las profesionales 
pueden desempeñar sus funciones: tribunales, oficinas de mediación, 
centros penitenciarios, servicios de reinserción social, evaluación del riesgo 
y competencias de la persona infractora, centros de menores, centros y 
proyectos para la prevención y el tratamiento de la drogodependencia; cuerpos 
policiales; escenas del crimen y equipos de gestión, laboratorios de policía 
científica y técnica, servicios de inspección, autoridades locales, policía local, 
fuerzas y servicios de seguridad, comités de protección infantojuvenil, centros 
de acogida y apoyo a las víctimas, empresas de seguridad privada, proyectos 
de investigación científica y universidades. No obstante, cabe destacar las 
siguientes áreas de competencia de la disciplina: el análisis criminológico, el 
diseño y la aplicación de programas de prevención del delito, la evaluación 
del riesgo de reincidencia, la intervención comunitaria, el diseño de políticas 
sociales y criminales, la investigación penal, la investigación científica y la 
docencia.
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La República de Panamá siguió un proceso similar para regular la profesión. En 
enero de 2022 se promulgó el proyecto de ley, y en 2023 la Asamblea Nacional 
de Panamá aprobó la Ley 386, de 28 de junio, relativa al ejercicio profesional 
de la criminología. En este país, las personas tituladas en Criminología lo 
son mediante un título universitario. El artículo 2 de la ley establece que 
estos profesionales apliquen sus conocimientos científicos a los aspectos 
técnicos y normativos de la disciplina, en la custodia, conservación y gestión 
de la información, así como en el tratamiento, la admisión y el suministro 
de datos e información estadística veraz que permitan reforzar el análisis 
criminológico en la sociedad. Se aprobó la creación del Consejo Técnico de 
Criminología, adscrito al Ministerio de Seguridad Pública del país, integrado 
por profesionales de la criminología, para que actúe a modo de colegio 
profesional; sus funciones también se recogen en la ley. Estas son: contribuir a 
ampliar y profundizar los conocimientos precisos del fenómeno criminal (delito, 
delincuente, delincuencia, víctima, control social, reacción ante los efectos 
de estos comportamientos); evaluar y analizar los índices de criminalidad, las 
estadísticas criminales y su incidencia a escala nacional con recomendaciones 
y estudios sobre las dinámicas sociales; llevar a cabo investigaciones 
criminológicas que proporcionen fundamentos científicos para diversas áreas, 
en las que también puedan desarrollarse nuevas teorías del conocimiento, con 
el fin de facilitar respuestas para el diagnóstico, el pronóstico, la prevención y 
el tratamiento de la delincuencia en Panamá; elaborar estudios de diagnóstico, 
pronóstico y tratamiento integral sobre los factores de riesgo criminal y social 
de cada municipio del país; asesorar y proponer instrumentos técnicos a corto, 
medio y largo plazo en los distintos niveles de prevención; elaborar perfiles 
criminológicos para ayudar a la Administración de Justicia y a las fuerzas 
policiales a promover oportunidades de investigación, y participar en políticas 
de prevención a todos los niveles.       
 
Por último, los colegios profesionales de criminología, tanto de fuera como de 
dentro de Cataluña, elaboraron un proyecto de ley como propuesta para regular 
la profesión que presentaron a los distintos grupos parlamentarios en enero de 
2022. 
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1.3.2.  Profesión, ocupación, puestos de trabajo y salidas 
laborales

Los y las profesionales de la criminología experimentan dificultades para 
acceder al mercado laboral. Existe una discrepancia significativa entre 
los puestos de trabajo a los que pueden acceder, las salidas laborales 
legítimas en función de sus competencias y las oportunidades que ofrecen 
las universidades. Esta situación se refleja tanto en el prácticum (su primer 
contacto con el mundo laboral) como en la información que reciben durante su 
formación.

Para comprenderlo bien, hay que distinguir entre la profesión, el oficio y los 
puestos de trabajo. Según Martínez-Tur (2016), se pueden distinguir estos 
tres conceptos. El primero se refiere al conjunto de habilidades, competencias 
y conocimientos que definen un ámbito de especialización reconocido y que 
están vinculados a una formación profesional o universitaria. El segundo se 
refiere a la tarea o actividad que se lleva a cabo en el marco de un puesto de 
trabajo. El tercero se refiere a la estructura específica del puesto dentro de una 
organización y podría entenderse como el rol.

El problema de la profesión de criminólogo y criminóloga es que no siempre 
es reconocida por todos los actores del mercado laboral: la Administración, 
otros profesionales, las empresas privadas y el personal docente. A pesar de la 
formación transversal y especializada que ofrece esta disciplina, a menudo se 
ve diluida por otras profesiones reconocidas (juristas, psicólogos y psicólogas, 
sociólogos y sociólogas, etc.), lo que dificulta a las personas tituladas el 
acceso a los distintos puestos de trabajo y a los estudiantes la definición de 
una salida laboral clara. Podemos afirmar que la falta de reconocimiento como 
profesión específica se traduce en una escasa visibilidad de las ofertas de 
empleo a las que se podría acceder con la titulación; una dificultad aún mayor 
a la hora de acceder a puestos de trabajo que sean altamente compatibles 
con sus competencias o más transversales (abiertos a titulaciones de diversas 
disciplinas), con la desventaja de que la disciplina es menos conocida. Por el 
contrario, el mercado laboral prefiere evaluar las candidaturas en función de 
las competencias; es decir, lo importante no es poseer un título concreto, sino 
contar con las competencias necesarias para el puesto. 
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Se ha determinado la oferta de empleo en Cataluña para las personas tituladas 
en Criminología a partir de diferentes fuentes analíticas, entre las que se 
incluyen estudios previos, investigaciones sobre el mercado laboral visible 
y el uso de los buscadores de empleo de Barcelona Activa y Feina Activa. 
Este proceso ha sido dirigido por una de las autoras del informe y se basa, 
en parte, en el esquema inicial propuesto por Hernáez (2015),53 que se ha ido 
ampliando a lo largo de los años. El análisis ha permitido identificar los puestos 
de trabajo en los sectores público y privado (Administración local, Generalitat y 
Administración General del Estado) a los que pueden acceder los profesionales 
con su titulación de base. Aunque en muchos casos pueden desempeñar un rol 
que no está directamente relacionado con la criminología, a menudo ponen en 
práctica las competencias adquiridas durante su formación.

La figura 2 muestra las profesiones relacionadas con la criminología en tres 
ámbitos clave: el judicial, el comunitario y el social. Cabe señalar que, en el 
momento de redactar este informe: 

•	 La figura del delegado de protección y atención infantil, prevista en la Ley 
Orgánica 8/2021, de 4 de junio, sobre la protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia, aún no se ha desarrollado plenamente.54

•	 Ha desaparecido la figura de técnico de acompañamiento a la víctima en 
sede judicial (SAVD), una contratación de servicios del Departamento de 
Justicia.

53   Estos esquemas se han compartido a través de la página web del Colegio Oficial de 
Criminología de Cataluña, pero dicha página se encuentra actualmente en construcción y, a 
fecha de noviembre de 2024, no cuenta con todas las secciones.  

54 En adelante, LOPIVI.
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Judicial

Delegado/a de atención/protección al menor*
Delegado/a judicial DEM
Coordinador/a de unidad 
dependiente
Coordinador/a de piso de reinserción
Monitor/a de unidad 
dependiente
Técnico/a postpenitenciario
Dinamizador/a TIC en 
centros penitenciarios*
Animador/a sociocultural en 
centros penitenciarios
Dinamizador/a laboral (CIRE)

Victimólogo/a

Técnico/a especialista en Barnahus 
(TEB)
Técnico/a de acompañamiento a la 
víctima en sede judicial SAVD*
Técnico/a del servicio telemático de 
atención a la víctima del delito 
(SIOVD)
Técnico/a de justicia restaurativa
Técnico/a agente de igualdad (punto 
violeta)

Comunitari
o

Técnico/a o 
agente

De igualdad de género/agente de 
igualdad
De diversidad
De medida alternativa a la sanción 
administrativa/económica (MAS/MASE)

Mediador/a
Intercultural
Comunitario/a
De viviendaGestor/a de conflictos 

mercantiles

Técnico/a de vivienda

Técnico/a o 
dinamizador/a

De juventud
Laboral
TIC

Agente
De desarrollo social
De desarrollo local

Social

Director/a de entidades 
sin ánimo de lucro
Técnico/
a

De Administración pública
De gestión
De proyectos
Social
De voluntariado
De licitaciones
De servicios
De acogida
De inmigración
De civismo

Asesor/a del sector asociativo
Asistente en riesgo
De convivencia
De diversidad

Figura 2. Profesiones de la criminología en el ámbito judicial, comunitario 
y social

Fuente: adaptado de Hernáez (2024)
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Fuerzas y 
cuerpos de 
seguridad

Policía Nacional
Guardia Civil
Policía local
Mossos d’EsquadraOperador/a de servicios de emergencia (016)

Agente 
rural

TEOC (técnico/a 
especialista operador/a 
de control)

Técnico/a

De protección civil
De hacienda
De seguridad y salud en la obra/CIRC
Especialista en protección y salud de espacios
Auditor/riesgos laborales
De seguridad en el trabajo
Ergonomía y psicosociología aplicada
En seguridad de movilidad
De operaciones aeroportuarias 
(TEOC/TEPO)

Consultor
De seguridad en 
mercancías peligrosas
De movilidad

Tramitador de siniestros

Perito

Analista

De programación SIG
Big data
De topología de internet
De inteligencia

Seguridad privada

Director/a de seguridad
Vigilante de seguridad
Controlador/a de accesos
Consultor/a de seguridad
Formador/a de seguridad privada
Guarda rural
Escolta privado/a

Seguridad corporativa

Técnico/a de seguridad corporativa

Fraude

Analista
Controlador
Analista de pagos, fraude y devoluciones
InvestigadorProtección de 

marca
Analista
Asesor

Prevención de pérdidas (responsable)
Técnico/a en seguridad (y/o gestión e inspección) financiera 
Responsable de cumplimiento normativo
Responsable en política de competencia
Delegado/a de protección de datos
Analista empresarial

Ciberseguridad

Administrador de ciberseguridad
Consultor de ciberseguridad
Arquitecto de ciberseguridad
Experto en respuesta a incidentes de ciberseguridad
Chief information security officer (CISO/CIO)/responsable de 
seguridad de la información

Técnico/a de seguridad informática
De physing (Physing analyst)

Responsable de seguridad de la información
Responsable del servicio de respuesta activa
Hacker ético
Analista

De ciberseguridad
De internet
SOC

Figura 3. Profesiones de la criminología en el ámbito de la seguridad 

Fuente: adaptado de Hernáez (2024)
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Figura 4. Profesiones de la criminología en otros ámbitos

La figura 4 muestra otras áreas que no entrarían dentro de los demás sectores, 
concretamente la docencia y la investigación. Respecto al creciente interés y 
la proliferación de la denominada «criminología verde», se ha identificado la 
aplicación práctica de cuatro puestos de trabajo.

Perito forense
Perito de seguros
Técnico/a de 
investigación

Analista político/a

Asesor/a y consultor/a
Consultor/a internacional
Responsable de relaciones institucionales
Cuerpo diplomático
Experto/a en comunicación
Político/a institucional
Experto/a en lobismo

Analista de políticas públicas

Docente

Universitario/a
Especialista en formación
Formador/a de formadores/as
Formador/a de programas de cualificación
Cualificación profesional 
inicial (PCPI)
Inspector/a de educación
Profesor/a de formación en 
línea

Criminología 
ecológica

Asesor/a legal en medio ambiente
Educador/a ambiental
Dinamizador/a de medio rural
Agente forestal

Fuente: adaptado de Hernáez (2024)

En resumen, los y las profesionales, las universidades, el profesorado y los 
servicios de orientación laboral suelen carecer de información actualizada 
sobre los puestos de trabajo a los que se puede acceder con la titulación, lo 
que dificulta la transmisión de información y el conocimiento real del mercado 
laboral. El reto consiste en superar ciertas barreras para consolidar a este 
profesional en determinados servicios. Para lograrlo, es fundamental que se 
reconozca oficialmente la profesión, así como que se definan claramente las 
funciones del puesto de trabajo y la denominación bajo la cual las personas 
tituladas pueden ejercer plenamente sus competencias.
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1.4. La criminología en la Administración pública

La incorporación de la figura del criminólogo/a en la Administración pública 
supone tanto un reto como una oportunidad para mejorar la gestión del 
sistema de ejecución penal y ampliar las respuestas ante las demandas de 
seguridad y justicia social. Las salidas profesionales clásicas que solicitan 
las universidades, los colegios y las asociaciones profesionales siempre han 
sido dentro de la Administración. Ninguna universidad catalana afirma que 
una titulación en Criminología carece de perspectivas profesionales en la 
Administración pública, y se hace hincapié en el ámbito de la ejecución penal 
y la asistencia a las víctimas. Esto se refleja en las páginas web de los grados 
y en las publicaciones de Campoy (2015), así como en la revisión posterior de 
Hernáez del estudio de 2015. 

No existen datos oficiales al respecto, pero se sabe que, en la actualidad, la 
principal vía de acceso de los criminólogos y crimonólogas a la Administración 
es a través de puestos que también están abiertos a otras disciplinas, tal 
y como se muestra en las figuras 2 y 3. La Administración local es la más 
accesible, ya que se puede acceder a ella desde diferentes titulaciones 
pertenecientes a las ciencias sociales y jurídicas. En la Administración 
general y en otras administraciones de las distintas comunidades autónomas, 
González-García (2023) señala que, de manera informal, existe la posibilidad 
de incorporarse a ella como personal laboral. 

Tanto dentro como fuera de Cataluña, solo hay un puesto fijo de criminólogo, 
creado en 2010 en el Ayuntamiento de Benidorm. Esta plaza conlleva funciones 
relacionadas con la gestión de medidas y programas penales alternativos para 
menores infractores. En Cataluña se han cubierto algunos puestos temporales 
específicos destinados a personas tituladas en Criminología para plazas en las 
que se exigía dicha titulación:

•	 Entre los años 2018 y 2020, en el marco del programa Garantía Juvenil, 
cada verano se contrataba a una persona titulada en Criminología para 
trabajar en la policía local.55 Al mismo tiempo, se creó un puesto temporal 
de criminólogo en la policía local de Sabadell, vinculado a los proyectos 

55  https://lc.cx/G3jhG5 y https://lc.cx/7XnjEO

https://lc.cx/G3jhG5
https://lc.cx/7XnjEO
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Magneto y H2020 para sociedades seguras.  
•	 En 2020 se crearon tres puestos temporales de técnico/a de medio abierto 

gracias a la colaboración entre el Colegio Profesional de Criminología de 
Cataluña y el Departamento de Justicia. Estos puestos fueron ocupados por 
criminólogos y requerían específicamente una titulación en Criminología, 
sin necesidad de ningún título adicional.56 Según los datos facilitados por el 
colegio en 2020, se contrató a tres criminólogas. 

En 2013, la ACC, en una comparecencia ante el Parlamento de Cataluña, 
facilitó datos estimados sobre el número de personas tituladas incorporadas a 
los cuerpos policiales. Así pues, en aquel momento, de los 17 000 agentes de 
los Mossos d’Esquadra, 450 tenían una titulación universitaria en Criminología. 

En 1996 se aprobó la orden “por la que se declara equivalente el diploma 
superior de Criminología al título diplomado universitario, a los solos 
efectos de tomar parte en las pruebas de acceso a los cuerpos, escalas 
y categorías de las fuerzas y cuerpos de seguridad, dependientes de las 
distintas Administraciones públicas, para cuyo ingreso se exija el título de 
diplomado universitario o equivalente”. Sin embargo, en 2006 se publicó la 
Orden JUS/611/2006, de 22 de febrero, por la que se introducía como mérito 
preferente de dos puntos la titulación en Criminología a la hora de optar a las 
plazas de fiscal suplente que se convocaran (UOC, 2008). 

En lo que respecta al análisis sobre la incorporación de la titulación de 
Criminología al sistema penitenciario y de ejecución penal, cabe mencionar 
a varios autores relevantes, entre los que destacan los siguientes: Cuaresma 
(2010); la ACC, con su propuesta para la incorporación de titulados superiores 
en Criminología en los distintos servicios dependientes de la Dirección General 
de Servicios Penitenciarios; Ucelay (2014), y Fanega (2016). En adelante, 
se destacarán los momentos más significativos para los autores, muchos 
marcados por cambios legislativos: 

•	 Creación de la Escuela de Criminología (1903): predecesora del actual 
Centro de Estudios Penitenciarios, se creó con el objetivo de formar a 

56   Para más información, véase el artículo “Un pequeño e insuficiente paso en el reconoci-
miento del grado en Criminología” https://colcrimicat.cat/lara-alemany-2/.

https://colcrimicat.cat/lara-alemany-2/
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personal especializado para las instituciones penitenciarias. Según Fanega 
(2016), esta iniciativa sienta un precedente en el reconocimiento oficial de 
la criminología como ciencia independiente con aplicaciones prácticas en 
el sistema penal. Con el paso de los años, se crearon otras facultades e 
institutos de criminología en todo el Estado, incluyendo Cataluña, lo que 
consolidó la disciplina como un pilar fundamental para el desarrollo de 
políticas penitenciarias y el afrontamiento del fenómeno delictivo.

•	 Conferencia Internacional de Criminología (1952): en ella se recomendó 
que esta disciplina fuera una materia obligatoria para los y las profesionales 
que desempeñan funciones judiciales y penitenciarias y, según Fanega 
(2016), sentó un importante precedente en el ámbito internacional para la 
valoración de esta ciencia.

•	 Decreto 162/68, por el que se modifica el Reglamento de Prisiones de 2 de 
febrero de 1956: Cuaresma (2010) señala que se hace referencia al destino 
de la persona interna tras su ingreso, donde se estipula que el equipo de 
tratamiento debía proceder a “la observación del sujeto con la consiguiente 
determinación del tipo criminológico”.

•	 Ley 39/1970, de 22 de diciembre, sobre Reestructuración del Cuerpo 
Técnico de Instituciones Penitenciarias (1970): reconoce por primera vez la 
figura profesional dentro del sistema penitenciario español, con tareas de 
tratamiento (Martínez, 1997, citado por Ramos, 2023) y se tienen en cuenta 
los conocimientos especializados en criminología (Nistal, 1997, citado por 
Ramos, 2023). 

•	 Repercusiones de la Ley Orgánica General Penitenciaria (1979): Aunque 
no se menciona explícitamente la criminología, esta ley hace hincapié en 
el tratamiento individualizado y multidisciplinar de las personas internas. 
Según el autor, esto abre la puerta a la participación de criminólogos y 
criminólogas en los equipos técnicos encargados de la rehabilitación y la 
reinserción.

•	 Repercusiones del Reglamento Penitenciario estatal (1981): la criminología 
es sustituida por la figura del jurista-criminólogo (Martínez 1997, citado por 
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Ramos 2023), con tareas más orientadas al tratamiento (más vinculadas a 
la criminología) y de carácter jurídico (artículo 281 del Reglamento). 

•	 Real Decreto 3482/1983, sobre traspasos de servicios del Estado a la 
Generalitat de Cataluña en materia de administración penitenciaria: la 
Administración catalana heredó la figura del jurista-criminólogo. 

•	 Repercusiones del Reglamento Penitenciario estatal de 1996: la figura del 
jurista-criminólogo fue sustituida por la del jurista (Ucelay 2014, citado por 
Ramos 2023). Al mismo tiempo, se eliminan los requisitos de la titulación 
en Criminología para acceder a este puesto, y las funciones tratamentales 
también serán desempeñadas por juristas. Según el autor, estos cambios 
dificultan que los titulados en Criminología encuentren empleo en el sector 
penitenciario y, además, provocan una desvinculación progresiva entre la 
criminología y el sistema penitenciario. En Cataluña, a pesar de este cambio 
normativo, en la convocatoria de oposiciones de 2003 se siguió utilizando la 
antigua denominación “jurista criminólogo”, lo que refleja una incoherencia 
con la normativa vigente (ACC, 2013).

•	 Repercusiones del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los 
Servicios de Ejecución Penal de Cataluña (2006): donde se hace referencia 
por primera vez al criminólogo como posible miembro de los equipos 
penitenciarios en los artículos 37.3.d y 60.2, que prevén la incorporación de 
estos profesionales a los servicios penitenciarios catalanes. Fanega (2016) 
considera que, al no haberse aplicado, ha quedado en un reconocimiento 
formal sin una traducción práctica efectiva. La ACC (2013) señala que, en 
las últimas convocatorias para cubrir puestos de mandos intermedios en 
el ámbito de la vigilancia de tratamiento, la criminología se incluyó entre 
los méritos, otorgándole mayor peso que al resto de titulaciones, a pesar 
de que criminólogo no figuraba como puesto de trabajo. En un informe 
posterior,57 el Colegio Oficial de Criminología de Cataluña (2017)58 afirma 
que “cabe dejar constancia de que el modelo de rehabilitación actualmente 

57   Se menciona la figura profesional del criminólogo o criminóloga en los centros penitenciarios.  
58 Una vez aprobado, pero aún gestionado por la Comisión Gestora. 
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vigente en el sistema penitenciario catalán se basa directamente en el 
conocimiento científico criminológico, tal y como queda de manifiesto 
en el documento emitido por la propia Dirección General de Servicios 
Penitenciarios”.59

•	 Real Decreto 20/2011, de 30 de diciembre: incluye una disposición 
final, la decimoctava, que modifica y reestructura el cuerpo superior de 
técnicos de instituciones penitenciarias. Establece que, para acceder a 
este cuerpo, es necesario estar en posesión de un título universitario de 
grado, pero no vale cualquier carrera; las especializaciones requeridas 
(como Criminología, Derecho o Psicología) se determinarán en normas 
específicas como reglamentos o decretos. Esto significa que no todos los 
títulos universitarios son válidos; sino que dependerá de las especialidades 
que la administración considere necesarias para estos puestos. Además, 
se establece que las titulaciones aceptadas deben pertenecer a tres áreas 
de conocimiento, con el fin de garantizar que el personal cuente con las 
competencias adecuadas para desempeñar funciones como la dirección, 
la inspección, la observación y el tratamiento. Estas áreas de conocimiento 
serían el ámbito jurídico, otra de las ciencias del comportamiento y una 
tercera de carácter gerencial. Según González-García y Linde (2021),60 
esta modificación seguía permitiendo la convocatoria de puestos de 
criminología relacionados con el subgrupo A1. Según Urcelay (2014), 
aunque las tareas jurídicas y criminológicas podrían haberse separado 
entre profesionales especializados, aún hoy las funciones de los juristas de 
prisiones se basan en las atribuciones definidas para el jurista-criminólogo 
en el Reglamento Penitenciario de 1981, una figura que ya no existe en los 
centros penitenciarios. Esto lleva a que los y las juristas asuman tareas de 
tratamiento que deberían corresponder a los criminólogos y criminólogas, 
expertos en conductas desviadas y crimen. A menos que se redefina el 
tratamiento como una mera información a las personas penadas sobre 
su situación penal, procesal y penitenciaria, esta práctica parece estar en 
contradicción con la normativa vigente.

59   Se referían al documento El model de rehabilitació a les presons catalanes (‘El modelo de 
rehabilitación en las prisiones catalanas’).

60  En relación con una carta enviada al secretario de Instituciones Penitenciarias, esta 
demanda se realizó de manera conjunta entre el Colegio Profesional de Cataluña y el resto de 
colegios y asociaciones de profesionales y algunas de estudiantes de criminología, coordinadas 
por la SEIC.



73

En conclusión, según Fanega (2016), la criminología, a pesar de su relevancia 
histórica y de su papel inicialmente definido y especializado en el tratamiento 
del delito y la reinserción social, ha perdido protagonismo con el paso del 
tiempo. Este retroceso se debe a decisiones políticas y presupuestarias, a 
cambios normativos —como las reformas del Reglamento Penitenciario— 
y a la falta de puestos específicos en la Relación de Puestos de Trabajo 
(RPT) estatal, que ha dejado de considerarla una especialidad prioritaria. 
Según el autor, las consecuencias de este cambio incluyen la pérdida de 
un enfoque global y multidisciplinar para hacer frente a la delincuencia, 
el desaprovechamiento de las competencias de los criminólogos y la 
desalineación con los estándares internacionales, en los que esta figura sigue 
siendo clave en las políticas penitenciarias. El mismo autor considera que 
la incorporación de la criminología reforzaría los equipos multidisciplinares 
y permitiría una gestión más humana y eficaz del sistema penitenciario, y 
sostiene que esta disciplina debe ser fundamental para abordar los retos 
actuales en el ámbito penal. 

Fanega (2016) también expone su propuesta sobre el rol del profesional de la 
criminología en las instituciones penitenciarias, en los subgrupos A1, A2 y C1. 
Considera que pueden acceder como A1, en calidad de juristas-criminólogos, 
ya que aportan la perspectiva criminológica que formalmente no incluyen en 
su intervención, así como una visión más multidisciplinar que la que se tenía 
anteriormente para el diagnóstico, el tratamiento y la propuesta de medidas. 
En cuanto a los subgrupos A2 y C1, considera que pueden ejercer el rol 
de educadores y otros profesionales para aportar su visión científica a la 
intervención con personas penadas. Y también cree que pueden incorporarse a 
los servicios centrales para desempeñar funciones más directivas y técnicas, o 
bien a los equipos de tratamiento. 

Destacamos brevemente la integración de los y las profesionales de la 
criminología según el Colegio Profesional de Criminología de Cataluña (2017): 
•	 En equipos técnicos multidisciplinares. 
•	 En las juntas de tratamiento de los centros penitenciarios. 
•	 En la central penitenciaria de observación. 
•	 En todos los servicios que prestan asesoramiento técnico a juzgados 

penales y fiscales, así como servicios de mediación penal, comunitaria y 
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penitenciaria. 
•	 La titulación en Criminología también podría incluirse como requisito de 

acceso a los cuerpos técnicos (A1), de gestión (A2) y de dirección (A2-A1) 
en una futura ley de la función pública penitenciaria (2021).  

Pastor (2020, citada por Ramos, 2023) identifica los diferentes ámbitos de 
intervención criminológica en la Administración penitenciaria: 
•	 Intrapenitenciario: sitúa a los criminólogos y criminólogas dentro de los 

centros penitenciarios, donde se encargan principalmente de elaborar 
informes criminológicos para la clasificación, la evaluación de permisos, la 
libertad condicional y los programas de tratamiento.

•	 Extrapenitenciario: con un equipo técnico y científico para asesorar al 
juzgado de vigilancia penitenciaria.

•	 Pospenitenciario: dentro de los servicios sociales penitenciarios, aportan 
principalmente sus conocimientos al proceso de desistimiento. 

Cabe señalar que, en la actualidad, se exigen conocimientos de criminología 
en las ofertas de empleo para el cuerpo superior de la Administración de la 
Generalitat (opción derecho), el cuerpo de titulación superior en Psicología, 
el cuerpo de diplomatura en Trabajo Social y el cuerpo de diplomatura en 
Educación Social, tanto en el Departamento de Justicia como, a menudo, en el 
Departamento de Interior. En estas ofertas se destaca la necesidad de poseer 
una titulación en Criminología, así como especializaciones como másteres en 
Criminología y Ejecución Penal y otros estudios relacionados que acrediten 
una formación específica en materia de delincuencia, conductas violentas, 
adicciones o marginalidad. Esto sugiere que, aunque la criminología siga 
considerándose una disciplina auxiliar, su presencia es esencial en el ámbito de 
la Administración pública.

61   Esta demanda fue formulada conjuntamente por el Colegio Profesional de Cataluña 
y el resto de colegios y asociaciones profesionales, junto con algunas de estudiantes de 
Criminología, coordinadas por la SEIC. 
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2. Objetivos 

El objetivo general de este informe es facilitar un cambio estructural que 
fomente la inserción laboral de la titulación de Criminología en la Administración 
pública, lo que constituye el paso natural que debería darse para reconocer 
una profesión que no puede sino aportar beneficios a los servicios de los que 
forme parte. De este modo, se proporcionará una guía para todas las partes 
interesadas del Departamento de Justicia, especialmente para la función 
pública, y servirá de hoja de ruta para que el Colegio Oficial de Criminología 
de Cataluña pueda defender sus reivindicaciones legítimas hasta que la 
criminología ocupe el lugar que le corresponde en la sociedad en general y, en 
particular, dentro del sistema de justicia. 

Responde a un encargo del Departamento de Justicia para evaluar los puestos 
de trabajo y los servicios que deben prestar los criminólogos y criminólogas 
de dicho departamento. El análisis es de carácter técnico y legislativo y se ha 
llevado a cabo mediante la revisión de la documentación y de las evaluaciones 
elaboradas por expertos y por la propia administración a lo largo de veinte 
años. Del mismo modo que el arquitecto es el profesional que planifica, diseña 
y dirige la construcción o el mantenimiento de un edificio, los criminólogos y 
criminólogas son expertos en el delito y, por lo tanto, deberían participar en 
el diseño, la evaluación y la dirección de los programas y las intervenciones 
que se llevan a cabo en relación con la delincuencia y sus consecuencias. El 
informe proporcionará un argumentario para que la Administración de Justicia 
dé un paso adelante y otorgue a la criminología el lugar que le corresponde, al 
servicio de la sociedad. 

Por lo tanto, su objetivo es identificar los servicios y puestos de trabajo 
en los que la profesión de criminólogo tiene cabida en la Administración 
pública. El informe destaca las competencias profesionales de la disciplina 
y su contribución a diversos servicios, y promueve el marco jurídico que la 
Administración debe proporcionar para ampliar las oportunidades laborales en 
el ámbito de la criminología en Cataluña. 

Teniendo en cuenta el número de grados en Criminología que se imparten 
y que siguen formando a profesionales que a menudo se sienten atraídos 
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para trabajar en el ámbito de la ejecución penal; y, por otra parte, dada la 
responsabilidad de la Administración de mejorar continuamente sus servicios, 
consideramos necesario identificar qué competencias se aportan desde las 
universidades, cómo las aplican quienes trabajan en ocupaciones específicas y 
qué necesidades reales existen en la práctica.

Se prevé que, al término del estudio, se presente una propuesta de puestos de 
trabajo y servicios en los que integrar a las personas tituladas en Criminología, 
teniendo en cuenta sus competencias transversales y técnicas, así como sus 
fundamentos jurídicos, todo ello desde una visión comparativa con respecto a 
lo que ya existe en otros contextos europeos e internacionales. Es necesario 
definir los puntos fuertes y débiles de su incorporación laboral, facilitando 
así la toma de decisiones por parte de los responsables políticos y técnicos 
de la Administración, como por ejemplo, evaluar la creación de un cuerpo 
específico de criminología, si procede, así como otros marcos jurídicos para la 
incorporación de esta disciplina en la Administración. 

Los objetivos específicos para alcanzar dicha finalidad son los siguientes:
•	 Identificar y clasificar las competencias profesionales adquiridas a lo largo 

del grado de Criminología.
•	 Identificar y clasificar los derechos de las personas tituladas en 

Criminología y los deberes de la Administración. 
•	 Identificar los puestos de trabajo de carácter estructural y temporal en el 

Departamento de Justicia a los que pueden acceder las personas tituladas 
en Criminología.

•	 Identificar las contrataciones públicas de servicios realizadas por 
el departamento mencionado y en las que las personas tituladas en 
Criminología deberían desarrollar sus competencias profesionales.

•	 Identificar las barreras actuales a la inserción laboral de las personas 
tituladas en Criminología en Cataluña. 

•	 Proponer la creación, cuando proceda, de puestos de trabajo específicos en 
diversos servicios para las personas tituladas en Criminología. 

•	 Proponer las diferentes vías de acceso a estos puestos fundamentando la 
respuesta con argumentos jurídicos. 
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3. Metodología

La metodología utilizada en este informe sigue un enfoque cualitativo. La 
elaboración del marco teórico ha consistido en una revisión exhaustiva del 
estado de la cuestión que ha incluido informes elaborados anteriormente 
por los colegios profesionales de criminología, la Asociación Catalana de 
Criminólogos, la Federación de Asociaciones de Criminólogos de España y 
diversos artículos publicados por profesionales del ámbito académico y del 
aplicado relacionados con la disciplina.

Para abordar los objetivos del estudio, se han analizado documentos 
académicos y administrativos tanto del sector universitario como de la 
Administración pública. Este enfoque ha permitido identificar las competencias 
de los titulados en Criminología, así como su posible encaje en los servicios y 
las estructuras del Departamento de Justicia.

El análisis se ha estructurado en siete grandes apartados:

1. Análisis de los planes docentes de los grados en Criminología
Se han analizado los planes docentes para identificar las competencias que 
se adquieren en los grados de Criminología. Este análisis ha consistido en 
un vaciado sistemático de las competencias o los resultados del aprendizaje 
descritos en los planes docentes de todas las asignaturas del grado en 
Criminología de cinco universidades catalanas: la Universitat Pompeu Fabra, la 
Universitat Autònoma de Barcelona, la Universitat de Barcelona, la Universitat 
de Girona y la Universitat Oberta de Catalunya. Una vez realizado el vaciado, 
se constató que los planes docentes suelen describir los contenidos en forma 
de competencias individuales, ya sean básicas, transversales o técnicas. Por 
este motivo, los elementos se han agrupado en diez competencias técnicas y, 
dentro de cada una de ellas, se han clasificado como verificadores de dichas 
competencias.

2.Análisis de los puestos de trabajo del Departamento de Justicia
Con el fin de identificar los puestos de trabajo del Departamento de Justicia 
a los que pueden optar las personas tituladas en Criminología, el análisis 
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ha comenzado con un examen de la Relación de Puestos de Trabajo,62 
publicada en la Resolución PRE/2829/2024, de 30 de julio. Esta consulta 
ha permitido identificar de forma preliminar los puestos susceptibles de ser 
ocupados por criminólogos y criminólogas, aunque la información de la RLT 
resultó insuficiente para llevar a cabo un análisis detallado. Para superar esta 
limitación, se consultaron todas las vacantes, puestos de refuerzo o de nueva 
contratación publicados en el Portal del Empleado Público (ATRI) entre 2020 y 
el 17 de julio de 2024.

El Servicio de Selección y Provisión del Departamento de Justicia facilitó 
una lista de 3.402 ofertas publicadas durante este periodo. De ellas, se 
seleccionaron 96 que requieren una titulación superior (grupo A o B) y 
que, según la denominación del puesto de trabajo o la unidad de gestión 
correspondiente, mostraban una posible relación con las competencias 
asociadas a la criminología. En los casos en que se detectó más de una 
oferta para el mismo puesto durante el período analizado, se dio prioridad 
a la publicación más reciente. El departamento facilitó los detalles de estas 
vacantes, que se resumieron en fichas individuales con información sobre 
las funciones que se deben desempeñar, los requisitos de acceso y las 
competencias técnicas. También se señaló si, además del cuerpo principal 
de acceso, se exigía alguna titulación adicional o si era posible acceder al 
puesto desde otros cuerpos. En lo que respecta a las competencias técnicas, 
se analizó si se requería una titulación o una formación complementaria, 
además de la titulación de base, para poder ocupar el puesto. Por último, estas 
funciones y competencias se relacionaron con las identificadas anteriormente 
en los planes docentes universitarios de Criminología.

Paralelamente, se aplicaron los mismos criterios de análisis a las ofertas 
publicadas por el Centro de Iniciativas para la Reinserción,63  una empresa 
pública vinculada al departamento. Entre 2021 y octubre de 2024, se 
recopilaron 144 ofertas a través de su sitio web. Se seleccionaron nueve de 
ellas para elaborar las fichas de análisis.

62  En adelante, RLT.  
63 En adelante, CIRE.
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Para completar el estudio, se recopilaron 22 ofertas publicadas en ATRI 
antes de 2020, utilizando datos de un diagnóstico previo inédito realizado 
por el Colegio Profesional de Criminología de Cataluña en 2018. En total, 
se han analizado 107 ofertas, lo que constituye una base representativa 
para evaluar las potencialidades de las personas tituladas en Criminología 
en el Departamento de Justicia. La principal dificultad ha sido la falta de un 
conocimiento completo de todas las funciones asociadas a los puestos de 
trabajo incluidos en la muestra de ofertas, a pesar de que el número de estas 
es considerable.

3. Análisis de la contratación pública del Departamento de Justicia
Se ha analizado la contratación pública con el fin de identificar aquellos 
contratos de servicios en los que las personas tituladas en Criminología pueden 
desarrollar sus competencias profesionales.

Para este análisis, se consultaron los contratos publicados por el Departamento 
de Justicia en la Plataforma de Servicios de Contratación Pública,64 excluyendo 
los contratos menores. El análisis ha identificado un total de 51 licitaciones 
publicadas entre 2018 y 2024, relacionadas con servicios de ejecución penal, 
tanto de la Dirección General de Asuntos Penitenciarios como de la Dirección 
General de Ejecución Penal en la Comunidad y Justicia Juvenil. Cuando se han 
detectado varias licitaciones para el mismo servicio, también se han tenido en 
cuenta para analizar su evolución a lo largo del tiempo.

Para cada una de las licitaciones, se ha consultado el pliego de prescripciones 
técnicas, que ha servido de base para elaborar una ficha de análisis. Estas 
fichas incluyen información detallada sobre el objeto del servicio, los perfiles 
profesionales requeridos, los requisitos de titulación, las competencias 
necesarias o las funciones que deben desempeñarse y, en su caso, los 
requisitos de formación complementaria o especializada.

4. Análisis de los programas temporales de personal del Departamento de 
Justicia
Para completar el análisis de los puestos de empleo del Departamento de 

64  https://contractaciopublica.cat/ca/inici 

https://contractaciopublica.cat/ca/inici 
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Justicia, también se han examinado los programas temporales. Así pues, 
se analizaron siete programas mediante una búsqueda en las resoluciones 
publicadas en el Diario Oficial de la Generalitat de Cataluña (DOGC) y en 
el Buscador de Información y Documentación Oficial de la Diputación de 
Barcelona (CIDO). Para cada uno de los programas se ha elaborado un análisis 
detallado que incluye los objetivos, el contenido del programa y la lista del 
personal que se va a contratar, especificando tanto el cuerpo como la categoría 
profesional requerida.

5. Análisis de políticas públicas 
Se han analizado los proyectos propios del Departamento de Justicia y 
aquellos de carácter transversal en los que desempeña un papel destacado. 
El análisis se centra en identificar y destacar los proyectos que guardan una 
relación directa con los ámbitos de intervención de la criminología, así como la 
normativa aplicable y los cambios introducidos en dichos proyectos, aprobados 
y ejecutados durante el periodo 2020-2024, con el fin de determinar el alcance 
del papel de los y las profesionales de la criminología en todos ellos. 

6. Fundamento jurídico
Por último, se han analizado diversas leyes y normativas relacionadas con 
la función y el empleo públicos, con el objetivo de identificar oportunidades 
para la incorporación de profesionales de la criminología en la estructura y los 
proyectos del Departamento de Justicia. Además, se han analizado las leyes y 
normativas relacionadas con los ámbitos de la criminología, tanto a nivel estatal 
como catalán. 

El objetivo último de estos análisis es proporcionar un argumentario técnico y 
jurídico que justifique la incorporación de la figura profesional del criminólogo 
o criminóloga a los servicios y estructuras del Departamento de Justicia, en 
consonancia con sus necesidades y objetivos estratégicos.
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4. Calendario de diagnósticos

El calendario de las tareas realizadas se presenta en el siguiente cronograma:

Tareas que deben realizarse
2024

6 7 8 9 10

Elaboración del marco teórico X

Identificación de competencias profesionales X

Detección y análisis de la contratación pública X

Detección y análisis de ofertas de trabajo temporales X

Detección y análisis de programas temporales X

Detección y análisis de políticas públicas X

Propuestas jurídicas X

Redacción del informe X X

Formulación de conclusiones y propuestas X

Entrega del informe X
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5. Análisis de las competencias profesionales en criminología

A menudo, las competencias se definen en función de las acciones que 
verifican el nivel de la propia competencia —los verificadores— y, por error, 
se define el indicador como si fuera una competencia.  Las ofertas de empleo 
no suelen atender a la nomenclatura de competencias, sino que simplemente 
exigen este elemento como si se tratara de una competencia individual, ya sea 
de base, transversal o técnica. En este capítulo, definiremos las competencias 
técnicas del criminólogo y criminóloga y los verificadores de cada una de 
ellas. La tabla 10 recoge las competencias de las personas graduadas en 
Criminología, y las tablas 11 a 19 recogen las diez competencias junto con el 
verificador correspondiente a cada una de ellas, codificado para facilitar su 
análisis posterior en el capítulo 6. Cada competencia cuenta con un mínimo de 
cinco verificadores y un máximo de doce. 

Tabla 10. Competencias de las personas tituladas en Criminología 
(codificadas)

Código      Competencia

C1 Curiosidad científica, conocimiento y aplicación del método científico

C2 Análisis y explicación de la percepción de inseguridad y el miedo al 
delito

C3 Análisis y explicación de los problemas relacionados con la delincuencia 
y la criminalidad, así como evaluación de sus consecuencias sociales

C4 Análisis y gestión del riesgo de delincuencia

C5 Capacidad para prestar una atención integral a la víctima

C6 Diseño, implementación y evaluación de programas y estrategias de 
prevención

C7 Conocimientos y análisis desde un marco legal contextualizado

C8 Capacidad de asesoramiento técnico

C9 Conocimientos sobre políticas públicas

C10 Análisis y resolución de conflictos

Fuente: elaboración propia
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Tabla 11. Competencia 1. Curiosidad científica, conocimiento y aplicación 
del método científico, con sus verificadores

Código Competencia

C1.1. Comprender los fundamentos metodológicos y científicos de la criminología, y 
utilizar sus técnicas de recogida y análisis de datos.

C1.2. Analizar críticamente y sopesar, desde el punto de vista científico, ético y 
jurídico, la relación entre los medios y los fines en la prevención y el tratamiento de 
la delincuencia.

C1.3. Comprender y llevar a cabo una reflexión crítica sobre las teorías 
criminológicas.

C1.4. Aplicar los conocimientos propios sobre teorías criminológicas a experiencias 
existentes de conflicto y delincuencia, y proponer respuestas y acuerdos adecuados 
dentro del marco legal del contexto social.

C1.5. Utilizar los métodos y las técnicas de investigación propios del análisis 
criminológico para analizar los datos y las experiencias relacionadas con el conflicto, 
la criminalidad y el control en un contexto social determinado.

C1.6. Identificar y buscar información relevante en fuentes de datos.

C1.7. Presentar textos científicos por escrito y oralmente de acuerdo con unos 
estándares formales.

C1.8. Usar métodos estadísticos aplicados a la ciencia criminológica.

C1.9. Realizar una investigación documental y de fuentes diversas de información, 
y extraer conclusiones y proyecciones comparativas de ellas, distinguiendo los 
diferentes contextos en los que se han elaborado los trabajos.

C1.10. Identificar las necesidades de información y utilizar técnicas de recopilación y 
análisis de datos en el ámbito de la criminología.

C1.11. Buscar y seleccionar bibliografía y bases de datos sobre cuestiones 
históricas, en particular aquellas relacionadas con definiciones y conceptos 
relativos a las instituciones que se ocupan del fenómeno de los crímenes contra la 
humanidad o la delincuencia internacional. 

C1.12. Integrar la información histórica con hechos relacionados con la criminología.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 12. Competencia 2. Análisis y explicación de la percepción de 
inseguridad y el miedo al delito con sus verificadores

Indicador de la competencia

C2.1. Conocer las innovaciones recientes en materia de gestión y estrategias 
policiales.

C2.2. Ser capaz de relacionar las innovaciones en materia de gestión y estrategias 
policiales con los cambios sociales y las cuestiones de seguridad.

C2.3. Utilizar conceptos y métodos sociológicos para analizar los procesos 
policiales.

C2.4. Comprender los fundamentos conceptuales del derecho policial en el marco 
de los principios estructurales del Estado.

C2.5. Ser capaz de identificar y explicar el funcionamiento y la estructura de la 
policía, así como sus diversas manifestaciones orgánicas y funcionales, desde una 
perspectiva mínimamente jurídica.

C2.6. Comprender el ordenamiento jurídico de la policía española y la diversidad de 
sus categorías normativas y territoriales.

C2.7. Conocer la criminología forense.

C2.8. Conocer los debates clásicos y contemporáneos en el ámbito de la sociología 
de la policía.

C2.9. Comprender los modelos organizativos y operativos de la policía.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 13. Competencia C3. Análisis y explicación de los problemas 
relacionados con la delincuencia y la criminalidad, así como evaluación 
de sus consecuencias sociales, con sus verificadores

Indicador de la competencia

C3.1. Conocer, tanto desde una perspectiva histórica como actual, las teorías 
explicativas de la criminalidad, así como la fenomenología de la delincuencia en sus 
diversas manifestaciones y tipos delictivos.

C3.2. Conocer y aplicar la investigación y las teorías científicas más relevantes 
sobre el psiquismo y el comportamiento humanos que resulten de interés para el 
análisis de la conducta criminal.

C3.3. Identificar y caracterizar las principales concepciones teóricas sobre la 
experiencia psicológica y el comportamiento social en sus diversos ámbitos, así 
como reconocer sus premisas ontológicas y epistemológicas subyacentes.

C3.4. Describir los principales mecanismos psicológicos y psicosociales que 
intervienen en el desarrollo del comportamiento individual, la interacción social y el 
conocimiento del mundo social.

C3.6. Disponer de recursos conceptuales y prácticos para identificar los factores 
psicológicos y psicosociales que intervienen en los procesos jurídicos y/o en otros 
contextos profesionales, sociales y mediáticos dentro del ámbito de interés de la 
criminología.

C3.7. Conocer los conceptos básicos de la sociología, de las principales teorías 
sociológicas y de los aspectos y procesos fundamentales de la sociedad española y 
catalana.

C3.8. Comprender y analizar, desde una perspectiva sociológica, los procesos de 
desviación, delincuencia y control, así como los cambios jurídicos y los problemas 
sociales.

C3.9. Analizar críticamente y sopesar, desde el punto de vista científico, ético y 
jurídico, la relación entre los medios y los fines en la prevención y el tratamiento de 
la delincuencia. 

C3.10. Adquirir y aplicar conocimientos elementales sobre los contenidos de la 
medicina legal y las ciencias.

C3.1. Conocer, tanto desde una perspectiva histórica como actual, las teorías 
explicativas de la criminalidad, así como la fenomenología de la delincuencia en sus 
diversas manifestaciones y tipos delictivos.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 14. Competencia C4. Análisis y gestión del riesgo de la delincuencia 
con sus verificadores

Indicador de la competencia

C4.1. Conocer, tanto desde una perspectiva histórica como actual, las teorías 
explicativas de la criminalidad, así como la fenomenología de la delincuencia en sus 
diversas manifestaciones y tipos delictivos.

C4.2. Comprender los principales factores psicológicos asociados a las carreras 
delictivas y aplicar instrumentos para predecir el riesgo de violencia y delincuencia.

C4.3. Utilizar técnicas de evaluación de riesgos y las necesidades criminógenas de 
la persona para determinar la propuesta de intervención.

C4.4. Comprender y conocer la estructura y el funcionamiento del sistema de 
ejecución de penas en España y Cataluña, así como las medidas alternativas, 
incluido el ámbito de los procedimientos de menores.

C4.5. Revisar y sintetizar la información criminológica para el análisis pericial de una 
situación o un caso concreto, y comprender cómo este análisis puede influir en la 
toma de decisiones. 

C4.6. Disponer de conocimientos actualizados para adaptar el tratamiento a los 
diferentes tipos de delincuencia y tipologías delictivas: i) juvenil, ii) sexual, iii) viaria, 
iv) de género, v) de cuello blanco (delitos corporativos, blanqueo de capitales, etc.), 
y vi) organizada, entre otras tipologías delictivas. 

Fuente: elaboración propia

Tabla 15. Competencia C5. Atención integral a la víctima con sus 
verificadores

Indicador de la competencia

C5.1. Reconocer la importancia de la igualdad de género.

C5.2. Evaluar las necesidades de la víctima para elaborar una propuesta de 
intervención.

C5.3.  Comprender las necesidades de las víctimas basándose en el conocimiento 
de las teorías victimológicas. 

C5.4. Diseñar programas de atención a las necesidades de la víctima.
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Indicador de la competencia

C5.5. Identificar el marco legal relativo a los derechos y los recursos de las víctimas.

C5.6. Saber relacionarse con los demás de forma respetuosa. 

C5.7. Utilizar un lenguaje no discriminatorio y respetuoso hacia las distintas partes 
implicadas en el conflicto y en la criminalidad. 

C5.8. Aplicar correctamente la legislación vigente en materia de víctimas de delitos.

C5.9. Aplicar un modelo de intervención adecuado a las necesidades específicas de 
la víctima de un delito. 

C5.10. Seleccionar adecuadamente el recurso social para cada caso de intervención 
profesional.

Fuente: elaboración propia

Tabla 16. Competencia C6. Diseño, implementación y evaluación de 
programas y estrategias de prevención con sus verificadores 

Indicador de la competencia

C6.1. Conocer, tanto desde una perspectiva histórica como actual, las teorías que 
explican la delincuencia.

C6.2. Formular, diseñar y gestionar proyectos legislativos en materia de intervención 
social y tratamiento.

C6.3. Aplicar programas de prevención de la delincuencia en la comunidad. 

C6.4. Evaluar los resultados de un programa de prevención o intervención 
relacionado con la delincuencia.

C6.5. Llevar a cabo una intervención criminológica basada en los valores de la 
pacificación, la integración social y la prevención de nuevos conflictos.

C6.6. Identificar los recursos sociales existentes para intervenir en casos de conflicto 
y criminalidad.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 17. Competencia 7. Conocimientos y análisis desde un marco legal 
contextualizado, con sus verificadores 

Indicador de la competencia

C7.1. Comprensión y conocimiento de la estructura de la Administración de Justicia 
en el ámbito penal y de los operadores que intervienen en él, incluida la estructura 
de las competencias de las fuerzas y los cuerpos de seguridad. 

C7.2. Comprender y conocer los derechos fundamentales de las personas 
sometidas a un proceso penal, especialmente en materia de privacidad, seguridad y 
libertad.

C7.3. Aplicar los conocimientos propios sobre teorías criminológicas a experiencias 
existentes de conflicto y delincuencia, y proponer respuestas y acuerdos adecuados 
dentro del marco legal. 

C7.4. Conocer las bases conceptuales del derecho público y los principios 
estructurales del Estado, así como la estructura y los fundamentos de los sistemas 
políticos y sus instituciones.

C7.5. Formular, diseñar y gestionar proyectos legislativos en materia de intervención 
social y tratamiento.

C7.6. Comprender el marco legal de la seguridad pública y privada, las conexiones 
entre sociedad, policía y seguridad privada, así como su planificación y gestión.

C7.7. Buscar y aplicar las normas jurídicas.

C7.8. Aplicar e interpretar las disposiciones normativas para resolver los problemas 
prácticos que surjan.

C7.9. Establecer contacto con la autoridad judicial, el Ministerio Fiscal y las 
administraciones pertinentes en el marco del proceso de investigación.

C7.10. Comunicar y explicar las actuaciones policiales y los hechos delictivos con 
garantía de especialización.

C7.11. Comprender y conocer la estructura de la Administración de Justicia en el 
ámbito penal y de sus operadores, incluida la estructura de las competencias de las 
fuerzas y los cuerpos de seguridad.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 18. Competencia 8. Capacidad de asesoramiento técnico con sus 
verificadores

Indicador de la competencia

C8.1.  Transmitir información, ideas, problemas y soluciones tanto a un público 
especializado como a uno no especializado.

C8.2. Redactar informes y expresarse oralmente con rigor técnico y habilidad 
comunicativa.

C8.3.   Aplicar los conocimientos al trabajo o a la profesión de manera profesional 
y demostrar el dominio de las competencias mediante el desarrollo y la defensa de 
argumentos y la resolución de problemas dentro del ámbito de estudio.

C8.4. Formular, diseñar y gestionar proyectos legislativos en materia de intervención 
social y tratamiento.

C8.5. Revisar y sintetizar la información criminológica para el análisis pericial de una 
situación o un caso concreto, y comprender cómo este análisis puede influir en la 
toma de decisiones.

C8.6. Disponer de capacidad crítica y autocrítica. 

C8.7. Demostrar una visión integrada y sistémica.

C8.8. Mostrar actitudes acordes con los principios éticos y deontológicos.

C8.9. Aplicar los conocimientos al trabajo o a la profesión de manera profesional y 
demostrar el dominio de las competencias mediante el desarrollo y la defensa de 
argumentos y la resolución de problemas dentro del ámbito de estudio.

C8.10. Comprender y conocer los derechos fundamentales de las personas 
sometidas a un proceso penal, especialmente en materia de privacidad, seguridad y 
libertad.

Fuente: elaboración propia
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Tabla 19. Competencia C9. Conocimientos de políticas públicas con sus 
verificadores 

Indicador de la competencia

C9.1. Comprender las bases conceptuales del derecho público y los principios 
estructurales del Estado, así como la estructura y los fundamentos de los sistemas 
políticos y sus instituciones.

C9.2. Reflexionar sobre los conceptos relacionados con el proceso de evaluación de 
los planes y programas de formación y/o intervención social. 

C9.3. Diseñar, desarrollar y evaluar planes, programas, proyectos y actividades para 
participar en contextos de intervención y prevención, concretamente en el ámbito 
criminológico. 

C9.4. Analizar los modelos de evaluación de programas aplicados a diferentes 
situaciones. 

C9.5. Diseñar procesos de evaluación diferenciada (desde la evaluación diagnóstica 
inicial hasta la evaluación del impacto). 

C9.6. Comprender y conocer los derechos fundamentales de las personas 
sometidas a un proceso penal, especialmente en materia de privacidad, seguridad y 
libertad.

Fuente: elaboración propia

Tabla 20. Competencia C10. Análisis y resolución de conflictos con sus 
verificadores

Indicador de la competencia

C10.1. Llevar a cabo una intervención criminológica basada en los valores de la 
pacificación, la integración social y la prevención de nuevos conflictos.

C10.2. Identificar los recursos sociales existentes para intervenir en casos de 
conflicto y criminalidad.

C10.3. Analizar un conflicto identificando correctamente todos sus elementos y 
aplicando uno o varios modelos teóricos para comprender los conflictos. 

C10. 4. Conocer y saber aplicar las diferentes alternativas para resolver conflictos. 

C10.5. Aplicar los conocimientos sobre conflictología tanto en la prevención como en 
la gestión de incidentes delictivos.

Fuente: elaboración propia
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6. Los profesionales de la criminología en el Departamento de 
Justicia

En este capítulo se presentan los resultados del análisis realizado sobre 
los distintos puestos de trabajo del Departamento de Justicia en los que 
posiblemente pueden encajar las personas tituladas en Criminología. El 
objetivo es analizar todos los puestos de trabajo, programas y servicios 
del Departamento de Justicia en los que tiene cabida una titulación 
en Criminología. La criminología aporta un importante valor añadido a 
determinados puestos de trabajo y servicios relacionados con la justicia y la 
ejecución penal. Determinar si estas competencias se infrautilizan o se aplican 
adecuadamente en los puestos de trabajo puede contribuir a mejorar la calidad 
y la eficiencia de los servicios públicos.

En primer lugar, se presentan los resultados relativos a los puestos de 
carácter estructural, destacando aquellos en los que las competencias de los 
criminólogos y criminólogas pueden valorarse y aplicarse de manera eficaz. A 
continuación se analizan los requisitos establecidos en la contratación pública 
de servicios, haciendo hincapié en las funciones y los perfiles profesionales 
que guardan una relación directa con el ámbito de la criminología. Por último, 
se describen los resultados relativos a los puestos de trabajo vinculados a 
programas temporales, analizando las necesidades específicas identificadas 
durante el período de estudio.

6.1. Empleo por ámbitos de actuación
Históricamente, la Generalitat de Cataluña solo ha registrado un caso 
documentado en el que la titulación de base exigida para ocupar un puesto 
de trabajo fuera Criminología. Este precedente se remonta a 2008, cuando se 
convocó un puesto concreto en el Centro Penitenciario Abierto 2 de Barcelona 
mediante la Resolución GAP/3051/2008, de 14 de octubre. Esta convocatoria 
destaca por ser el único caso conocido hasta la fecha en la administración de la 
Generalitat en el que se estableció esta titulación como único requisito.

En la actualidad, la Resolución PRE/2829/2024, de 30 de julio, por la que se 
publica el RLT para los funcionarios de la Generalitat, no incluye Criminología 
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como titulación de acceso a ningún puesto estructural. No obstante, se han 
identificado algunas referencias a esta disciplina en forma de requisitos 
complementarios para una formación específica:

•	 Diplomatura en Criminología: aunque esta titulación desapareció de la 
oferta académica de la universidad hace más de veinte años, se entiende 
que la licenciatura o el grado en Criminología también se consideran 
equivalentes. Este requisito se encuentra exclusivamente en puestos del 
Departamento de Justicia, concretamente en los de jefe de programas de 
atención especializada en centros penitenciarios.

•	 Conocimientos o experiencia en criminología: este requisito se observa 
en un puesto de la DGAIA (jefe del área de apoyo a los jóvenes tutelados 
y extutelados) y, principalmente, en diversos cargos vinculados al 
Departamento de Justicia, con la siguiente distribución:

•	 Secretaría de Medidas Penales, Reinserción y Atención a la Víctima:
•	 Responsable de procedimientos de seguridad, sin que se 

requiera ninguna titulación de base específica.
•	 Responsable de medio abierto, sin que se requiera 

ninguna titulación de base específica.
•	 Dos técnicos o técnicas superiores con titulación de base 

en Derecho.
•	 CEJFE:

•	 Jefe de la unidad de formación en el ámbito judicial y 
forense, con titulación de base en Derecho.

•	 Centros penitenciarios:
•	 Un total de 97 puestos de técnico o técnica superior con 

titulación de base en Derecho, que desempeñan la figura 
de jurista en equipos multidisciplinares.

En cuanto a los puestos de trabajo analizados a partir del contenido de 
las ofertas de empleo del ATRI, se detectó que no todas siguen la misma 
estructura. Las ofertas del CIRE tampoco establecían ninguna distinción entre 
los distintos tipos de competencias, por lo que, para facilitar el análisis, los 
aspectos a evaluarse, las habilidades y las competencias profesionales se han 
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reclasificado en: 
•	 Competencias técnicas de la oferta: son aquellas específicas del puesto 

de trabajo. En ellas se introdujeron las tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC). Aquí también se incluyen las titulaciones reguladas y 
no reguladas, así como los requisitos adicionales que se exigen.

•	 Competencias transversales de la oferta: son las que se han clasificado en 
las ofertas de ATRI como “habilidades” y “competencias profesionales”.

•	 Funciones: describen las responsabilidades del puesto de trabajo; se 
han recopilado tal y como aparecen en las ofertas y pueden actuar como 
verificadores de las competencias.

•	
De las 107 ofertas analizadas, 12 correspondían a la Secretaría de Medidas 
Penales, Reinserción y Atención a la Víctima65 (incluidas 2 ofertas de la 
Secretaría General); 9, al CIRE; 18, a la Dirección General de Asuntos 
Penitenciarios; 25, a los centros penitenciarios; 31, a la Dirección General de 
Ejecución Penal en la Comunidad y Justicia Juvenil, y 7, al CEJFE.  

En 34 de las ofertas se requería formación específica en criminología:   

•	 6 de la SMPRAV:  4 la titulación específica y 2 conocimientos en 
criminología. 

•	 4 de la Dirección General de Asuntos Penitenciarios, 1 titulación específica 
y 2 conocimientos en Criminología, y 1 en ejecución penal.  

•	 3 de los centros penitenciarios: 2 titulación específica y 1 conocimientos en 
ejecución penal.

•	 21 de la Dirección de Ejecución Penal en la Comunidad y Justicia Juvenil: 2 
titulación en Criminología, 1 conocimientos en variables de la delincuencia, 
4 en victimología y 14 en justicia juvenil.  

65  En adelante, SMPRAV.
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•	 5 del CEJFE: no se exige explícitamente una titulación en Criminología. 
Sin embargo, en varias ofertas de empleo se exigen conocimientos 
relacionados indirectamente con la criminología, como la legislación 
penitenciaria, la ejecución penal, la prevención de la reincidencia y las 
políticas públicas, que a menudo se basan en estudios criminológicos. 

•	 En el CIRE: no se exige una titulación en Criminología como requisito. Sin 
embargo, algunas ofertas pueden valorar los conocimientos o la experiencia 
en ámbitos relacionados con la ejecución penal o la reinserción social, 
que se benefician de la formación en la disciplina. Para la mayoría de las 
ofertas, la titulación solicitada es de grado superior en Ciencias Sociales, 
Económicas o Jurídicas, y en ocasiones se valora la experiencia con 
colectivos en riesgo de exclusión social. 

Se puede acceder a 58 de las ofertas a través del cuerpo superior:
•	 10 de la SMPRAV.
•	 11 de la Dirección General de Asuntos Penitenciarios.
•	 11 de los centros penitenciarios.
•	 20 de la Dirección General de Ejecución Penal en la Comunidad y Justicia 

Juvenil.
•	 6 del CEJFE.

Entre las ofertas de la SMPRAV, son relevantes las funciones de gestión y 
supervisión de los procesos penitenciarios, la coordinación de proyectos y la 
planificación estratégica. Algunas de las funciones más destacadas incluyen: 

•	 Elaboración y seguimiento de planes y proyectos.
•	 Coordinación y supervisión de programas.
•	 Gestión de la seguridad y emergencias.
•	 Elaboración de informes y memorias.
•	 Asesoramiento y coordinación interdepartamental.
•	 Diseño y ejecución de proyectos estratégicos.
•	 Coordinación de proyectos innovadores y transversales.
•	 Supervisión y coordinación de la formación.
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Entre las competencias técnicas, destacan las siguientes: 

•	 Conocimientos en el ámbito de justicia juvenil y ejecución penal.
•	 Conocimientos en técnicas de mediación y de reparación.
•	 Conocimiento de la red de recursos comunitarios. 
•	 Capacidad para coordinar y supervisar equipos de trabajo.
•	 Experiencia en la atención a víctimas de violencia.
•	 Conocimiento del entorno penitenciario.
•	 Conocimientos en el ámbito de la reinserción social y el tratamiento de 

delincuentes.

La criminología destaca por su aportación en las ofertas al diseño de 
programas de prevención, al asesoramiento técnico, y al análisis legal y de 
riesgos, lo que supone un apoyo fundamental para el desarrollo de políticas 
públicas en materia de seguridad y reinserción social. Las cinco competencias 
más frecuentes en las ofertas de empleo han sido: 

•	 C9 Conocimientos de políticas públicas: 80 %.
•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 75 

%.
•	 C7 Conocimientos y análisis desde un marco legal contextualizado: 75 %.
•	 C1 Curiosidad científica, conocimiento y aplicación del método científico: 70 

%.
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 70 %.

Las competencias C9 y C6 destacan por su elevada tasa de coincidencia 
global. Son fundamentales para desarrollar y gestionar programas de 
rehabilitación, reinserción y seguridad dentro del sistema penitenciario, así 
como para aplicar políticas públicas que repercutan directamente en la mejora 
de los procesos penitenciarios. También destacan las competencias C7 y C1, 
ya que muchas ofertas implican un profundo conocimiento de las leyes que 
regulan los sistemas penitenciarios, así como la capacidad de aplicar métodos 
científicos para evaluar datos y diseñar estrategias eficaces. Por último, la 
C10 es una competencia clave para gestionar incidentes y conflictos dentro 
del sistema penitenciario, así como para mantener el orden y la seguridad en 
situaciones de crisis.
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Entre las ofertas de CIRE, cabe destacar que dos correspondían a puestos 
directivos, tres a mandos (jefes), tres a técnicos y una a un mando intermedio. 
Por lo tanto, lo que estas funciones tienen en común es una visión global 
de la gestión social, laboral y de seguridad, con un enfoque específico en la 
reinserción de las personas en riesgo de exclusión. Las competencias técnicas, 
por el contrario, destacan por su enfoque en la gestión de personas y la 
coordinación de intervenciones:

•	 Experiencia en trabajo con personas en riesgo de exclusión social.
•	 Gestión de personas.
•	 Conocimiento de las áreas de intervención del CIRE.
•	 Conocimiento del tejido empresarial del tercer sector.
•	 Competencias en TIC y nuevas tecnologías.

La criminología destaca por su contribución a la gestión de los programas 
sociales y laborales, mejorando las estrategias de reinserción social y laboral, 
y proporcionando herramientas para gestionar riesgos y conflictos en estos 
ámbitos. Las cinco competencias más frecuentes en las ofertas de empleo han 
sido: 

•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 75 %
•	 C8 Capacidad de asesoramiento técnico: 65 %. 
•	 C9 Conocimientos sobre políticas públicas: 60 %.
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 55 %.
•	 C4 Análisis y gestión del riesgo de delincuencia: 50 %.

La C6 es la más relevante entre las ofertas del CIRE, con aplicación directa 
en diversas funciones relacionadas con la reinserción laboral, la formación y 
la gestión de programas de prevención. Esta competencia es clave para la 
orientación, el acompañamiento y la elaboración de planes personalizados, 
con especial énfasis en la creación y la gestión de programas de rehabilitación 
y reinserción. La C8 tiene una presencia destacada en roles de apoyo, donde 
los conocimientos criminológicos contribuyen a orientar el desarrollo de planes 
eficaces para las personas que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad 
o exclusión. Las competencias C9, C4 y C10 tienen una aplicación destacada, 
aunque de forma más indirecta, ya que las funciones centradas en la gestión 
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de proyectos o la seguridad laboral implican una comprensión indirecta de 
los conceptos criminológicos y sociales relacionados con la seguridad y la 
mediación de conflictos. 

En las ofertas de la Dirección General de Asuntos Penitenciarios las 
funciones tienen un marcado componente de coordinación interdisciplinar y 
trabajo en equipo. 

•	 Gestión de programas. 
•	 Coordinación y supervisión del personal. 
•	 Clasificación y seguimiento de las personas internas.
•	 Gestión de la seguridad y protocolos de emergencia.
•	 Apoyo a la rehabilitación y la reinserción social.
•	 Coordinación con otros servicios para garantizar una respuesta integral y 

eficaz.

Las competencias técnicas suelen centrarse en una combinación de 
conocimientos especializados, habilidades de liderazgo y la capacidad de 
coordinar equipos multidisciplinares. Además, se valora la capacidad para 
desarrollar proyectos sociales y la competencia en el uso de las tecnologías de 
la información para la gestión administrativa: 

•	 Conocimientos sobre la conducta delictiva y los programas de intervención.
•	 Conocimientos sobre ejecución penal y organización del sistema 

penitenciario.
•	 Conocimientos de la legislación penitenciaria.
•	 Conocimientos en psicología de las organizaciones.
•	 Conocimientos sobre gestión administrativa y de calidad en la 

Administración pública.

La criminología destaca por su contribución a las funciones relacionadas con 
la seguridad, la rehabilitación y el análisis en los sistemas penitenciarios, así 
como a la eficacia de los programas de rehabilitación, seguridad y gestión 
penitenciaria. Las cinco competencias más frecuentes en las ofertas de empleo 
han sido:
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•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 85 %
•	 C4 Análisis y gestión del riesgo de delincuencia: 80 %
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 80 %
•	 C7 Conocimientos y análisis desde un marco legal contextualizado: 75 %
•	 C9 Conocimientos sobre políticas públicas: 70 %

Las competencias C6, C4 y C10 reflejan un alto nivel de conocimiento sobre el 
comportamiento delictivo, la gestión de riesgos y el diseño de intervenciones 
eficaces dentro del sistema penitenciario. La C7 y la C9 tienen un peso 
considerable, lo que pone de relieve la importancia de los conocimientos 
normativos y las políticas sociales para la implementación de prácticas legales 
y eficientes dentro del sistema.

Entre las ofertas de los centros penitenciarios, destacan aquellas que 
requieren funciones de gestión y supervisión, lo que pone de manifiesto la 
necesidad de contar con un perfil sólido en materia de liderazgo y gestión, ya 
que muchos de los puestos seleccionados eran para puestos de mando: 

•	 Dirección y coordinación.
•	 Gestión y supervisión de servicios.
•	 Gestión de recursos.
•	 Atención a la convivencia y la disciplina.
•	 Coordinación de programas de tratamiento.
•	 Relación con autoridades y entidades externas.
•	 Formación y supervisión del personal.

Las competencias más demandadas en las ofertas de empleo incluyen la 
necesidad de especialización en diversos campos: 

•	 Conocimientos en ejecución penal.
•	 Experiencia en rehabilitación y reinserción social.
•	 Conocimientos sobre seguridad penitenciaria.
•	 Experiencia en gestión administrativa y documental.
•	 Gestión y coordinación de equipos.
•	 Conocimiento de la legislación penitenciaria y del ámbito jurídico.
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La criminología destaca su contribución a aspectos como la seguridad, la 
rehabilitación y la reinserción social de las personas internas, que constituyen 
los pilares fundamentales de muchas de las funciones descritas en las ofertas 
de empleo. Los conocimientos que aportan ponen de manifiesto la necesidad 
de contar con profesionales con amplios conocimientos en la gestión de 
riesgos para la ejecución y evaluación de programas, así como en la gestión de 
conflictos. Estos aspectos son clave para garantizar que las operaciones de los 
centros se ajustan a la legislación y la normativa vigentes.

 Las cinco competencias más frecuentes en las ofertas de empleo han sido:

•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 90 %
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 90 %
•	 C4 Análisis y gestión del riesgo de delincuencia: 90 %
•	 C7 Conocimientos y análisis desde un marco legal contextualizado: 85 %
•	 C9 Conocimientos sobre políticas públicas: 80 %

Entre las ofertas de la Dirección General de Ejecución Penal en la 
Comunidad y Justicia Juvenil, destacan funciones que requieren una gran 
capacidad de organización, de gestión de personas y de equipos, así como 
un profundo conocimiento de la normativa en materia de justicia juvenil y de 
los sistemas de justicia penal y justicia restaurativa. También se requieren 
habilidades en el uso de tecnologías y bases de datos para el seguimiento y la 
gestión de expedientes y programas. Funciones: 

•	 Supervisión de la ejecución de medidas judiciales (justicia juvenil).
•	 Coordinación y supervisión de profesionales.
•	 Evaluación de programas.
•	 Gestión de recursos y coordinación externa.
•	 Atención a víctimas y mediación.
•	 Gestión de casos y tramitación administrativa.

Las competencias técnicas que se exigen en las ofertas se ajustan a las 
necesidades operativas y organizativas de la entidad, centrándose en la gestión 
de instituciones, la atención y la reeducación de los menores, y la necesidad de 
una coordinación eficaz con otros agentes del sistema judicial: 
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•	 Conocimiento de la normativa en materia de justicia juvenil.
•	 Diseño, implementación y evaluación de programas. 
•	 Conocimientos sobre justicia restaurativa y métodos alternativos de 

resolución de conflictos. 
•	 Experiencia en la dirección de equipos. 

Existe una gran correspondencia entre las competencias de la criminología y 
las ofertas laborales, lo que sugiere que las primeras desempeñan un papel 
fundamental en la entidad. Las cinco competencias más frecuentes en las 
ofertas de empleo han sido: 

•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 80 
%.

•	 C9 Conocimientos sobre políticas públicas: 75 %.
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 70 %.
•	 C4 Análisis y gestión del riesgo de delincuencia: 65 %.
•	 C5 Atención integral a la víctima: 60 %.

La C6 es fundamental en casi todas las ofertas para reducir la reincidencia, así 
como para supervisar y evaluar los programas. También existe un alto grado de 
coincidencia en ofertas como las de coordinación, al igual que la C9. La C10 
destaca entre muchas ofertas porque la gestión de conflictos es clave para 
garantizar la convivencia y la seguridad. Esta competencia es fundamental en 
puestos que implican trabajar en entornos complejos, como en medio abierto, 
la supervisión de medidas alternativas y la gestión de atención a víctimas. 
La competencia C5 se solicitó en las ofertas para coordinadores de atención 
a la víctima y trabajadores sociales dentro del modelo Barnahus. Aunque la 
coincidencia con la C4 no es tan destacada como en otros casos, sigue siendo 
una competencia muy demandada en muchas ofertas de empleo.

Entre las ofertas del CEJFEEntre las ofertas del CEJFE, sus funciones principales se centran en la 
formación, la investigación y la colaboración con otras entidades del ámbito de 
la justicia. Los perfiles descritos tienen un marcado componente de gestión y 
coordinación de actividades, así como una especial relevancia en la formación 
de profesionales de la Administración de Justicia y otros servicios relacionados. 
Las funciones más solicitadas han sido: 
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•	 Diseño y coordinación de programas de formación.
•	 Gestión de proyectos de investigación.
•	 Colaboración con instituciones externas.
•	 Evaluación y seguimiento de los programas.
•	 Elaboración de materiales formativos.

Las competencias de las ofertas están relacionadas con la gestión de 
la formación, la investigación y el asesoramiento en el marco legal de la 
Administración de Justicia, así como a la capacidad para dirigir proyectos 
y equipos multidisciplinares. La capacidad de implementar y supervisar 
programas de formación e investigación, así como de garantizar que se ajusten 
a las políticas públicas, se erige como un requisito transversal en todas las 
ofertas. Las competencias más demandadas han sido: 

•	 Experiencia en la gestión y coordinación de programas de formación.
•	 Conocimiento de la legislación y los procedimientos judiciales, así como de 

las políticas públicas.
•	 Capacidad para dirigir proyectos y gestionar equipos.
•	 Experiencia en la creación y supervisión de programas de investigación.
•	 Conocimientos avanzados sobre políticas públicas específicas.
•	 Capacidad de asesoramiento técnico.
•	 Experiencia en la gestión de recursos, presupuestos y materiales.

En estas funciones y competencias se produce una coincidencia en la 
contribución de la criminología, en particular las competencias C8 y C10. 
La C5 refleja el enfoque transversal en materia de victimología. Las cinco 
competencias más frecuentes en las ofertas de empleo han sido:

•	 C6 Diseño, implementación y evaluación de programas de prevención: 90 
%.

•	 C9 Conocimientos sobre políticas públicas: 95 %.
•	 C8 Capacidad de asesoramiento técnico: 85 %.
•	 C10 Análisis y resolución de conflictos: 80 %.
•	 C5 Atención integral a la víctima: 86 %.

Entre las ofertas de la Dirección General de Ejecución Penal en la Comunidad 
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y Justicia Juvenil, se observa que 23 admiten diversas titulaciones, con al 
menos dos diferentes, entre las que se incluye, aunque en menor medida, 
Criminología. La tendencia se repite en 11 de las ofertas de la Dirección 
General de Asuntos Penitenciarios y en 9 de la SMPRAV. Este patrón podría 
reflejar la necesidad de interdisciplinariedad en los cargos, en las que las 
competencias criminológicas se complementan con otras disciplinas para 
abordar distintos aspectos. Esta interdisciplinariedad se valora en todos los 
niveles de las ofertas. La capacidad para dirigir equipos multidisciplinares 
y coordinarse con otros departamentos e instituciones externas son 
competencias muy valoradas en estos puestos. Esto pone de relieve el valor 
de la colaboración interinstitucional. En muchas de las ofertas se indica que 
los candidatos deben ser capaces de hacer un seguimiento del progreso de 
las personas usuarias y adaptar los programas en función de los resultados 
obtenidos. Esto pone de relieve un enfoque orientado a los resultados, en el 
que la mejora continua es fundamental. En las ofertas de la Dirección General 
de Asuntos Penitenciarios se requiere una mayor especialización, tanto en un 
contexto más operativo relacionado con la seguridad como en el tratamiento de 
los comportamientos violentos, los suicidios y la vulnerabilidad acumulada. 

6.2. Contratación de servicios
En este apartado se analizan los servicios de contratación externa de la 
Administración de Justicia, excluyendo la contratación menor. El análisis se 
llevó a cabo a través de la Plataforma de Servicios de Contratación Pública,66 
centrándose en los contratos publicados por el Departamento de Justicia 
en el ámbito de la ejecución penal. En concreto, a través de los pliegos 
de condiciones técnicas (PCT) de cada contrato público en el ámbito de la 
ejecución penal, en los que se establece el objeto de cada servicio, el personal 
profesional y las condiciones técnicas necesarias para su ejecución. Desde una 
perspectiva cronológica, se han analizado los contratos públicos de ejecución 
penal, junto con el historial de contratación por cada objeto de servicio, con el 
fin de comparar si se cuenta o no con la titulación en Criminología. Del mismo 
modo, se han analizado las disciplinas incluidas en cada servicio y en cada 

66  https://contractaciopublica.cat/ca/inici 

 https://contractaciopublica.cat/ca/inici 
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categoría profesional (dirección, coordinación, técnico…) para evaluar dónde y 
cómo se prevé o se requiere la figura del profesional de la criminología, tanto 
en términos generales como específicos. 

Tabla 21. Servicios de atención a la víctima

Contrato	 Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2021-8
Servicio de información y 
orientación telemática para 
víctimas de un delito

JU-2021-161
ARAV67 - STIOVD - STIOV 
- SIOTVD negociado en 
2021

PREVI-JU-2025-7
Servicio de información y 
orientación telemática para 
víctimas de un delito

Personal: Psicología, Trabajo Social, Educación Social 
o Criminología.

Experiencia y/o conocimientos suficientes en el ámbito 
judicial y en victimología.

JU-2020-198
Contrato de servicio de 
acompañamiento a la 
víctima del delito en sede 
judicial (SAVD)

Coordinadores/as: Trabajo Social, Educación Social, 
Psicología, Pedagogía, Derecho o Criminología, con 
formación y experiencia específica en intervención 
social, psicológica o jurídica, preferiblemente en el 
ámbito judicial.

Técnicos/as: Psicología, Trabajo Social, Educación 
Social o Criminología, con formación y experiencia 
específicas.

Psicólogos/as: Psicología, y con formación y 
experiencia específica en intervención social, 
psicológica o jurídica, preferiblemente en el ámbito 
judicial.

Se valorará positivamente que el personal que integre 
el servicio cuente con experiencia y/o conocimientos 
suficientes y acreditados en el ámbito judicial y en 
victimología.

Fuente: elaboración propia

67  Área de Reparación y Atención a la Víctima.
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El servicio de información y orientación telemática y el servicio de 
acompañamiento en sede judicial tienen como objetivo principal asesorar y 
acompañar a las víctimas de un delito, antes, durante y después del proceso 
penal, tal y como establece la legislación vigente68  y se lleva a cabo en las 
oficinas de atención a la víctima en el ámbito nacional y catalán. En el caso 
del primer servicio, se exigen titulaciones transversales para la contratación 
de personal técnico, aunque se especifica que deben tener “experiencia y/o 
conocimientos en el ámbito judicial y de la victimología”. La criminología es 
la única disciplina que ofrece estos dos conocimientos de base. Al mismo 
tiempo, el Programa Marco de Ordenación de la Atención a las Víctimas de la 
Oficina de Atención a las Víctimas del Delito (Generalitat de Cataluña, 2009) 
establece específicamente que las oficinas de atención a la víctima del delito69  
están integradas por equipos multidisciplinares con formación especializada en 
psicología y el ámbito social y jurídico, y que estos profesionales cuentan con 
formación especializada en criminología, victimología y violencia. 

Cabe señalar que el servicio de acompañamiento en sede judicial estuvo en 
funcionamiento desde 2018 hasta el segundo trimestre de 2024. Este servicio 
contaba en su equipo con la figura diferenciada del psicólogo, así como las 
figuras de coordinación y de técnicos de acompañamiento, con cabida para 
seis titulaciones, entre las que se incluían las de Psicología y Criminología, 
respectivamente. Durante la elaboración de este informe, el servicio se ha 
integrado en el Programa Temporal de Atención Inicial en Sede Judicial a las 
Víctimas de Violencia Machista,70  sustituyendo todas las titulaciones por las 
del cuerpo de trabajo social. Poco después de la publicación de la oferta de 
demanda de profesionales, el Colegio Oficial de Criminología de Cataluña 
impugnó el programa mediante un recurso al considerar discriminatorio que se 
limitara a los profesionales del trabajo social. 

Los dos servicios analizados podrían introducir una nueva figura diferenciada 

68 Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012; Ley 
4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito; Real Decreto 1109/2015, de 11 de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del 
Delito; Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre, de garantía integral de la libertad sexual.

69 En adelante, se utilizará OAVD indistintamente. 

70 Resolución JUS/1181/2024, de 10 de abril.
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con funciones de supervisión, encargada de la formación específica y continua 
del personal, del análisis de los datos de los servicios, de la elaboración 
de propuestas de mejora basadas en los datos analizados y propuestas de 
coordinación con la oficina de atención a la víctima del delito y de la elaboración 
de informes. 

Tabla 22. Servicio de justicia restaurativa

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2020-24
Servicio para la 
implementación 
del Programa 
de Justicia 
Restaurativa en la 
jurisdicción penal 
ordinaria

Coordinador/a: Trabajo Social, Psicología, Pedagogía, 
Derecho, Criminología, Sociología o Educación Social, 
con formación acreditada y experiencia en mediación y/o 
resolución de conflictos, así como conocimientos del ámbito 
judicial y competencias directivas demostradas.

Profesionales de la justicia restaurativa: Educación Social, 
Trabajo Social, Psicología, Derecho, Criminología, Sociología 
o titulaciones equivalentes, que cuenten con formación y 
experiencia acreditada en mediación y/o resolución y gestión 
de conflictos, así como conocimientos sobre el ámbito 
judicial, la justicia reparadora y la victimología.

JU-2022-4
Servicio de 
implementación 
del Programa 
de Justicia 
Restaurativa

Coordinador/a: Trabajo Social, Psicología, Pedagogía, 
Derecho, Criminología, Sociología o Educación Social, 
con formación acreditada y experiencia en mediación y/o 
resolución de conflictos, así como conocimientos del ámbito 
judicial y competencias directivas demostradas.

Profesionales de la justicia restaurativa: Educación Social, 
Trabajo Social, Psicología, Derecho, Criminología, Sociología 
o titulaciones equivalentes, que cuenten con formación y 
experiencia acreditada en mediación y/o resolución y gestión 
de conflictos, así como conocimientos sobre el ámbito 
judicial, la justicia reparadora y la victimología.

PREVI-JU-2024-21
AN-ARAV Justicia 
restaurativa en la 
jurisdicción penal 
– JR

Coordinador/a: Trabajo Social, Psicología, Pedagogía, 
Derecho, Criminología, Sociología o Educación social. 
Formación y experiencia en justicia restaurativa y/o 
resolución de conflictos.

Profesionales de la justicia restaurativa: educación social, 
trabajo social, psicología, derecho, criminología, sociología o 
equivalente. Formación y experiencia en justicia restaurativa 
y/o resolución de conflictos. Conocimientos del ámbito 
judicial, la justicia restaurativa y la victimología.

Fuente: elaboración propia
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Desde 2019, la contratación del servicio para la implementación del 
Programa de Justicia Restaurativa en la jurisdicción penal ordinaria 
considera la figura de coordinación de manera transversal para siete 
titulaciones,71  entre ellas la de Criminología. Del mismo modo, prevé un equipo 
de “profesionales de la justicia restaurativa” con titulaciones prácticamente 
idénticas,72  que deben contar con “experiencia en mediación y/o en resolución 
y gestión de conflictos, así como conocimientos del ámbito judicial, la justicia 
reparadora y la victimología”. En la renovación del servicio en 2024 se ha 
incluido la implementación de un proyecto piloto de justicia restaurativa para 
la universalización del servicio de justicia restaurativa para adultos, en el que 
Criminología se considera una de las titulaciones requeridas para los puestos 
técnicos denominados “facilitadores”. 

71 Trabajo Social, Psicología, Pedagogía, Derecho, Criminología, Sociología o Educación 
Social.

72 Educación Social, Trabajo Social, Psicología, Derecho, Criminología, Sociología. 

Tabla 23. Servicios de mediación intercultural y familiar

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2020-201

Servicio de 
desarrollo para el 
programa de apoyo 
a los jóvenes del 
Centro Penitenciario 
de Jóvenes y a sus 
familias

Coordinador: Trabajo Social, Educación Social, Psicología, 
Pedagogía o Criminología.

Profesional: Psicología.

Mínimo de dos años de experiencia trabajando con jóvenes. 
Competencias en el ámbito de la reinserción social, incluido 
el conocimiento de los recursos y servicios del entorno.

JU-2023-19

Servicio de 
mediación para 
personas internas 
y sus familias en el 
CPBr2

Técnicos: Trabajo Social, Educación Social o con licenciatura/
grado en Derecho, Psicología, Pedagogía o Criminología.

Un mínimo de dos años de experiencia en el ámbito de la 
mediación en materia de ejecución penal. Conocimiento de 
la red comunitaria, en particular en lo que respecta a los 
servicios de mediación existentes.

Fuente: elaboración propia
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El servicio de mediación intercultural en el ámbito de la justicia juvenil 
ofrece la posibilidad de incorporar nueve titulaciones tanto en la figura de 
coordinación como la de mediación intercultural, entre las que se encuentran: 
Criminología, Docencia y Antropología; no obstante, se acepta el título 
de técnico superior de la familia profesional de servicios socioculturales y 
comunitarios, cuyos aspectos clave en la contratación son los conocimientos de 
mediación intercultural y de árabe. En el caso de la mediación intercultural en 
los centros penitenciarios, también se prevén dos figuras diferenciadas: la de 
coordinación y la de técnico/a en mediación intercultural. 

El servicio de Desarrollo del programa de apoyo a los jóvenes del Centro 
Penitenciario de Jóvenes y a sus familias solicita que, en la coordinación 
del proyecto, se tengan en cuenta cinco titulaciones, una de las cuales es 
Criminología. La parte técnica se limita a Psicología. Ambas figuras deben 
contar con experiencia en la intervención con jóvenes y conocimientos de la 
red comunitaria de mediación. El servicio de mediación para las personas 
internas y sus familias en el CP Brians 2 requiere que el personal técnico del 
programa esté formado en seis disciplinas diferentes, entre ellas criminología. 
Nos parece poco lógico que, mientras que el perfil técnico del CP Brians 2 
admite diversas titulaciones, el del CP Joves no lo haga. 

Tabla 24. Servicios de justicia juvenil

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2021-7

Servicio de apoyo para 
el cumplimiento de 
las medidas judiciales 
de medio abierto y de 
apoyo a los procesos de 
reinserción en régimen 
residencial para jóvenes 
mayores de 18 años

Coordinador/a: Trabajo Social, Educación Social, 
Psicología, Pedagogía, Antropología, Derecho o 
Criminología.

Profesión: jurista (derecho).
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2021-9

Servicio de tratamiento 
terapéutico intensivo 
residencial para menores 
y jóvenes con seguro 
escolar que presenten 
problemas detectados 
durante la ejecución de 
medidas judiciales en 
medio abierto

Técnicos/as: médico especializado en psiquiatría, 
psicología clínica y educación social.

JU-2023-10

Servicio de tratamiento 
terapéutico de adicciones 
para menores y 
jóvenes con problemas 
de dependencia de 
sustancias, identificadas 
durante la ejecución de 
medidas judiciales en 
medio abierto

Sin código

Servicios de supervisión 
externa de los equipos 
de la Dirección General 
de Ejecución Penal en 
la Comunidad y Justicia 
Juvenil

Técnicos/as: médico especializado en psiquiatría, 
psicología clínica y educación social.
Técnicos/as: Psicología, Pedagogía, Trabajo Social, 
Educación Social, Antropología, Sociología, Derecho o 
Criminología.

Fuente: elaboración propia

El servicio de apoyo a la justicia juvenil para el cumplimiento de medidas 
judiciales de medio abierto y los procesos de reinserción en régimen 
residencial en el ámbito de justicia juvenil concibe la figura de coordinación, 
además de las de educador y monitor de manera transversal e incluye hasta 
ocho titulaciones, entre ellas la de Criminología. También incluye la figura de 
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jurista, que tiene que ser una persona titulada en Derecho.

El servicio de justicia juvenil de tratamiento terapéutico intensivo 
residencial ofrece atención educativa, psicológica y psiquiátrica y, desde el 
contrato de 2023, trabajo social. Dada su especial capacidad de intervención 
en esta etapa y su importancia en la acción preventiva destinada a frenar la 
prolongación de conductas disruptivas y delictivas, se considera pertinente 
la incorporación diferenciada del profesional de la criminología, tal y como 
establece la evidencia científica. El servicio no solo ofrece intervención a 
jóvenes con un trastorno incluido en el DSM-V, sino también a aquellos con 
conductas que requieren una intervención específica, con el fin de acompañar 
a los y las jóvenes en su proceso de desistimiento delictivo e identificar 
la victimización que acompaña a estas conductas. Documento citado a 
continuación: “violencia de los hijos hacia los padres u otros miembros de 
la familia; no aceptación de normas y límites; comportamiento desafiante 
y agresivo; absentismo escolar o acoso escolar; adicciones a sustancias, 
principalmente cánnabis, alcohol y psicoestimulantes; adicciones conductuales, 
ludopatía, adicción a Internet, trastornos alimentarios; conducir sin carné y 
conducción temeraria; ruptura de mobiliario urbano; desajuste conductual en 
ambientes normativos y búsqueda de seguridad en grupos contraculturales; 
grupos antisistema y bandas urbanas; trastornos del desarrollo neurológico, 
en particular el trastorno por déficit de atención con hiperactividad (TDAH) y el 
trastorno de la función ejecutiva, con o sin TDAH, e intentos autolíticos; fracaso 
vital, como resultado final de problemas intra e interpersonales; trastornos 
obsesivo-compulsivos; trastorno negativista desafiante; trastornos del espectro 
autista, y otros”. 

El servicio de supervisión externa en el ámbito de la justicia juvenil abarca 
hasta ocho disciplinas, entre las que se incluye la criminología en la figura de 
supervisor. 
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Tabla 25. Servicios de medidas penales alternativas

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2019-20080
JU-2025-2
Servicio de apoyo de 
programas de ejecución 
MPA

Coordinadores/es: Trabajo Social, Educación Social, 
Psicología, Pedagogía, Derecho o Criminología. Y que 
cuenten con formación complementaria y un mínimo 
de seis meses de experiencia específica demostrable 
en intervención educativa y/o social en el ámbito de 
la justicia, y que hayan desempeñado anteriormente 
tareas técnicas de intervención directa con las personas 
usuarias en el ámbito objeto del presente contrato.

Delegados/as o supervisores/as encargados de 
supervisar la aplicación de medidas y gestores/
as de recursos: Trabajo Social, Educación Social, 
Psicología, Pedagogía, Derecho o Criminología. 
Formación complementaria en el ámbito social y un 
mínimo de tres meses de experiencia (o prácticas 
universitarias), específicas y demostrables en materia 
de intervención educativa y/o social en el sector de la 
justicia.

JU-2018-488
JU-2021-14
Servicio para la 
impartición de actividades 
de formación en materia 
de seguridad vial y 
programas de formación 
sobre responsabilidad 
comunitaria, tal y como 
se detalla en el Programa 
Marco de Medidas 
Penales Alternativas: 
“Programas de formación” 

JU-2019-20030 
Servicio de intervención 
psicoterapéutica para 
conductas adictivas en 
CT Barcelonès 

Coordinador/a de programa: formación y experiencia 
demostrable en la impartición de programas de 
formación sobre seguridad vial y responsabilidad 
comunitaria.

Técnicos/as: los profesionales deben contar con 
formación específica en alguna de las siguientes áreas: 
psicología, criminología y seguridad vial, así como 
con experiencia demostrable en la impartición de los 
programas de formación y de tratamiento objeto del 
contrato. Antes de firmar el contrato, se solicitará a los 
candidatos seleccionados el título y la documentación 
que acredite su experiencia.

Equipo multidisciplinar compuesto, como mínimo, por 
los siguientes profesionales: una persona coordinadora, 
con licenciatura/grado en Trabajo Social o Educación 
Social, o con licenciatura/grado en Psicología, 
Pedagogía, Criminología o Derecho; una persona con 
licenciatura/grado en Psicología, y un o una profesional 
terapeuta con diplomatura/grado en Trabajo Social o 
Educación Social.
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

PREVI JU-2018-189
JU-2021-13
Servicios para la 
impartición de formación 
e intervenciones para el 
tratamiento de la violencia

Coordinador/a del programa: No se especifica 
titulación.
Profesionales encargados de la ejecución del 
programa: Grado/licenciatura en Psicología.
Aplicación de algunos de los siguientes protocolos:
Entrevista de evaluación semiestructurada de Enrique 
Echeburúa y Paz del Corral.
SARA (guía para la valoración del riesgo de violencia 
contra la pareja), de Andrés-Pueyo y López, 2005.
“Inventario de Pensamientos distorsionados sobre 
la Mujer y sobre el uso de la violencia”. Echeburúa y 
Fernandez Montalbo. 1997 (PDMyV)
“Escala de Atribución de la responsabilidad”. Lila, 
Herrero & Gracia. 2008. (ARS)
“Listado de síntomas psicopatológicos”. Gonzalez de 
Rovera et al. 2002. (SCL-90)
“Guía para la valoración del riesgo de Comportamientos 
Violentos” CH. D. Webstert, K. S. Douglas, D, Eaves, y 
S, Hart  2005 (HCR-20)
PAI (Inventario evaluación de la personalidad), Leslie 
C. Morey. Adaptació 2011 M. Ortiz-Tall; P. Santamari; V. 
Cardenal; Ma. P. Sánchez
Sexual Violence Risk-20 (SRV-20)
Violence Risk Appraisal Guide (VRAG)
Rapid Risk Assessment for Sexual Offense Recidivism 
(RRASOR)
Assessing Risk for Violence (HCR-20) (Webster et al., 
1997)
Psychopathy Checklist-Revised (PCL-R) (Hare, 1991)
Violent Risk Appraisal Guide (VRAG) (Harris, Rice y 
Quinsey, 1993, 2008; Quinsey et al., 1998).

Fuente: elaboración propia
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El servicio de apoyo a la implementación y el desarrollo de programas 
para la ejecución de medidas penales alternativas (MPA) establece tres 
figuras diferenciadas (coordinación, delegados para la supervisión de la 
ejecución de medidas penales alternativas y gestor de recursos) que pueden 
desempeñar de manera transversal profesionales de seis titulaciones, incluida 
la Criminología. El objetivo principal del servicio son las “actuaciones de 
apoyo socioeducativo […] dirigidas a las personas que deben cumplir penas y 
medidas alternativas a la privación de libertad”. Entre las principales funciones 
de los delegados y delegadas se encuentran las “tareas de evaluación y 
gestión de riesgos [...]. Será necesario tener en cuenta la perspectiva de la 
víctima y llevar a cabo las medidas que se consideren oportunas al respecto”. 
Las funciones a las que se hace referencia aquí son las de la criminología.

El servicio para la implementación de los programas de formación en 
seguridad vial y responsabilidad comunitaria establece que la entidad 
contratante deberá designar a un coordinador o coordinadora. Por su parte, los 
técnicos deben tener conocimientos sobre gestión de riesgos. 

El servicio de gestión de plazas para el tratamiento de las 
drogodependencias de personas sometidas a medidas alternativas 
de internamiento en centros de deshabituación cuenta con un equipo 
multidisciplinar formado por: un psicólogo/a y educadores sociales, además de 
contar con la posibilidad de disponer (adscrito también a otros servicios) con el 
apoyo de un trabajador/a social, un médico, un abogado/a y un gestor/a laboral. 
A pesar de este carácter multidisciplinar, se pasa por alto la criminología, que 
podría aportar una perspectiva integral, preventiva y reparadora en relación con 
la víctima. 

Los servicios para la implementación y el desarrollo de programas de 
formación y tratamiento de la violencia incluyen la figura del coordinador, 
sin especificar ninguna titulación. En este sentido, se considera conveniente 
establecer como requisito la posesión de una titulación en Criminología. En 
cuanto a los y las profesionales encargados de prestar el servicio, los requisitos 
del programa especifican herramientas de valoración de riesgos e inventarios 
que no se utilizan exclusivamente en psicología y que, de hecho, forman parte 
de los contenidos docentes de la titulación en Criminología. No obstante, en la 
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actualidad, la figura profesional está limitada exclusivamente a la titulación en 
Psicología. Hay que tener en cuenta que el criminólogo o criminóloga cuenta 
con experiencia en gestión de riesgos y domina las funciones específicas del 
programa.

26. Servicios de unidades dependientes y recursos residenciales

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2018-562.                       
2018 - Servicio de 
gestión de 14 unidades 
dependientes para la 
reinserción de personas 
internas 

JU-2024-6.                                            
2024 - Gestión de 17 
unidades dependientes 
para la reinserción en los 
centros penitenciarios 

Responsable de la unidad dependiente (todos los 
lotes) 

Debe estar en posesión de una licenciatura, grado 
o diplomatura en Psicología, Criminología, Derecho, 
Trabajo Social o Educación Social o de titulaciones 
equivalentes, que se consideran adecuadas para 
prestar el servicio. 

Personal integrador social (todos los lotes) 

Debe estar en posesión de un título de técnico superior 
en Integración Social. 

Educador/a social o trabajador social (lotes 1 y 17) 

Debe estar en posesión de un título universitario en 
Educación Social o Trabajo Social. 

Psicólogo/a (lote 10) 

Debe estar en posesión de un título universitario en 
Psicología. 

Técnico de inserción laboral (lote 17) 

Debe estar en posesión de una titulación de grado 
superior en Integración Social, una licenciatura, un 
grado o una diplomatura en Psicología, Criminología, 
Derecho, Trabajo Social o Educación Social, o de 
titulaciones equivalentes que se consideren adecuadas 
para prestar el servicio. 
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

JU-2018-411
2018 - Servicio de 
gestión de 11 recursos 
residenciales para 
la reinserción de la 
población interna

JU-2019-20031.
2019 - Servicio de 
gestión de un recurso 
residencial en Girona 
para la reinserción de la 
población interna

Responsable de coordinar el recurso residencial
Debe estar en posesión de un título de grado en 
Psicología, Educación Social o Trabajo Social, o de una 
titulación equivalente. 

Educador o trabajador social, en los lotes 
necesarios.

Grado universitario en Educación Social, Trabajo Social, 
o de una titulación equivalente.

Técnico/a de integración social, en los lotes 
necesarios.

Con formación como técnico/a en integración social o 
trabajador/a familiar (ciclos formativos).

Responsable de coordinar el recurso residencial: 
debe estar en posesión de una licenciatura o un grado 
en Psicología, Pedagogía, Criminología o Derecho, o 
de una diplomatura o un grado en Educación Social o 
Trabajo Social.

Personal técnico (educador o trabajador social): 
este personal técnico debe estar en posesión de un 
título de diplomatura o grado en Educación Social o 
Trabajo Social.

2023 - SMOSS Servicio 
de gestión para 16 
recursos residenciales. 
JU-2023-21

Responsable de la coordinación del recurso 
residencial: debe estar en posesión de un título de 
grado en Psicología, Educación Social, Trabajo Social, 
Criminología o una titulación equivalente. Sus funciones 
son las siguientes:

Profesional:  educador/a social o trabajador/a social

Técnico de integración social, en los lotes necesarios.
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2023 - Servicio de 
gestión de un recurso 
residencial en Girona. 
JU-2023-28

Responsable de coordinación: debe estar en 
posesión de un título de grado en Psicología, 
Criminología, Pedagogía, Educación Social o Trabajo 
Social, o de una titulación equivalente.

Profesional: educador/a o trabajador/a social. Grado 
universitario en Educación Social, Trabajo Social o título 
equivalente.

Técnico/a de integración social.

2025 - Servicio de 
gestión de tres recursos 
residenciales. PREVI-
JU-2025-9

Responsable de coordinación: debe estar en 
posesión de un título de grado en Psicología, 
Criminología, Pedagogía, Educación Social o Trabajo 
Social, o de una titulación equivalente.

Profesional: educador/a social o trabajador/a social: 

Técnico/a de integración social, en los lotes 
necesarios. 

Fuente: elaboración propia

El servicio 2024 - Gestión de 17 unidades dependientes para la reinserción 
en centros penitenciarios establece dos figuras en todos los lotes, incluida la 
plaza de responsable de unidad dependiente, a la que pueden optar personas 
tituladas en cinco disciplinas diferentes, entre ellas la criminología. En cuanto 
al cargo de integrador o integradora social, solo se puede acceder a él tras 
cursar un ciclo superior en Integración Social. También establece la figura del 
psicólogo (lote 10), la de educador o trabajador social (lotes 1 y 17) y la de 
técnico de inserción laboral (lote 17), a las que pueden optar las mismas cinco 
disciplinas que para el puesto de responsable, así como las personas tituladas 
en Integración Social. Los responsables de las unidades forman parte de las 
juntas de tratamiento de los centros penitenciarios, con voz pero sin voto, y, 
en la práctica, desempeñan las mismas funciones que el tutor/a de los centros 
penitenciarios (además de coordinar la unidad y a su personal). Hay que tener 
en cuenta que se exigen unos requisitos específicos inherentes a la disciplina 



116

que se analiza en este informe. 

En lo que respecta a los recursos residenciales de los centros penitenciarios:

El 2023 - SMOSS Servicio para la gestión de 16 recursos residenciales 
establece la figura del responsable del recurso residencial, que puede 
desempeñarse con cuatro titulaciones, entre ellas la de Criminología. A los 
servicios Gestión de un recurso residencial en Girona y 2025 - Servicio de 
gestión de tres recursos residenciales pueden optar al mismo puesto de 
responsable del servicio profesionales de cinco titulaciones. En ambos servicios 
se menciona la figura de educador social o trabajador social. Se propone incluir 
un título en Criminología, con preferencia para las plazas de coordinación 
del servicio. Del mismo modo, se propone cambiar la denominación de estas 
figuras por la de “técnicos de inserción”.

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2019 - Servicios de 
intervención en materia 
de adicciones. JU-2019-
20027

Dos terapeutas profesionales con una diplomatura 
o un grado en Trabajo Social, Educación Social, o una 
licenciatura en Psicología, Pedagogía o Criminología. 
Uno de ellos debe tener experiencia con personas que 
padecen adicción al alcohol, y el otro profesional debe 
tener experiencia con personas que padecen adicción 
al juego patológico.

LOTE 2
Una persona encargada de la coordinación, con 
diplomatura/grado en Trabajo Social, Educación 
Social o licenciatura/grado en Psicología, Pedagogía, 
Criminología o Derecho. 

Y un o una terapeuta profesional con diplomatura/
grado en Trabajo Social, Educación Social, o 
licenciatura/grado en Psicología, Pedagogía o 
Criminología.

Tabla 27. Servicios relacionados con las drogodependencias en los 
centros penitenciarios
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2020 - Servicio de 
intervención en conductas 
adictivas. JU-2020-163

Lotes 1, 2 y 3 (comunidades terapéuticas)

Equipo multidisciplinar compuesto, como mínimo, 
por los siguientes profesionales: una persona con 
licenciatura/grado en Psicología, una persona con 
diplomatura/grado en Trabajo Social y otra con 
diplomatura/grado en Educación Social.

Lotes 4 y 5 (pisos de inserción)

Equipo multidisciplinar compuesto, como mínimo, 
por los siguientes profesionales: una persona con 
licenciatura/grado en Psicología, una persona con 
diplomatura/grado en Trabajo Social y otra con 
diplomatura/grado en Educación Social o un ciclo 
superior en Integración Social.

Lotes 6, 7 y 8 (centros de día)

Equipo multidisciplinar compuesto, como mínimo, 
por los siguientes profesionales: una persona con 
licenciatura/grado en Psicología, una persona con 
diplomatura/grado en Trabajo Social y otra con 
diplomatura/grado en Educación Social.

2021 - Servicio para el 
control del consumo de 
sustancias tóxicas entre 
las personas internas. 
JU-2021-134

El adjudicatario debe contar con el personal necesario 
para prestar el servicio.

Fuente: elaboración propia

El 2019 - Servicio de intervención en adicciones incluye la figura del 
terapeuta profesional, a la que pueden optar personas tituladas en cinco 
disciplinas, entre ellas la Criminología (lote 1). Se añade al lote 2 la figura de 
coordinación del servicio, con las mismas características. 

El 2020 - Servicio de intervención en conductas adictivas se divide en 
los siguientes lotes: 1, 2 y 3 (comunidades terapéuticas), 4 y 5 (pisos de 
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inserción), 6, 7 y 8 (centro de día), 9 (adicciones al alcohol y al juego patológico 
en Lleida), 10, 11 y 12 (seguridad vial) y 13 (adicciones en el CP Ponent). En 
las comunidades terapéuticas se requiere, como mínimo, una persona con 
titulación en Psicología, otra en Educación Social y una tercera en Trabajo 
Social. No se puede pasar por alto la criminología al considerar las funciones 
que deben desempeñar los y las profesionales, y de acuerdo con los requisitos 
de otros servicios similares en el ámbito de la drogodependencia (como se 
puede observar en licitaciones anteriores para el mismo servicio), así como 
de otros servicios de intervención en justicia juvenil y medidas penales 
alternativas.  

En estos dos programas, se propone incluir la titulación en Criminología, así 
como la figura del técnico de inserción, junto con las demás disciplinas que ya 
constaban en ellos. 

El servicio de adicciones al alcohol y al juego patológico incluye cinco 
titulaciones, entre ellas una en Criminología. El servicio de seguridad vial, 
por el contrario, solo es accesible para quienes posean un título en Psicología, 
mientras que la Criminología se incluye en el servicio de programas formativos 
en seguridad vial de medidas penales alternativas. El servicio de adicciones 
de Ponent especifica que el equipo multidisciplinar debe estar compuesto 
por al menos una persona con una licenciatura/grado en Psicología, dos 
personas tituladas en Educación Social y una persona dinamizadora de ocio 
sociocultural. En este caso, aunque no se excluye la criminología, se propone 
establecerla como una figura diferenciada, al igual que las demás disciplinas. 
Las funciones asignadas al psicólogo o psicóloga no difieren de las de los 
servicios mencionados anteriormente en el ámbito de las drogodependencias. 
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2019 - Servicios de 
intervención terapéutica 
para personas internas 
con conductas violentas. 
JU-2019-20033

Coordinadora del servicio: diplomatura/grado en 
Trabajo Social, Educación Social, o licenciatura/grado 
en Psicología, Pedagogía, Criminología o Derecho.

Terapeuta/psicólogo: diploma/grado en Trabajo Social, 
Educación Social, o licenciatura/grado en Psicología, 
Pedagogía, Criminología o Derecho, y un máster en 
Terapia Familiar Sistémica para el lote 2.

2020 - Servicio 
especializado dirigido a 
la población interna de 
los centros penitenciarios 
de Cataluña que 
ha mostrado 
comportamientos 
violentos, mediante 
el desarrollo de un 
programa de intervención 
terapéutica, con el 
objetivo de reducir el 
riesgo de reincidencia y 
promover la rehabilitación 
y la reinserción social. 
JU-2020-169

Coordinadora del servicio: diplomatura/grado en 
Educación Social, Trabajo Social o licenciatura/grado en 
Criminología, Pedagogía o Psicología.

Personal técnico: licenciatura/grado en Psicología, con 
un máster en Terapia Familiar Sistémica para el lote 2. 
Licenciatura/grado en Psicología para los lotes 3, 4, 5 y 
6.

2024 - Programa 
postpenitenciario. JU-
2024-12

2018 - Servicio de 
desarrollo del programa 
de transición de la prisión 
a la comunidad. JU-2018-
493

Coordinador/a con formación universitaria (licenciatura/
grado) en uno de los siguientes campos: Psicología, 
Derecho, Criminología, Sociología, Educación Social o 
Trabajo Social.

Personal técnico: con formación universitaria 
(licenciatura/grado) en alguno de los siguientes 
campos: Psicología, Derecho, Criminología, Sociología, 
Educación Social o Trabajo Social.

Tabla 28. Servicios de intervención terapéutica con violencias en los 
centros penitenciarios y servicio CP Postpenitenciario y de transición a la 
comunidad.

Fuente: elaboración propia
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Los servicios de intervención ante la violencia en los centros 
penitenciarios incluyen la figura de coordinación, que pueden desempeñar 
seis disciplinas diferentes, entre ellas la criminología. En 2019 se contempló la 
posibilidad de que profesionales de esas mismas disciplinas pudieran acceder 
a la figura de terapeuta o psicólogo, siempre que estuvieran en posesión de 
un título de máster en Terapia Sistémica. Hay que tener en cuenta el tipo de 
intervención y las funciones requeridas, tareas que un criminólogo puede 
desempeñar perfectamente. 

El servicio postpenitenciario requiere las figuras de coordinación y personal 
técnico. En ambos casos, la Criminología figura entre las seis titulaciones 
con las que se puede acceder a estos cargos. Hay que tener en cuenta la 
preparación que ofrece la criminología a los profesionales en materia de 
evaluación de la reincidencia y factores de riesgo.

Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2020 - Servicio de 
atención y prevención del 
VIH en mujeres internas 
JU-2020-26.

2022 - Servicio de 
atención y prevención del 
VIH en mujeres privadas 
de libertad. JU-2022-
12	

Coordinación: figura de un psicólogo o psicóloga 
encargado de la coordinación con grado o licenciatura en 
Psicología.

Técnicos: titulación de grado o licenciatura en los ámbitos 
de ciencias sociales y jurídicas, ciencias de la salud, 
humanidades u otras áreas equivalentes. 

Tabla 29. Servicios de CP VIH, CP Discapacidad, CP Círculos y CP 
Dinamizadores deportivos y veraniegos
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2023 - Servicio de apoyo 
a la rehabilitación, la 
reinserción y la inclusión 
social de las personas 
con discapacidad 
intelectual y del desarrollo 
(DID) que se encuentran 
internas en los centros y 
servicios penitenciarios 
de Cataluña. JU-
2023-6	

2023 - SMOSS Servicio 
para el Programa 
Círculos de Apoyo y 
Responsabilidad. JU-
2023-30

2020 - Servicio para el 
Programa Círculos de 
Apoyo y Responsabilidad, 
CerclesCat, dirigido 
a personas que han 
cometido delitos 
sexuales. JU-2020-168

Equipo multidisciplinar: preferiblemente procedente 
de los ámbitos de la educación social, el trabajo social, 
el derecho, la criminología, la pedagogía, la psicología 
u otras disciplinas vinculadas con las ciencias sociales. 
Como mínimo, debe estar compuesto por los siguientes 
profesionales: un coordinador/a, tres educadores/as, un 
psicólogo/a, un/a terapeuta ocupacional y un trabajador/a 
social.

Coordinación: titulación en Psicología. 

Educador/a social: titulación en Educación Social.

Psicólogo/a: titulación en Psicología.

Terapeuta ocupacional:  título universitario en el ámbito 
de las ciencias de la salud o sociales, preferiblemente 
como terapeuta ocupacional, capaz de desempeñar las 
funciones descritas.

Trabajador/a social: titulación en Trabajo Social. 

La persona coordinadora de la unidad de apoyo: debe 
estar en posesión de una licenciatura, un grado o una 
diplomatura en Psicología, Criminología, Trabajo Social, 
Educación Social, Derecho o una titulación equivalente.

Personal técnico especializado: en posesión de una 
licenciatura, un grado o una diplomatura en Psicología, 
Criminología, Trabajo Social, Educación Social o una 
titulación similar, dada la especificidad de la materia. 

Técnico/a dinamizador/a del voluntariado: debe 
estar en posesión de una licenciatura, un grado o una 
diplomatura en Psicología, Criminología, Trabajo Social, 
Educación Social o una titulación equivalente. 

Persona coordinadora del Círculo: debe estar en 
posesión de una licenciatura, un grado o una diplomatura 
en Psicología, Criminología, Trabajo Social, Educación 
Social o una titulación equivalente, dada la especificidad 
de la materia. 
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Contrato Tipos de puestos de trabajo y requisitos de acceso

2023 - Servicio de 
dinamización estival en 
los centros penitenciarios 
y los centros abiertos de 
Cataluña. JU-2023-184

2020 - Servicio de 
dinamización estival para 
centros penitenciarios 
y centros abiertos. JU-
2020-167

Coordinador/a: no se especifica.

Personal dinamizador: como mínimo, debe estar en 
posesión de una titulación de técnico de grado medio o 
equivalente en el ámbito de las ciencias sociales o: 
•	 Animación de actividades físicas y deportivas. 
•	 Animación sociocultural y turística. 
•	 Monitor/a de ocio. 
•	 Integración social. 
•	 Mediación comunicativa. 
•	 Promoción de la igualdad de género. 
•	 Producción de materiales audiovisuales y 

espectáculos. 

Fuente: elaboración propia

Los servicios de atención y prevención del VIH en los centros 
penitenciarios reservan la figura de coordinación exclusivamente a quienes 
posean una titulación en Psicología, mientras que, en el apartado de personal 
técnico, se incluye la Criminología junto con otros profesionales de las ciencias 
sociales y jurídicas, las ciencias de la salud, las humanidades o ámbitos 
equivalentes.

El servicio de apoyo a las personas con discapacidad debe contar con un 
equipo multidisciplinar al que preferentemente accedan los titulados en seis 
disciplinas de las ciencias sociales, entre ellas la Criminología. No obstante, se 
establece que solo las personas tituladas en Psicología podrán optar al puesto 
de coordinación. 

El servicio Programa Círculos crea un puesto de coordinador de la unidad de 
apoyo, abierto a como mínimo cinco titulaciones, entre ellas Criminología. No 
obstante, este servicio lo presta el personal técnico especializado, la persona 
técnica dinamizadora del voluntariado y la persona coordinadora del Círculo. 
Se propone la introducción de la figura del criminólogo o criminóloga como 
técnico experto en valoración de riesgos. Y en el ámbito de la dinamización 
deportiva, se propone incluir la criminología en las mismas condiciones que las 
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demás disciplinas, tanto en la función de coordinación como en la de técnico. 

El servicio de dinamización deportiva incluye una figura técnica y una 
de coordinación, a las que se puede acceder a través de cinco titulaciones, 
pero entre las que no se incluye la Criminología. Tres de estas titulaciones 
corresponden a Psicología, Trabajo Social y Educación Social, y las funciones 
son las mismas para el personal técnico.

En general, la presencia de personas tituladas en Criminología en los contratos 
externalizados es insuficiente, a pesar de su competencia en comparación 
con las demás titulaciones exigidas en los distintos contratos. Sin embargo, no 
se exige una titulación específica en Criminología, como ocurre, por ejemplo, 
con Psicología, Derecho, Trabajo Social o Educación Social (titulaciones del 
ámbito de las ciencias sociales).73 Sí que se requieren personas tituladas en 
Criminología cuando el perfil profesional especificado en los contratos públicos 
está abierto a diversos profesionales con titulación universitaria del ámbito 
de las ciencias sociales. La titulación en Criminología se tiene en cuenta 
para puestos de coordinación, técnicos o de monitores, siempre como último 
recurso. 

Del mismo modo, se observa que, en los casos en que el puesto está 
directamente relacionado con las competencias y funciones de la criminología, 
el contrato no la exige como titulación específica. También se observa cierta 
incoherencia entre los servicios, ya que, en ocasiones, permite la contratación 
interdisciplinar a través de la figura del monitor, mientras que, en otras, 
descarta la contratación de personas con títulos superiores.  

Teniendo en cuenta los objetivos de los servicios analizados, la figura 
del responsable o coordinador prevista en el contrato debería reservarse 
exclusivamente a personas tituladas en Criminología, ya que es esta 
disciplina la que ofrece una perspectiva multidisciplinar y especializada sobre 
la intervención relacionada con la ejecución penal: la gestión de riesgos, 
la prevención de conflictos, la evaluación de los factores protectores y la 

73 Con la excepción de la Psicología, aunque se considera una ciencia afín. 
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perspectiva restaurativa de la ejecución penal, aspectos que otras disciplinas 
de las ciencias sociales no pueden ofrecer de manera integrada. En el caso 
de los servicios que incluyen la figura del educador o trabajador social, pero 
formulada de manera genérica (con la posibilidad de que ocupen el cargo 
profesionales con diferentes titulaciones), se considera positivo un cambio en 
la denominación del puesto, que podría pasar a llamarse “técnico de inserción”; 
así como añadir Criminología como la titulación preferente, junto a la que ya se 
incluye por defecto.

6.3. Programas temporales

Los programas temporales son instrumentos destinados a satisfacer 
necesidades específicas de la Administración pública, como iniciativas 
puntuales o proyectos que no requieren una estructura permanente. Estos 
programas se llevan a cabo mediante la contratación temporal de personal 
interino y tienen una duración máxima de tres años (artículo 10.1.c del 
TREBEP).74 La creación de un programa temporal requiere la aprobación 
del Gobierno, especialmente cuando la financiación procede de recursos 
ordinarios. También requiere el informe previo de la Comisión Técnica de la 
Función Pública. Cada programa debe detallar su objeto, finalidad, tareas que 
se llevarán a cabo, necesidades de personal, características, orientación de 
las actuaciones, dependencia administrativa, duración y financiación.75  Las 
convocatorias para cubrir los puestos relacionados con estos programas deben 
publicarse en el ATRI.

Estos programas han sido aprobados en el marco del Plan Estratégico de 
Ejecución Penal en Adultos76 elaborado por el Departamento de Justicia con el 
fin de cumplir los objetivos 2, 10, 11 y 12 del plan.  

74 Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.  

75 Acuerdo del Gobierno, de 13 de junio de 2017, sobre criterios para la formalización de 
nombramientos y contrataciones de personal temporal en la Administración de la Generalitat de 
Cataluña y su sector público.

76 En adelante, PEEPA.
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Nombre e identificador CIDO de los programas temporales

PT para abordar los incidentes 
relacionados con el comportamiento 
suicida de las personas internas 
y la conducta violenta que sufren 
los profesionales en los centros 
penitenciarios de Cataluña. 
16218589	

PT para la puesta en marcha del 
plan piloto de evaluación previa de la 
implantación de unidades de intervención 
compensatoria77  en los centros 
penitenciarios de Cataluña. 17668524

PT para promover la mediación y otros 
métodos alternativos de resolución de 
conflictos a escala local y acercarlos 
a la ciudadanía a través del Centro de 
Mediación de Cataluña. 16425382

PT de atención inicial en sede judicial a las 
víctimas de violencia machista. 17219507

PT para la aplicación del Plan de 
Mejora de las Unidades de Valoración 
Forense Integral del Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses 
de Cataluña, así como los equipos de 
asesoramiento técnico penal.

PP Corrupción pública

Tabla 30. Programas temporales

Fuente: elaboración propia

77 En adelante, UIC.

Dado que el programa destinado a abordar los incidentes relacionados 
con las conductas suicidas de las personas internas y las conductas 
violentas que sufre el personal de los centros penitenciarios catalanes se 
prorrogará hasta el 28 de febrero de 2027, las propuestas formuladas podrán 
llevarse a cabo tanto si se prorroga el programa como si se crean nuevos 
servicios relacionados con él.

El objetivo del programa es la implementación de un modelo de intervención 
con medidas concretas para prevenir los suicidios y las conductas autolesivas 
entre la población penitenciaria, así como reducir los comportamientos 
violentos mediante el control de los procedimientos de seguridad y de 
supervisión interior en los centros penitenciarios. Se propone introducir esta 
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figura profesional con el fin de aportar una perspectiva interdisciplinaria 
que contribuya al objetivo del programa. Los conocimientos que poseen las 
personas tituladas en Criminología en materia de ejecución penal, ya que 
conocen tanto el sistema de base como el ámbito de la seguridad, provocan 
que su contribución pueda ser doble. Considerando los objetivos generales 
y específicos del programa, recogidos en la tabla 31, no puede pasarse por 
alto la aportación de la Criminología en relación con el conocimiento y la 
aplicación del método científico; el diseño, la implementación y la evaluación 
de programas y estrategias de prevención; la capacidad de análisis y gestión 
del riesgo de la delincuencia; la atención integral a la víctima, y al análisis y la 
resolución de conflictos. 

Objetivo general Objetivo específico

Reducir los factores de riesgo y los 
desencadenantes de las conductas 
autolesivas.

Reducir el impacto de las medidas 
coercitivas y del régimen cerrado.

Disminuir los suicidios y las 
autolesiones entre la población interna.

Evaluar la intervención con las personas 
internas de alta complejidad.

Mejorar la atención a las familias tras 
la notificación del fallecimiento de la 
persona interna.

Evitar el deterioro y el aislamiento 
prolongado de las personas internas.

Mejorar la atención a las familias tras 
la notificación del fallecimiento de la 
persona interna.

Facilitar la vuelta a la socialización 
habitual.

Garantizar la atención y el apoyo a las 
personas supervivientes de un suicidio 
(familiares y allegados, personas 
internas que tenían una relación 
cercana con la persona fallecida), así 
como a los profesionales vinculados de 
manera directa con el caso.

Garantizar una investigación, un análisis y 
una gestión de la información adecuados.

Tabla 31. Objetivos del programa para abordar los incidentes relacionados 
con el comportamiento suicida de las personas internas y la conducta 
violenta que sufren los profesionales de los centros penitenciarios de 
Cataluña
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Objetivo general Objetivo específico

Reducir las agresiones y las lesiones a 
los funcionarios.

Mejorar la coordinación entre los distintos 
agentes que intervienen en la labor 
penitenciaria (personal de tratamiento, 
servicio interior y personal de mando), con 
el fin de prevenir o anticipar determinados 
tipos de incidentes, basándose en 
la especialización del análisis del 
comportamiento violento de las personas 
internas.

Mejorar el comportamiento positivo 
de las personas internas en riesgo 
extremo de violencia.

Fuente: elaboración propia

El programa para la puesta en marcha del plan piloto de evaluación previa 
de la implantación de unidades de intervención compensatoria78  en los 
centros penitenciarios de Cataluña, que se inició el 15 de julio de 2024 y 
se prolongará hasta 2027, tiene los siguientes objetivos: definir el modelo de 
intervención integral para los equipos multidisciplinares y los protocolos de 
funcionamiento de estas unidades; evaluar la implantación de las unidades, y 
realizar un diagnóstico de la eficacia de la intervención mediante la valoración 
de su eficiencia y adecuación al modelo de intervención, de la eficacia en 
función de los resultados específicos en las personas atendidas, de la mejora 
del clima ambiental y la convivencia en los centros penitenciarios, y del grado 
de consecución de los objetivos globales (el proceso de recuperación de la 
autonomía personal que permite el retorno a una unidad de vida ordinaria). 
El programa se desarrolla en dos fases: la primera en 2024 y la segunda en 
2025, con el fin de implementar las unidades de Mas d’Enric, Lledoners, Joves 
y Brians 2. Una vez evaluadas todas las fases, se implementaría en el resto de 
centros penitenciarios catalanes.

Las UIC son espacios residenciales dentro de los centros penitenciarios 
de régimen ordinario, diferenciadas de los módulos de vida cotidiana y de 

78 En adelante, UIC.
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las unidades psiquiátricas, destinadas a personas penadas con perfiles de 
vulnerabilidad acumulada que no cumplen los requisitos para ingresar en las 
unidades psiquiátricas: personas con discapacidad intelectual, funcionamiento 
intelectual límite, trastornos mentales, adicciones graves, o fragilidad 
emocional o física. En ellas se concentran los recursos y las herramientas 
más adecuados para intervenir en esta vulnerabilidad. El objetivo de esta 
intervención especializada es mejorar el tratamiento y las condiciones de vida 
de las personas, así como el clima social y emocional de quienes interactúan 
en los centros. Cada unidad está compuesta por una figura de coordinación, un 
psicólogo o psicóloga, cinco profesionales de educación social, una persona 
titulada en Trabajo Social, tres jefes o jefas de unidad y diecisiete técnicos o 
técnicas especialistas de servicios penitenciarios.79

Se autorizó a cincuenta y siete profesionales a poner en marcha las unidades 
en dos centros penitenciarios,80 con un puesto de coordinación del programa 
que requería una titulación del cuerpo superior de la Administración en 
Derecho, Psicología o Pedagogía,81 o del cuerpo de diplomatura en Educación 
Social o Trabajo Social.82 Diez puestos de diplomado en Educación Social, dos 
de superior en Psicología, dos técnicos o técnicas superiores con requisitos de 
derecho y dos puestos para personas diplomadas en Trabajo Social; 6 puestos 
de jefe o jefa de unidad (cuerpo de diplomatura, servicios penitenciarios, grupo 
A, subgrupo A2 y cuerpo técnico de especialistas, servicios penitenciarios del 
grupo C, subgrupo C1, nivel 19).

Se convocó un proceso de selección para crear una bolsa de trabajo y disponer 
de efectivos en régimen de interinidad del cuerpo técnico de especialistas,83 
que forman parte del personal encargado de velar por la seguridad, el orden y 

79 El Departamento de Salud también interviene e incorpora a un psicólogo clínico, un 
enfermero y un terapeuta ocupacional.

80  Primera fase del plan piloto.

81 Grupo A, subgrupo A1.

82 Grupo A, subgrupo A2, nivel 24.2.

83 N.º de ref. JUS/0912/2024 de la Generalitat de Cataluña, grupo de servicios penitenciarios 
en los centros penitenciarios adscritos a la Dirección General de Asuntos Penitenciarios del 
Departamento de Justicia y Calidad Democrática. Personal seleccionado para la segunda fase 
y las fases posteriores del plan.
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la convivencia en el centro penitenciario, así como de llevar a cabo actividades 
destinadas a garantizar los derechos de las personas internas y garantizar 
el cumplimiento de sus obligaciones, entre otras funciones. Aunque el título 
académico mínimo exigido es bachillerato, en este proceso se valoran las 
titulaciones académicas que superen el nivel requerido para participar, con 
un máximo de seis puntos a las licenciaturas o grados en Criminología, 
Derecho, Psicología, Pedagogía, Trabajo Social y Educación Social, así como 
dos puntos para las diplomaturas o equivalentes de las mismas disciplinas 
mencionadas. Dada la complejidad de las unidades, se propone que la figura 
de coordinación sea desempeñada por una persona titulada en Criminología, 
así como la incorporación adicional de la figura del criminólogo o criminóloga 
a cada unidad. Los fundamentos relativos a las competencias y funciones 
son similares a los establecidos para el programa anterior: una visión integral 
y orientada a la seguridad es fundamental para la aplicación y el desarrollo 
de este programa, al igual que la interdisciplinariedad y la capacidad del o la 
profesional para integrar lo global y la vulnerabilidad y el riesgo tanto de las 
personas condenadas como de los propios profesionales. La incorporación de 
la perspectiva criminológica será de gran ayuda para alcanzar los objetivos.  

El programa para promover la mediación y otros métodos alternativos de 
resolución de conflictos en el ámbito local y acercarlos a la ciudadanía 
desde el Centro de Mediación de Cataluña depende de la Dirección General 
de Derecho, Entidades Jurídicas y Mediación (DGDEJM), y tiene una duración 
prevista de dos a tres años (aproximadamente hasta 2027). El objetivo es 
“diseñar e implementar una red para la promoción y la difusión de la mediación 
en el ámbito local en todo el territorio catalán, en consonancia con las políticas 
públicas de prevención, la gestión y la resolución extrajudicial de conflictos 
en Cataluña, con el fin de crear la estructura territorial necesaria para mejorar 
el acceso de la ciudadanía de Cataluña a la mediación y a otros medios 
alternativos de resolución de conflictos, y garantizar el derecho a una segunda 
oportunidad” (Generalitat 2023).84  El resultado de todo el proyecto será la 
creación de una red local de mediación interadministrativa (XALOM) dirigida 
por la DGDEJM. Dada la interdisciplinariedad de la figura de las personas 

84 Acuerdo GOV/241/2023, de 21 de noviembre, por el que se crea el programa temporal para 
fomentar la mediación y otros métodos alternativos de resolución de conflictos en el ámbito 
local y acercarlos a la ciudadanía desde el Centro de Mediación de Cataluña.
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facilitadoras, mediadoras y especialistas en resolución de conflictos en general, 
y teniendo en cuenta que el Colegio Oficial de Criminología de Cataluña forma 
parte del Comité Asesor para la Promoción de la Mediación del Centro de 
Mediación Privada de Cataluña desde el momento de la creación del colegio, 
proponemos que la Criminología no se deje de lado y se dé a conocer en la 
citada red con la misma consideración que las demás titulaciones. Asimismo, 
si se recomienda la creación de puestos de trabajo a escala local o el uso 
privado de métodos alternativos de resolución de conflictos, proponemos que 
se aproveche cualquier figura de nueva creación, aunque sea compartida con 
otros servicios, de modo que la disciplina pueda tener cabida en este ámbito.

El Programa de Atención Inicial en Sede Judicial para Víctimas de 
Violencia Machista (VIMAS) se basa en la necesidad de reorganizar las 
OAVD y se llevará a cabo del 1 de junio de 2024 al 31 de mayo de 2027. Su 
desarrollo implica la reorganización de las OAVD, con el fin de ofrecer un nuevo 
servicio integral que incluya las funciones que anteriormente desempeñaba el 
servicio externalizado de SAVD, tal y como se ha mencionado anteriormente. 
El programa tiene como objetivo evaluar las necesidades de las víctimas 
promoviendo la descentralización de los servicios, con el fin de satisfacer 
las demandas de los órganos y las oficinas judiciales de todos los partidos 
judiciales de Cataluña. En abril de 2024 se publicó una oferta85 para cubrir 
las necesidades de personal para el programa temporal. En las distintas 
OAVD se buscaba contratar a un técnico o técnica de gestión, uno de cuyos 
aspectos a valorar era tener una titulación de grado o diplomatura en materias 
relacionadas con los ámbitos social, jurídico o criminológico. Las funciones que 
se solicitaban eran: 

•	 Recibir, distribuir al equipo y hacer un seguimiento de las peticiones de los 
órganos judiciales y del Ministerio Fiscal para prestar acompañamiento en 
las comparecencias u otros procedimientos relacionados con las víctimas 
a las que se presta apoyo. Gestionar cualquier incidencia que pueda surgir 
(cancelaciones, bajas de profesionales, etc.).

•	 Introducir los datos de las demandas de los órganos judiciales en la 

85  JUS448-24 - 3 técnicos/as de gestión, A2-18.
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base de datos e informatizar el seguimiento de los expedientes y sus 
actualizaciones.

•	 Gestionar la documentación del programa.
•	 Elaborar los horarios anuales del personal asignado al programa y gestionar 

cualquier incidencia que pueda surgir para garantizar la prestación del 
servicio, incluyendo la permanencia en las guardias de los juzgados.

•	 Gestionar la tramitación de los traslados, así como las distintas situaciones 
laborales que puedan surgir durante el programa temporal (vacaciones, 
asuntos propios, bajas, permisos, sustituciones, etc.).

•	 Supervisar y controlar los procesos y las tareas de los que son 
responsables (documentación, plazos, información, llamadas, etc.).

•	 Preparar la documentación justificativa de la evolución del programa de 
conformidad con los requisitos establecidos en el presupuesto del Pacto del 
Estado contra la Violencia de Género. 86

La criminología aporta competencias específicas para participar en la gestión 
de programas con delincuentes y víctimas, así como en la gestión de casos y 
en la reparación a las víctimas, gracias a su visión integral del delito y a sus 
conocimientos de la gestión de riesgos. Además, la titulación se ha exigido en 
otros servicios similares de atención a la víctima, como la asistencia telefónica 
(SOV) y presencial, tal y como establece el programa actual. La tabla 32 
compara, de forma resumida, las funciones que exige el nuevo programa 
temporal y las del programa SAVD, ya finalizado.87  En este sentido, no se han 
encontrado motivos técnicos que justifiquen un trato arbitrario de la titulación al 
desempeñar tareas similares y con el mismo colectivo. La oferta actual podría 
limitarse al ámbito del trabajo social durante el resto del programa y considerar 
la incorporación de las personas tituladas en Criminología en este servicio u 
otros similares una vez finalizado el programa. 

86  En adelante, PEVG.

87 Excepto la primera función, que consiste precisamente en evaluar la adecuación de la 
respuesta a las nuevas funciones de la OAVD y la demanda de casos. Para ampliar las 
funciones del SAVD, recomendamos consultar PTT del servicio. 
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Nuevas funciones de la OAVD Objetivo específico del SAVD

Garantizar un apoyo presencial y 
cercano a todas las víctimas de 
violencia machista en su primera 
comparecencia ante los órganos 
judiciales y la fiscalía, incluso cuando 
dicha comparecencia tenga lugar en la 
guardia de estos órganos.

Efectuar un acompañamiento presencial 
a la víctima del delito el día del juicio oral, 
en el lugar y a la hora designados por 
el juzgado de lo penal y/o la audiencia 
provincial y, cuando proceda, proporcionar 
acompañamiento en procedimientos 
civiles.

Garantizar un apoyo integral a 
estas víctimas a lo largo de todo el 
proceso judicial y, cuando proceda, 
posteriormente, centrado en un único 
modelo de referencia profesional 
estable durante todo el periodo de 
atención, que actúe tanto como 
referente como correferente, con el fin 
de prevenir una posible revictimización.

Prestar la primera atención presencial 
en la sede de los juzgados de violencia 
sobre la mujer o de los juzgados con 
competencias en materia de violencia 
sobre la mujer, durante la guardia, antes, 
durante o después de la comparecencia, 
una vez presentada la denuncia (se 
dispone de un plazo máximo de 72 
horas para prestar declaración), según lo 
establecido en el programa marco para la 
reorganización de las oficinas de atención 
a la víctima del delito:

Derivar a la víctima a la OAVD 
correspondiente, siempre que se haya 
dictado una orden de protección y, en 
caso de que no se haya hecho, evaluar su 
derivación a la OAVD o a otros servicios 
especializados que se consideren 
adecuados, teniendo en cuenta las 
necesidades identificadas y la valoración 
de riesgo inicial de la víctima, siguiendo la 
guía de evaluación de necesidades y de 
riesgo en el ámbito familiar de las OAVD y 
la proximidad del recurso.

Tabla 32. Comparación entre OAVD y SAVD
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Nuevas funciones de la OAVD Objetivo específico del SAVD

Introducir las actuaciones llevadas a cabo 
por el servicio, tanto durante la guardia 
en el juzgado de violencia sobre la mujer 
como en el acompañamiento al juicio, en 
la base de datos propia de la DGEPCJJ 
dedicada a la atención a las víctimas, de 
conformidad con los requisitos técnicos de 
dicha unidad administrativa.

En todos los casos, los y las profesionales: 

a. Proporcionarán la contención emocional 
oportuna y, cuando proceda, llevarán a 
cabo una intervención en crisis.

b. Garantizarán la confidencialidad de los 
datos de las personas que son víctimas 
del delito.

Fuente: elaboración propia

Está previsto que el programa para la implementación del Plan de Mejora 
de las Unidades de Valoración Forense Integral88  del Instituto de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses de Cataluña y el refuerzo de los equipos de 
asesoramiento técnico y penal se desarrolle entre el 1 de noviembre de 
2023 y el 31 de diciembre de 2025.89   Su objetivo es convertir al Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses de Cataluña en un espacio común al que 
los órganos judiciales deban dirigir las solicitudes de actuaciones forenses en 
materia de violencia machista, así como mejorar las valoraciones forenses 
en esta materia, garantizando una respuesta más inmediata, más amplia (a 
todo el territorio de Cataluña), con una mayor profesionalización del personal 
y una respuesta general más eficiente. El programa incluye la ampliación 
del EATP. El objetivo de las UFVI, según el propio Departamento de Justicia, 
es “ofrecer una respuesta específica, especializada y coordinada entre los 

88  UFVI.

89 Con la posibilidad de una prórroga hasta 2028.
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distintos profesionales, que permita realizar un diagnóstico de la violencia de 
género más allá de la mera búsqueda de la sintomatología de una agresión 
concreta, mediante la emisión de informes periciales que proporcionen al juez 
o magistrado una valoración integral de todo el núcleo familiar, tanto de la 
situación de especial vulnerabilidad de las víctimas y de sus hijos, como de la 
del presunto agresor”. El protocolo operativo de la UFVI, redactado en 2019, ya 
establecía que la formación de los equipos debía ser “específica y adecuada 
para llevar a cabo las tareas que se les encomendaran. En este sentido, 
además de la especialización propia de su profesión, deben recibir formación 
en materia de perspectiva de género, derechos humanos, violencia de género, 
victimología y valoración del riesgo de violencia, además de sobre la legislación 
específica que regula la intervención con víctimas” (Generalitat, 2019).

El Ministerio de Justicia considera que estas unidades deben garantizar el 
asesoramiento técnico especializado, el diseño de protocolos de actuación, 
la recopilación y gestión de datos, así como la participación en la docencia y 
la investigación sobre la violencia de género. Afirma que la creación de estas 
unidades supuso el establecimiento de una prueba pericial forense de alta 
calidad que tiene en cuenta las perspectivas médica, psicológica y social, así 
como la evaluación de la víctima, el agresor, los entornos y las circunstancias, 
con el fin de proporcionar la máxima información posible para que el órgano 
competente pudiera decidir sobre los aspectos penales, la evaluación de la 
responsabilidad civil y las medidas de protección necesarias. 

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Integrales de 
Protección contra la Violencia de Género, establece que el enfoque de este 
tipo de violencia debe ser integral y multidisciplinar, con el fin de ofrecer una 
respuesta global que abarque aspectos preventivos, educativos, sociales, 
asistenciales y de atención posterior a las víctimas, así como los aspectos de 
carácter más jurídico (penales y civiles) que puedan afectar al ámbito familiar o 
al entorno de convivencia en el que se producen las agresiones. La ley permitía 
a Cataluña, en virtud de las competencias que le corresponden en materia 
de justicia, hacerse cargo de la organización y el desarrollo de los servicios 
forenses.

Las UFVI incluyen una evaluación forense realizada por profesionales de 
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la medicina, la psicología y el trabajo social. Hasta ahora, la criminología 
no se ha tenido en cuenta ni en las unidades de valoración ni en los EAP o 
EATAF. Aunque la evaluación y la práctica forense constituyen un área de 
especialización tan válida en esta disciplina como en medicina, psicología o 
trabajo social. La Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, por la que se modifica la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, establece en su artículo 
479.3 que los institutos de medicina legal y ciencias forenses deben contar con 
unidades de valoración integral, “de las que podrán formar parte los psicólogos 
y trabajadores sociales que se determine para garantizar, entre otras funciones, 
la asistencia especializada a las víctimas de violencia de género y el diseño de 
protocolos de actuación global e integral en los casos de violencia de género”. 
En ningún caso se indica que estas unidades no puedan contar con otros 
profesionales especializados.  

Por otra parte, los protocolos de valoración de riesgos y la formación en esta 
materia se basan en teorías criminológicas, con lo que podemos afirmar que 
forman parte del ADN de la criminología. 

Los artículos 18.1 y 18.3 del Instrumento de ratificación del Convenio del 
Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer 
y la violencia doméstica,90  que establece el protocolo operativo de las UFVI, 
disponen que “las partes tomarán las medidas legislativas u otras necesarias 
para proteger a todas las víctimas contra cualquier nuevo acto de violencia. [...] 
Velarán por que las medidas tomadas [...]:   

•	 Se basen en una comprensión fundamentada en el género de la violencia 
contra la mujer y la violencia doméstica, y se concentren en los derechos 
humanos y la seguridad de la víctima.

•	 Se basen en un enfoque integrado que tome en cuenta la relación entre 
las víctimas, los autores de los delitos, los niños y su entorno social más 
amplio. [...]

•	 Respondan a las necesidades específicas de las personas vulnerables, 

90  Conocido como Convenio de Estambul.
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incluso los hijos de las víctimas, y sean accesibles para ellos”.

En el mismo instrumento, el artículo 51.1, relativo a la valoración y gestión de 
riesgos, establece que:                 “las partes adoptarán las medidas legislativas 
o de otro tipo necesarias para que todas las autoridades pertinentes puedan 
llevar a cabo una valoración del riesgo de letalidad, de la gravedad de la 
situación y del riesgo de reincidencia de la violencia a efectos de gestionar el 
riesgo y garantizar, en su caso, la coordinación de la seguridad y el apoyo”. 

Como se ha señalado en repetidas ocasiones a lo largo de este informe, la 
criminología cuenta con los conocimientos necesarios para trabajar de manera 
integral con las víctimas de un delito, en plena consonancia con las funciones 
exigidas en las UFVI, los EATP y los EATAF, tal y como se refleja en las tablas 
11 a 20. 

El programa para la puesta en marcha del plan piloto de evaluación 
preliminar del modelo de atención a los menores víctimas de abusos 
sexuales de las unidades Barnahus desde los servicios de la Dirección 
General de Ejecución Penal en la Comunidad y Justicia Juvenil del 
Departamento de Justicia y Calidad Democrática, que comienza el 1 de julio 
de este año y se extiende hasta el 30 de junio de 2027, tiene como objetivo 
evaluar las necesidades y determinar la dotación de personal profesional 
del modelo de atención de las unidades Barnahus a menores víctimas de 
abusos sexuales.91  Su objetivo es realizar un diagnóstico del número de 
casos atendidos por ámbitos territoriales, nivel de complejidad y respuesta de 
los órganos judiciales a la estrategia Barnahus. También elaborar protocolos 
de actuación para los profesionales especializados, en coordinación con los 
otros departamentos implicados,92  y definir el modelo de los servicios de las 
unidades Barnahus y sus equipos multidisciplinares.

La estrategia Barnahus93  tiene como objetivo principal la prevención, la 

91  O unidad integrada de atención a niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual.
  
92 Departamentos de Derechos Sociales, Educación, Sanidad, Interior, Igualdad y Feminismos, 
y Justicia y Calidad Democrática.

93 Se detallará en el siguiente apartado, sobre políticas públicas. 



137

detección precoz, la atención y la recuperación de los menores víctimas de 
abusos sexuales. Lo innovador es que pretende involucrar a los departamentos 
mencionados y al resto de administraciones e instituciones encargadas de velar 
por los derechos y las necesidades de los menores. Con esta estrategia, la red 
Barnahus se amplía a 13 centros, y está previsto ampliar la intervención de 
los distintos EATP, las oficinas de atención a la víctima y los profesionales del 
Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Cataluña. 

Para alcanzar los objetivos, a lo largo del programa se solicitó la contratación 
de 4194 efectivos al Departamento de Justicia: 1 coordinador/a que dependa 
de la ARAV, con titulación en Psicología o Trabajo Social, para coordinar 
la intervención de los nuevos técnicos y técnicas que se incorporen. Para 
los equipos de asesoramiento técnico penal:  13 profesionales titulados en 
Psicología y 13 en Trabajo Social. Y para las oficinas de atención a la víctima 
del delito, 13 personas tituladas en Trabajo Social. Los y las profesionales 
tenían que estar especializados para desempeñar las funciones específicas de 
la Barnahus, al igual que el resto de perfiles. 

Uno de los criterios de evaluación para las candidaturas ha sido haber 
trabajado en el Servicio de Acompañamiento a la Víctima en sede judicial (1 
punto por cada año trabajado), y por poseer un título de máster o de posgrado 
en el ámbito de la violencia sexual, la victimología o la victimología infantil y 
juvenil, que aborden la cuestión de la violencia machista (6 puntos) o el ámbito 
de la ejecución penal y la justicia restaurativa (4 puntos).

La Dirección General de Atención a la Infancia y la Adolescencia del 
Departamento de Derechos Sociales tuvo en cuenta la titulación en 
Criminología a la hora de seleccionar a 12 técnicos y técnicas superiores, A1-
22 para desempeñar las funciones de técnico especialista de Barnahus (TEB).95  
En la oferta, la Criminología figura como titulación equivalente a Derecho, 
Psicología, Pedagogía, Trabajo Social o Educación Social. 

94  Dejamos fuera de este análisis 2 efectivos del cuerpo de médicos forenses; 1 del cuerpo 
de diplomatura de Salud Pública, con requisito de titulación en Enfermería, y 1 del cuerpo 
administrativo de la Generalitat de Cataluña con dependencia funcional del IMLCFC.

95 Oferta número DSO819-23.
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A continuación se incluye una tabla en la que se describen las funciones de los 
profesionales contratados por los distintos organismos mencionados (DGAIA, 
EAT, OAVD e IMLCFC).

TEB DGAIA

Valoración 
inicial de la 
posible situación 
de riesgo o 
desamparo 
inicial de los 
casos derivados.

Valoración de 
derivación a 
Barnahus y, 
cuando proceda, 
llevarla a cabo.

Supervisión de 
la Barnahus 
del servicio 
territorial.

Colaboración en 
la coordinación 
entre Barnahus y el 
servicio territorial de 
atención a la infancia 
y la adolescencia, así 
como con los demás 
departamentos e 
instituciones implicados.

Apoyo técnico a 
las comisiones 
territoriales de la 
estrategia.

Proposición, 
planificación, 
supervisión y 
evaluación de 
los programas 
de la estrategia.

Proposición, 
planificación, 
supervisión y 
evaluación de 
los programas 
de la estrategia.

Elaboración de informes 
sobre el seguimiento 
de la unidad y sobre las 
medidas adoptadas de la 
estrategia en el territorio.

EAT PENAL

Exploración 
judicial que da 
lugar a la prueba 
preconstituida.

Valoración y 
detección de 
necesidades.

Acompañamiento del proceso 
judicial proporcionando información 
y asesoramiento. Información de los 
derechos.

IMLCFC

Exploración 
extrajudicial.

Valoración 
pericial.

Tabla 33. Funciones profesionales de Barnahus

Fuente: elaboración propia
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La criminología no figura específicamente entre los servicios externalizados 
aprobados para la aplicación de la estrategia Barnahus, sin embargo, se 
deduce que podría participar en la coordinación cuando se requiere un título 
universitario o grado, “preferiblemente en Ciencias Sociales o Ciencias de 
la Salud, con experiencia en servicios sociales especializados en el ámbito 
de la infancia y la adolescencia, y con conocimientos y formación en abusos 
sexuales, trauma infantil, violencia contra la infancia o en el ámbito forense. 
Además, deben tener experiencia en la supervisión y gestión de equipos”. Por 
último, existe una incongruencia entre los departamentos: en el Departamento 
de Derechos Sociales, aunque el cuerpo de criminología no está reconocido 
dentro de la Administración, se acepta en todos los departamentos y se 
considera equivalente a otros títulos, pero el Departamento de Justicia no se 
ha pronunciado al respecto. Si se comparan las funciones que desempeña los 
TEB con las de otros miembros del personal técnico, se observa que estos 
realizan valoraciones técnicas de la situación de riesgo, así como la valoración 
inicial para poder derivar el o la menor a la Barnahus. Consideramos que no 
difiere de otras valoraciones técnicas que se exigen al resto de profesionales. 
Sin embargo, actualmente se demandan funciones que antes formaban parte 
de los servicios a los que se accedía con un título en Criminología, como 
el SAVD, y el hecho de haber trabajado en él se valora positivamente en el 
proceso de selección de todo el personal técnico que quiera contratarse para 
este programa. 

Pereda y Bartolomé (2020) ya señalaron la ausencia de profesionales clave, 
como la figura del criminólogo y el pediatra, en el proyecto inicial de Tarragona, 
“lo que pone en duda que este cumpla con los estrictos estándares de calidad 
de las Barnahus”. Sin embargo, la figura del pediatra se incorporó con la 
implantación posterior del modelo. Las investigadoras también señalan que 
cada país ha ido desarrollando su propio modelo, respetando los estándares 
de calidad, y que nunca se trata de un modelo estático o fijo, sino que la 
incorporación de la figura del criminólogo o criminóloga es muy habitual.  
Para ellas, “la base común es el trabajo multidisciplinar, la colaboración entre 
departamentos y el respeto por las necesidades de la infancia”.

El programa de formación dirigido a personas condenadas por corrupción 
pública es un programa piloto iniciado en 2024 dependiente de la Secretaría 
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de Medidas Penales, Reinserción y Atención a la Víctima y en colaboración 
con la Oficina Antifraude de Cataluña, cuyo objetivo es intervenir con las 
personas condenadas por delitos relacionados con la corrupción pública. 
Por el momento, el plan está dirigido a cuatro funcionarios públicos y se 
imparte al igual que los demás programas de formación, con contenidos 
adecuados al objeto de la intervención. Se trabaja en el reconocimiento 
del delito, el desistimiento delictivo, y el fortalecimiento y la integración de 
valores cívicos y prosociales. Dado que se trata de un programa de formación 
similar a los programas de formación en seguridad vial y responsabilidad 
comunitaria, proponemos que se dé preferencia a la titulación en Criminología, 
independientemente de que en el futuro se implemente como un programa de 
la secretaría o como un servicio externalizado. Las competencias relacionadas 
con la valoración del riesgo de todo tipo de conductas antisociales y delictivas 
constituyen uno de los pilares de la disciplina. 
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7. Análisis de la política pública
En este capítulo se ofrece un análisis detallado de los proyectos desarrollados 
por el Departamento de Justicia, así como de aquellos promovidos por 
el Gobierno entre 2020 y 2024, en los que el departamento colabora o 
desempeña un papel activo, o que guardan relación con sus objetivos. El 
análisis se centra especialmente en aquellos proyectos relacionados con 
los ámbitos de intervención propios de la criminología. Además, cuando 
es pertinente, detalla el papel que podrían desempeñar los criminólogos y 
criminólogas en dichos planes, así como las funciones que podrían ejercer para 
contribuir a su aplicación y al éxito de los mismos.

7.1. Modelos, planes y propuestas transversales
Se han revisado los modelos de intervención y las normativas que, aunque 
no se han formulado como políticas directas del Departamento de Justicia, 
introducen cambios de enfoque significativos. Estos cambios suponen una 
transformación del modelo y de la visión de las intervenciones aplicables a 
todas las administraciones públicas.  Estos modelos, planes y propuestas son:

•	 Modelo de abordaje de la violencia sexual.
•	 Plan Nacional de Prevención de las Violencias Machistas.
•	 El Libro blanco de la prevención de las violencias machistas.
•	 Propuestas gubernamentales para combatir la violencia sexual en la 

infancia y la adolescencia.

Todos los modelos revisados confirman que los cambios normativos han dejado 
clara la responsabilidad de los poderes públicos en materia de prevención, 
protección, investigación y sanción, así como de reparación, recopilación 
de datos y coordinación, con una mirada que sitúe a la víctima en el centro. 
Los nuevos modelos se basan en los cambios legislativos introducidos 
en Cataluña a partir de 2020, que incorporan nuevas perspectivas para el 
análisis, la intervención y la comprensión de estas formas de violencia, así 
como la promoción de un enfoque interseccional, y el reconocimiento de 
nuevos ámbitos en los que pueden producirse estas formas de violencia. A 
partir de este año, el concepto de diligencia debida  se integra plenamente en 
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situaciones de violencia machista por parte de los poderes públicos, lo que, 
según los modelos de intervención en materia de violencia machista y, dentro 
de estos, de violencia sexual, “proporciona, así, un marco de evaluación para 
determinar el cumplimiento eficaz de las obligaciones de prevenir y reparar la 
violencia machista”. (Generalitat, 2022). 

El modelo de prevención de la violencia sexual establece que este tipo de 
violencia se ejerce en todos los entornos y que adopta múltiples formas, por 
lo que debe considerarse una cuestión de salud pública. Su erradicación es 
una cuestión de libertad y de garantía de los derechos humanos, con lo que 
requiere un abordaje integral.  El modelo desarrolla un conjunto de medidas 
adaptadas a los contextos en los que se produce la violencia, estableciendo 
dos ejes principales de intervención: la prevención y la reparación.

El Plan Nacional de Prevención de las Violencias Machistas explica, al igual 
que el modelo de prevención de la violencia sexual, que se necesitan más y 
mejores políticas de prevención en coordinación con el resto de departamentos 
de la Generalitat de Cataluña, dado que “todos y todas podemos ser 
agentes de cambio” y, en este sentido, se hace un llamamiento a todos los 
actores públicos y privados para que trabajen en pro de la erradicación de 
la violencia machista. En este sentido, la criminología y, por extensión, los 
profesionales que la representan, también desean ser agentes de cambio. Tal 
y como establece el plan, la prevención no puede consistir en un conjunto de 
medidas inconexas; precisamente la incorporación de una nueva figura en 
esta intervención podría contribuir a la consecución de los objetivos fijados. 
Sus 222 objetivos estratégicos, distribuidos en 6 ejes, comprenden diversas 
acciones cuya responsabilidad recae en distintos departamentos, entre ellos el 
Departamento de Justicia. En todos ellos, los profesionales de la criminología 
podrían aportar una contribución significativa.

El Libro blanco de la prevención de las violencias machistas tiene por 
objeto establecer unas pautas comunes para el diseño, la intervención y 
la evaluación de las políticas preventivas, tanto en la Generalitat como a 
escala local. Sin embargo, las herramientas, los ámbitos de intervención y 
los estándares oficiales para prevenir la violencia machista no han incluido 
la figura profesional del criminólogo o criminóloga. Esta ausencia también se 
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hace patente en iniciativas como los puntos violeta, así como en el papel de 
las personas referentes en materia de prevención, la formación impartida o la 
realización de investigaciones específicas.

Las propuestas gubernamentales para combatir la violencia sexual en la 
infancia y la adolescencia97  constituyen otra herramienta para el abordaje 
integral de la violencia machista y sexual. Al elaborarlas, se han tenido en 
cuenta las propuestas y medidas anteriores con el objetivo principal de 
promover y reforzar las medidas preventivas de atención y reparación a las 
víctimas y a agresores jóvenes y menores de edad, así como a sus familias. 
Estas propuestas consistirían en medidas de atención y reparación, prevención 
e investigación, y la criminología debería estar presente en todas ellas.  

97  El análisis se ha llevado a cabo mediante la revisión del informe, el resumen ejecutivo y las 
propuestas. 

7.2. Modelos, planes y estrategias del Departamento de Justicia
•	 En este apartado se analizan las políticas del Departamento de Justicia 

entre 2020 y 2024, que suponen una transformación del modelo y la visión 
de las intervenciones aplicables.  Son:

•	
•	 El PEEPA y la Estrategia Nacional de Apertura Penitenciaria.
•	 La Estrategia de Justicia Restaurativa 2030.
•	 El Plan Estratégico de Atención a la Víctima del Delito.
•	 El Plan Estratégico de Justicia Juvenil.
•	 El modelo de atención de la salud mental y las adicciones en el ámbito de la 

justicia juvenil.
•	 El Plan Estratégico CIRE 2022-2025.
•	
•	 El PEEPA y la Estrategia Nacional de Apertura Penitenciaria
•	
•	 Las principales características del plan se refieren a la optimización de los 

recursos y a los cambios que deben introducirse en el sistema penitenciario 
y de ejecución penal de Cataluña, centrándose en la eficacia y la eficiencia 
del modelo y promoviendo una serie de reformas hasta el año 2027. El 
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plan incluye un análisis DAFO, centrado en las debilidades identificadas, 
así como los objetivos generales y específicos, y las actuaciones previstas. 
A partir de estos elementos, se proponen las funciones que podría 
desempeñar el o la profesional de la criminología, ya que su aportación 
podría ser clave para casi todos los objetivos fijados. Muchos de estos 
objetivos han surgido durante el análisis presentado en este informe, en el 
capítulo 6, como programas temporales.

•	
•	 En términos generales, los profesionales de la criminología actuarían como 

un enlace, aportando una visión transversal del sistema y conocimientos 
basados en datos y evidencias, evaluando lo que ha fallado hasta el 
momento y proponiendo nuevas acciones. Ayudarían a priorizar recursos 
en función de las necesidades de cada parte: alcanzar los objetivos de 
los planes para la Dirección General y gestionar las exigencias operativas 
de los centros. Diseñar vías que conectaran mejor los programas del 
régimen ordinario con los del régimen abierto garantizaría una transición 
más fluida. Se les podrían asignar funciones de apoyo técnico, ayudando 
a definir protocolos y líneas estratégicas basadas en datos empíricos 
para ayudar a disponer de esta visión integral. Mediante la aplicación de 
nuevas metodologías y la introducción de indicadores específicos para 
medir el impacto en lo que respecta a la rehabilitación, la reincidencia y la 
desistencia. Además, podrían contribuir al diseño de programas unificados 
para la implementación de programas de tratamiento y a la elaboración de 
protocolos de seguridad basados en análisis criminológicos con el fin de 
garantizar la coherencia. Y aportar sus conocimientos en el asesoramiento 
al diseño ambiental de espacios que favorezcan la rehabilitación y la 
reinserción, estableciendo criterios para el diseño de infraestructuras 
destinadas a la rehabilitación y la reducción de riesgos, teniendo en cuenta 
las características de la población.

•	
•	 Objetivo 2. Atención especializada:
•	
•	 Intervención con perspectiva de género: el o la profesional aportaría un 

enfoque que conectara la victimización con las trayectorias delictivas, 
identificaría patrones específicos de victimización y criminalidad según el 
género aplicando la interseccionalidad y diseñaría programas que tuvieran 
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en cuenta las necesidades específicas de las mujeres penadas, prestando 
especial atención a aquellas relacionadas con la violencia machista, la 
victimización o las dificultades socioeconómicas. También podría colaborar 
en la revisión y la aplicación de protocolos que respeten la diversidad de 
género. Y realizar análisis empíricos sobre los efectos de las políticas 
aplicadas, con el fin de garantizar su implementación efectiva e identificar 
posibles aspectos a mejorar. Además de participar en la planificación y 
la impartición de programas de formación en materia de género dirigidos 
al personal de seguridad y técnico, garantizando que los conocimientos 
teóricos y prácticos se alineen con las necesidades actuales, al tiempo que 
se introducen metodologías que incorporen esta perspectiva restaurativa.

•	
•	 Diseño integral del modelo en adicciones: nos hacemos eco de un informe 

interno de ANDACRIM que propone que el o la profesional pueda elaborar 
informes teniendo en cuenta el riesgo delictivo a partir del estudio de las 
manifestaciones de la adicción como factores de riesgo (ANDACRIM, s. f., 
citado en Germán, 2010), y el estudio de la reincidencia mediante el análisis 
de las manifestaciones de adicción (ANDACRIM s. f., citado en San Juan, 
Ocáriz y Germán, 2009).

•	
•	 Programa marco para el abordaje y la prevención de suicidios en los 

centros penitenciarios de Cataluña: el criminólogo o criminóloga podría 
actuar como enlace entre los distintos profesionales y servicios, fomentando 
la coordinación y las sinergias, para garantizar una atención integral y 
coherente, incorporando el beneficio extra que supone disponer de una 
perspectiva criminológica al diseñar programas preventivos basados 
en la evidencia con el fin de reducir los factores de riesgo relacionados 
con el suicidio y mejorar el bienestar emocional. Podría contribuir al 
diseño y la impartición de cursos de formación del personal penitenciario, 
sensibilizándolos sobre la importancia del bienestar emocional y cómo 
identificar señales de alerta. Sería una figura clave a la hora de asesorar 
sobre el diseño de políticas penitenciarias que den prioridad al bienestar 
emocional como eje central de la rehabilitación y, gracias a su perspectiva 
científica, contribuiría a integrar la prevención del suicidio en las estrategias 
globales del sistema penitenciario. En términos generales, aportaría 
conocimientos sobre criminología ambiental y sobre factores de riesgo y de 



146

protección.
•	 Programa de intervención intensiva para personas internas con 

vulnerabilidad acumulada: el o la profesional podría llevar a cabo una 
evaluación de las necesidades criminogénicas y aplicar el modelo RNR 
prestando especial atención a los factores de protección del individuo 
y diseñando la mejor forma de adaptarse al entorno en función de la 
vulnerabilidad de la persona y del entorno de acogida.

•	
•	 Objetivo 4. Plan de Choque de Apertura Penitenciaria: 
•	
•	 Intervención comunitaria para reducir los internamientos innecesarios: el 

criminólogo o criminóloga podría realizar estudios de impacto, además 
de formar parte de equipos multidisciplinares, tanto en régimen cerrado 
como en medio abierto.  En los centros de cumplimiento, la función 
principal consistiría en evaluar el caso y diseñar un plan individualizado 
de tratamiento, así como en desarrollar programas de intervención 
dirigidos a grupos específicos de la población, como jóvenes, mujeres o 
personas implicadas en delitos económicos. Además, podría trabajar en 
departamentos de atención especializada, centrándome en colectivos 
vulnerables, como las personas con dificultades para reintegrarse, las que 
padecen problemas de drogodependencia y desinternamiento, prestando 
especial atención a vinculación postpenitenciaria en la comunidad y, 
en cualquier caso, a su situación documental. En lo que respecta a los 
servicios sociales y al medio abierto, su función permitiría mejorar el 
seguimiento y la gestión de casos, así como de la libertad condicional. 
Su función consistiría más bien en supervisar la medida, en ejercer un 
control —al igual que el probation officer anglosajón— y en aportar, a 
través de los profesionales y de la propia persona penada, soluciones a 
las necesidades criminógenas y a los factores de riesgo, no a través de un 
servicio asistencial para el que ya se ha creado específicamente un cuerpo 
destinado a satisfacer esa necesidad. 

•	
•	 Reforzar los principios de ultima ratio en el ingreso penitenciario: podría 

participar en ambos planes piloto con las mismas funciones que en el 
objetivo 8, que desarrollaremos más adelante. También podría llevar a 
cabo una evaluación de apoyo y seguimiento tanto de la valoración como 
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de la supervisión de aquellas personas que se considere que pueden 
progresar rápidamente y que hayan sido clasificadas inicialmente en 
tercer grado; además, su evaluación podría incluirse en las clasificaciones 
iniciales en medio abierto (CIMO) para mejorarlas. Además, podría diseñar 
intervenciones específicas para reforzar el compromiso con los itinerarios 
y los planes individuales de tratamiento, tanto en régimen cerrado como en 
medio abierto.

•	
•	 Reforzar los espacios de reinserción dentro de los centros penitenciarios: 

además de las funciones mencionadas, el criminólogo o criminóloga podría 
aportar conocimientos y evaluar los protocolos de riesgo de la delincuencia 
vial, así como rediseñar los programas destinados a los multirreincidentes. 

•	
•	 Objetivo 5. Garantizar la aplicación de la normativa sobre los derechos 

LGTBI+ en los centros penitenciarios. El o la profesional de la criminología 
podría: 

•	
•	 Actuar como eje vertebrador entre las necesidades específicas de la 

población penitenciaria LGTBI+ y los objetivos institucionales de inclusión 
y respeto a la diversidad. Gracias a su experiencia en evaluación, 
intervención y diseño de programas, puede garantizar que la normativa 
se traduzca en prácticas concretas que promuevan una convivencia 
respetuosa y una gestión penitenciaria más inclusiva. 

•	
•	 Tener en cuenta las trayectorias vitales del colectivo, a menudo vinculadas 

a situaciones de exclusión antes de su ingreso en prisión, así como sus 
necesidades específicas, derivadas de haber sido personas victimizadas en 
numerosas ocasiones. 

•	
•	 Evaluar la tipología delictiva y diseñar programas específicos, así como 

establecer prácticas concretas que los referentes de género deberán aplicar 
en los centros penitenciarios.

•	
•	 Servir de referente de género, si se quisiera profesionalizar esa figura.
•	
•	 Reforzar la recopilación de datos estadísticos relativos a este colectivo en 
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los centros penitenciarios y abordar la sobrerrepresentación del colectivo 
trans en las prisiones. En este caso, la combinación de conocimientos sobre 
victimología y delincuencia ofrece la intervención integrada perfecta que 
esta figura puede aportar. 

Objetivo 8. Plan de choque para las medidas penales alternativas, reforzar los 
equipos de sanciones penales alternativas y eliminar la lista de espera en la 
aplicación de medidas penales alternativas: Para conseguir la promoción de 
la ejecución penal en la comunidad como alternativa a la prisión, se considera 
necesario animar a los órganos judiciales a que recurran en mayor medida al 
programa de asesoramiento técnico sobre alternativas no privativas de libertad, 
que se desea que lleven a cabo los equipos técnicos de asesoramiento 
penal. Esta intervención proporciona a los órganos judiciales una valoración 
precisa del perfil personal y social de la persona, así como de otros aspectos 
relevantes, con el fin de evaluar la viabilidad de suspender la pena de prisión 
en favor de medidas penales alternativas, y garantizar una aplicación coherente 
y adecuada de las condiciones de dicha suspensión. Se pretende que, con este 
asesoramiento, se fomente recurrir al internamiento como última ratio, además 
de promover las medidas penales alternativas, y que se ajuste y estimule la 
demanda de dichas medidas. 

•	 La designación de un o una profesional como figura experta en la 
evaluación del riesgo de las personas, solicitada a instancia judicial, antes 
de que se considere la suspensión de una pena de prisión o la imposición 
de cualquier otra medida o pena. Este asesoramiento dirigido a los jueces 
reforzaría el equipo desempeñando funciones distintas a las de los demás 
profesionales, lo que favorecería la consecución del objetivo estratégico; 
además, la incorporación de un criminólogo o criminóloga en cada equipo 
contribuiría a generar una mayor demanda judicial de medidas penales 
alternativas y a impulsar la substitución de las penas de prisión por penas y 
medidas en favor de la comunidad. 

•	 El aumento de las medidas penales alternativas y la reducción de los 
tiempos de espera hacen necesario contar con más personal, tanto para 
desempeñar la función de delegado de la ejecución de medidas penales 
como para impartir los programas de formación. La creación de una nueva 
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figura podría optimizar la gestión y aumentar la capacidad de intervenir y 
supervisar a las personas penadas. En el caso concreto de los delitos de 
agresión sexual, en los que la supervisión de la libertad vigilada puede 
prolongarse hasta diez años tras la pena de prisión, se hace evidente la 
necesidad de un seguimiento más exhaustivo y especializado. Esto supera 
las capacidades de los profesionales actuales, dadas las ratios de atención 
vigentes, lo que pone de relieve la importancia de introducir perfiles más 
especializados para garantizar una intervención de calidad. 

	
•	 Podría tratarse de una figura dedicada al diseño y la aplicación de medidas 

penales alternativas que se ejecuten simultáneamente en el cumplimiento 
de una pena de prisión. 

La Estrategia de Justicia Restaurativa 203098

Cataluña fue pionera en la introducción de las prácticas restaurativas en el 
ámbito penal, primero en la jurisdicción de menores en 1990 y luego en la de 
adultos en 1998. La estrategia considera que su objetivo debe ser la creación 
de una cultura favorable a restauración y centrada en la víctima, así como el 
desarrollo de servicios que permitan que la justicia restaurativa se considere 
un derecho de la ciudadanía. Para que esto sea eficaz, pretenden ampliar los 
servicios de justicia restaurativa tanto en la jurisdicción de menores como en la 
de adultos. Por lo tanto, muchas de las medidas propuestas se comparten con 
el resto de departamentos, administraciones y agentes del ámbito jurídico, así 
como el tejido social, y no solo en el ámbito penal. A partir de estos elementos, 
se proponen las funciones que podría desempeñar el o la profesional de la 
criminología, ya que su contribución podría resultar clave para casi todas las 
medidas propuestas. 

El documento consta de dos fases, con un total de 15 propuestas. Una 
de las medidas más importantes parece ser la creación de una figura de 
gestión de conflictos dentro de la Generalitat, de forma homogeneizada, cuyo 
reconocimiento debería ser un requisito para acceder a determinados puestos 
de trabajo. En términos generales, si se introdujera la figura profesional 

98  Esta estrategia se ajusta al objetivo 9 de la Estrategia Nacional de Apertura Penitenciaria. 
Objetivo 9. Programa piloto de justicia restaurativa en Tarragona y las Tierras del Ebro: 
actualmente se incluye la incorporación de profesionales de la criminología como una titulación 
adicional que les permite participar en él, en calidad de facilitadores y facilitadoras. 



150

específica de la criminología, esto podría: 

•	 Proporcionar herramientas técnicas y científicas para reforzar la 
implementación de la justicia restaurativa. Adoptar, gracias a sus 
competencias, una aproximación rigurosa que garantice la calidad, la 
eficiencia y la sostenibilidad de los procesos. 

•	 Contribuir a consolidar las bases para la universalización de la justicia 
restaurativa mediante la colaboración en el análisis de datos y la eficacia de 
los procesos.

•	 Actuar como una figura de asesoramiento técnico prestando apoyo en 
la aplicación y propuesta de buenas prácticas internacionales, así como 
ofreciendo dicho asesoramiento a los juzgados mediante propuestas 
de modificaciones legislativas basadas en estudios criminológicos y 
comparativos. 

•	 Ser un elemento clave para mejorar la formación de los equipos de justicia 
restaurativa (EJR), así como para optimizar el seguimiento y la evaluación 
de dichos equipos, mediante el desarrollo de contenidos formativos basados 
en datos criminológicos y estudios de caso reales, con el objetivo de 
profundizar en el análisis del riesgo, los perfiles delictivos y las necesidades 
de las víctimas. Asesorar sobre posibles modificaciones normativas y llevar 
a cabo la evaluación y el seguimiento de los distintos servicios de justicia 
restaurativa a medida que se vayan desarrollando.

•	 Supervisar la formación mediante el establecimiento de indicadores de 
evaluación y la identificación de áreas de mejora, así como colaborando en 
la selección de nuevos facilitadores y facilitadoras. 

•	 Contribuir al desarrollo de un protocolo transversal sobre medidas penales 
alternativas participando en la creación de un marco integral que incluya 
tanto las penas privativas como las no privativas de libertad, integrando 
procesos restaurativos en todas las fases de la ejecución penal, teniendo en 
cuenta la tipología delictiva y los distintos niveles de riesgo. 
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•	 Asumir la responsabilidad de las campañas de divulgación dirigidas a los 
distintos operadores del sector jurídico y a la ciudadanía. 

•	 Dirigir las políticas de justicia restaurativa, resolución alternativa de 
conflictos y gestión de conflictos, gracias a su capacidad para integrar una 
perspectiva técnica y criminológica en la gobernanza estratégica de estos 
servicios.

Plan Estratégico de Atención a la Víctima del Delito

El plan establece siete ejes de actuación estratégica y posiciona a las oficinas 
de atención a la víctima como el centro de todas las solicitudes procedentes 
de los distintos servicios de atención a la víctima en materia de gestión, 
supervisión y respuesta. Todos los ejes incluyen algún tipo de medidas 
estratégicas. En relación con los objetivos y las medidas establecidos en el 
plan, las funciones que desempeñaría esta figura serían las siguientes: 

•	 Especializar las intervenciones en función de las necesidades de las 
víctimas (nuevas tipologías delictivas —delitos de odio—) mediante el 
diseño y la impartición de formación para profesionales, el establecimiento 
de criterios para la asignación de casos basados en las características 
de los y las profesionales, la creación de sinergias entre grupos de 
profesionales de las distintas oficinas y la determinación de actuaciones 
interdisciplinarias (según sea necesario). 

•	 Contribuir a la actualización del programa marco y de los instrumentos 
destinados a detectar las necesidades de las víctimas, mejorando así la 
identificación de necesidades. El criterio de territorialización implica la 
necesidad de ampliar la plantilla de profesionales; por lo tanto, justifica la 
incorporación de un profesional especializado y sensible a la atención de las 
víctimas. 

•	 Contribuir al diseño de estrategias de supervisión para la atención de los 
profesionales que llevan a cabo la intervención con las víctimas. 

•	 Contribuir al eje de comunicación y difusión: dada su capacidad para 
evaluar el impacto de las políticas públicas, serían profesionales capaces 
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de aportar valor añadido a las campañas de sensibilización dirigidas a la 
ciudadanía y a las víctimas.  

En las OAVD, la introducción de una nueva figura podría contribuir a su 
consecución:  

•	 Como figura de apoyo de la ARAV, con el cometido de analizar las órdenes 
de protección y la documentación judicial, así como de coordinarse con los 
centros penitenciarios. 

•	 Como figura de apoyo a las OAVD para evaluar las necesidades de 
intervención y como figura de supervisión de las tareas de las oficinas. 

•	 En coordinación con los servicios comunitarios y mediante el diseño de 
medidas de prevención y protección para la víctima basadas en estudios 
de caso. Tal y como confirma el plan, los equipos de atención a la víctima 
“son multidisciplinares, ya que deben responder a necesidades de diversa 
índole (psicológicas, personales, sociales, legales...) a partir de distintos 
enfoques”. Una de las mejoras propuestas para ofrecer una mejor respuesta 
a las víctimas es que “el modelo de intervención combine la actualización 
especializada de un único profesional con actuaciones multiprofesionales 
o interdisciplinarias cuando sea necesario”. Además, consideran 
imprescindible que se cuente con todas las especialidades profesionales 
necesarias para llevar a cabo una intervención adecuada. Estos argumentos 
refuerzan la necesidad de introducir la criminología como una disciplina que 
sume, coordine y supervise a los demás profesionales, al tiempo que actúe 
como interlocutor único y válido. 

Además, establece el plan de atención a la víctima en sede judicial (que 
actualmente se lleva a cabo mediante la incorporación de profesionales de 
trabajo social antes mencionada), la implantación de las Barnahus y las UFVI, 
y el refuerzo del programa VIMAS, tal y como ya se ha comentado. En este 
sentido, se podría:  

•	 Incorporar la figura del criminólogo y criminóloga a las UFVIS y a los EATP 
de manera permanente y como un miembro de los equipos psicosociales. 
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Por un lado, porque la autoridad legislativa tiene competencia para hacerlo, 
con el fin de ofrecer respuestas más eficaces y completas. No substituiría 
a otros profesionales, sino que colaboraría con ellos. Y, en segundo lugar, 
porque hasta ahora no se había incluido este perfil profesional, y sería una 
forma de seguir haciendo todo lo posible para contribuir a la lucha contra 
la violencia machista, mejorando la intervención profesional en estos casos 
con un enfoque multidisciplinar y especializado, a diferencia de los demás 
profesionales previstos en la aplicación de la estrategia Barnahus. 

•	 Incluir una figura de coordinación en el programa del plan piloto para la 
evaluación preliminar del modelo de atención a los menores víctimas de 
abusos sexuales en las unidades Barnahus, dada la complejidad de los 
agentes y los conocimientos interdisciplinares que deben tenerse en cuenta, 
así como la experiencia de dichos agentes derivada de la titulación. 

Plan Estratégico de Justicia Juvenil

El plan incluye un análisis DAFO, centrado en las debilidades identificadas,99  
así como los ejes de actuación y los objetivos estratégicos. A partir de 
estos elementos, se proponen las funciones que podría desempeñar el o la 
profesional de la criminología, ya que su aportación podría ser clave para casi 
todos los objetivos fijados. 

Teniendo en cuenta que se ha detectado una escasez de profesionales en 
los equipos de medio abierto y que se prevé una reestructuración de dichos 
equipos y una redistribución de los recursos con personal procedente de 
centros educativos, entre otros, y en respuesta a las necesidades señaladas en 
los ejes, se podría considerar la posibilidad de introducir una nueva figura para 
prestar apoyo a todos los profesionales. En general, podría:

•	 Ayudar a priorizar los casos, dado el elevado volumen actual, optimizando 
la eficiencia de los equipos técnicos y de medio abierto. 

99  La figura podría estar relacionada con las debilidades 1, 3, 5, 7, 8, 9, 11, 18, 19, 20, 21, 23, 
24, 25, 26, 27, 28, 30, 31 y 33.
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•	 Desarrollar marcos de intervención mediante el diseño de programas 
específicos para atender las necesidades de determinados perfiles, como 
los multirreincidentes o las personas implicadas en delitos relacionados 
con la tecnología; establecer protocolos comunes para abordar la 
multirreincidencia basados en la evaluación de riesgos, y liderar procesos 
de revisión para adaptar los programas existentes a nuevas evidencias y 
realidades sociales. 

•	
•	 Desarrollar funciones de supervisión técnica implementando mecanismos 

de supervisión basados en evidencia científica para orientar a los 
profesionales en la toma de decisiones complejas, así como supervisando 
los nuevos programas de tratamiento para jóvenes infractores con 
formación en educación sexual e igualdad de género, e implantando el plan 
de acción para promover el respeto a la diversidad cultural y la orientación 
sexual de los menores privados de libertad. 

•	 Diseñar una formación especializada para el nuevo personal, relacionada 
con el ámbito juvenil y basada en las necesidades específicas del personal 
de seguridad y del personal de nueva incorporación, que abarque los 
perfiles delictivos juveniles, las dinámicas criminológicas y la intervención 
psicosocial. Y, para los profesionales que intervienen de manera transversal, 
formación en materia de infancia y protección del menor, así como la 
introducción de programas de justicia procesal, como el proyecto Justo,100  
para acercar la justicia a los menores y a los jóvenes.

•	 Contribuir al diseño de campañas de sensibilización en el tercer sector 
fomentando la participación de las entidades mediante la coordinación de 
estrategias basadas en datos criminológicos, garantizando la alienación con 
los objetivos de la justicia juvenil. 

En el caso de los equipos de mediación y de asesoramiento técnico (SMAT) 
en justicia juvenil, la nueva figura podría compartir las funciones de los demás 
profesionales de los equipos, prestándoles apoyo:

100  https://www.uclm.es/grupos/crimijov/lineas-investigacion/justo 

https://www.uclm.es/grupos/crimijov/lineas-investigacion/justo 
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•	 Diseñando acciones para proponer e implementar cambios en las 
intervenciones, y supervisarlas para garantizar que cumplan sus objetivos.

•	 Colaborando en la detección de nuevas formas de delincuencia y 
proponiendo nuevas metodologías de intervención; colaborando o dirigiendo 
el análisis de perfiles criminales y de las víctimas, y participando en la 
recopilación y el análisis de datos, así como la evaluación de programas. 

En el servicio central de justicia juvenil, podría: 

•	 Supervisar las distintas unidades de justicia juvenil en lo que respecta a la 
evaluación y valoración del riesgo de reincidencia, tanto de los protocolos 
y programas de prevención de riesgos existentes como, en particular, 
en relación con formas específicas de violencia (sexual, filioparental y 
machista). 

•	 Colaborar en la mejora de las intervenciones en función de la tipología 
delictiva, prestando especial atención a las de nueva aparición, y realizar 
análisis criminológicos y propuestas de medidas de carácter más preventivo 
para su tratamiento. Además de analizar la información más relevante sobre 
la delincuencia juvenil y proponer mejoras. 

Modelo de atención de la salud mental y las adicciones en el sistema de 
justicia juvenil

El modelo constituye una actualización de diversos marcos y acuerdos de 
colaboración, teniendo en cuenta los problemas y las situaciones actuales 
de los menores y los jóvenes en el sistema de justicia juvenil. La introducción 
de una nueva figura con una perspectiva criminológica proporcionaría 
herramientas para comprender la relación entre los trastornos mentales, las 
adicciones y la conducta delictiva, lo que facilitaría intervenciones más eficaces 
y adaptadas a sus necesidades específicas, tanto en régimen cerrado como 
en medio abierto. Con su actuación, se garantizaría un abordaje integral que 
contribuiría a la prevención, la reinserción y la mejora del sistema de justicia 
juvenil. La figura contribuiría a:
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•	 Proporcionar herramientas para una evaluación y un diagnóstico integral 
del riesgo: al diseñar y aplicar protocolos de evaluación de la reincidencia 
y de los comportamientos antisociales relacionados con la salud mental y 
las adicciones. Ayudaría a identificar factores criminógenos y de protección 
específicos incorporando esta información en los planes de intervención 
individualizados. 

•	 Participar en la elaboración y supervisión de programas de intervención 
destinados a prevenir las conductas delictivas derivadas de trastornos 
mentales y adicciones. 

•	 Diseñar estrategias específicas para hacer frente a la multirreincidencia y a 
los perfiles criminales complejos. 

•	 Supervisar programas de salud mental y adicciones, aportando 
conocimientos sobre la reducción de riesgos y la reeducación. 

•	 Actuar como enlace entre los equipos de tratamiento, los servicios de 
salud y los equipos de medio abierto para garantizar la coherencia de las 
intervenciones. También facilitaría la comunicación entre los equipos, lo que 
garantizaría un enfoque integral y que las actuaciones siempre fueran en el 
interés superior del menor y de la persona joven. 

•	 Adaptar, en las intervenciones restaurativas, los programas a las situaciones 
más habituales para garantizar una participación eficaz y segura. 

•	 Definir indicadores de evaluación de resultados para los programas 
de salud mental y adicciones, y establecer un sistema de análisis con 
indicadores de trastornos mentales, adicciones y delincuencia juvenil para 
identificar las tendencias y necesidades emergentes. Además de colaborar 
en estudios que contribuyen a mejorar el conocimiento sobre el impacto de 
las intervenciones en la prevención de la delincuencia y el desistimiento.

•	 Contribuir al asesoramiento sobre el diseño ambiental de los espacios de 
los centros educativos, ya que las características de la población de justicia 
juvenil requieren espacios adaptados a sus problemas. Asesorar sobre el 
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diseño de los centros de detención, integrando principios de seguridad y 
tratamiento que fomenten la rehabilitación y reduzcan el impacto negativo 
sobre el medio ambiente. 

•	 Formar y sensibilizar a los equipos profesionales sobre las estrategias de 
prevención para menores con estas problemáticas. 

•	 Colaborar en el desinternamiento diseñando itinerarios que conecten la 
atención a la salud mental y las adicciones con los procesos de reinserción 
social, teniendo en cuenta factores como la educación, el empleo y el apoyo 
familiar, todo ello desde una perspectiva más integral e interseccional. 

•	 Diseñar intervenciones preventivas dirigidas a menores en situación de 
riesgo, incluyendo programas educativos y familiares que aborden la 
relación entre las adicciones, la salud mental y la conducta delictiva.

Plan Estratégico CIRE 2022-2025

El CIRE opera desde una perspectiva social y empresarial —en el marco del 
modelo de Formación, Empleo e Inserción— y se encarga de formar, fomentar 
hábitos de trabajo y ayudar a las personas privadas de libertad en los centros 
penitenciarios y los centros de justicia juvenil de Cataluña a encontrar empleo. 
También tiene como objetivo mejorar la empleabilidad de la población de 
Justicia Juvenil que se encuentra fuera de los centros y de aquellas personas 
que cumplen medidas penales alternativas. Todo ello tiene por objeto contribuir 
a la reinserción y al desistimiento delictivo, promoviendo una reinserción 
sociolaboral efectiva durante la ejecución de la medida y, al mismo tiempo, 
ayudando a mejorar la seguridad ciudadana. Su plan se basa en tres ejes, 
con medidas en las que la introducción de un criminólogo o criminóloga podría 
aportar una contribución significativa: 

•	 Eje 1: Derechos humanos: su objetivo es garantizar un trato digno y 
respetuoso a las personas, promover la igualdad y la no discriminación, y 
fomentar el desarrollo personal y profesional tanto de las personas jóvenes 
como adultas penadas, especialmente a través de la formación y el empleo.

•	 Eje 2: Mejora de las competencias:  pretende desarrollar itinerarios 
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formativos personalizados, integrando la salud y la seguridad laboral como 
parte del desarrollo profesional, fomentando el aprendizaje de oficios 
y adaptando las actividades formativas a las necesidades del mercado 
laboral.

•	 Eje 3: Régimen abierto: busca reorientar las actividades formativas y 
laborales en función de las necesidades del mercado de trabajo, promover 
cambios normativos para ampliar las oportunidades de empleo de las 
personas en régimen abierto y en libertad condicional, y establecer 
colaboraciones con empresas para fomentar la reinserción laboral.

La incorporación del criminólogo o criminóloga reforzaría los objetivos de 
reinserción establecidos en el plan. En general, este perfil podría:

•	 Proporcionar herramientas de evaluación para identificar necesidades 
específicas, lo que facilitaría una mejor adaptación tanto al régimen cerrado 
como abierto. 

•	 Llevar a cabo un seguimiento de los resultados de los itinerarios, 
incorporando indicadores cualitativos que complementen a los cuantitativos 
que se utilizan actualmente. 

•	 Llevar a cabo investigaciones que pongan de relieve en la importancia 
del mercado laboral y el acompañamiento prestado a lo largo de todo el 
proceso para el desistimiento delictivo.

•	 Diseñar y poner en práctica un plan de acogida para los nuevos 
profesionales que incluya una explicación del ámbito penitenciario, 
las medidas de autoprotección, la normativa vigente y los aspectos 
fundamentales del tratamiento penitenciario. 

•	 Contribuir a detectar las necesidades de formación de los profesionales del 
CIRE, adaptándolas a las exigencias de su lugar de trabajo. 

•	 Ayudar a definir un modelo de intervención propio que tenga en cuenta 
todas las características ambientales, sociales y personales. 
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•	 Colaborar en el diseño y la evaluación de campañas de sensibilización para 
buscar y fidelizar a las empresas, así como en el asesoramiento a entidades 
y empresas colaboradoras.

En el departamento de empleo (que opera principalmente en centros de 
cumplimiento y educativos),101  la figura actuaría llevando a cabo las siguientes 
funciones:  

•	 Asesoramiento técnico a los referentes de interior (CIRE). 

•	 Evaluación de los espacios de interior mediante la aplicación de los 
conocimientos del CETPD para aportar una perspectiva científica, además 
de ayudar a redefinirlos en función de los objetivos de tratamiento y 
producción, teniendo en cuenta al mismo tiempo los aspectos de seguridad, 
los factores de riesgo y la protección de las personas usuarias. Esto incluiría 
fomentar la integración de las personas en situaciones de alta vulnerabilidad 
y colaborar con los responsables de empleo y los equipos de tratamiento 
para evaluar la idoneidad de los puestos de trabajo o los horarios laborales, 
adaptándolos a las circunstancias particulares de cada persona.

Dentro del departamento de formación y empleo, la figura podría: 

•	 Diseñar y dirigir programas de formación personalizados que tengan en 
cuenta los factores de riesgo y de protección, así como la realidad del 
mercado laboral.

•	 Identificar las necesidades específicas de formación, facilitando una 
mejor adaptación de los itinerarios formativos en coordinación con los 
responsables de formación y el equipo multidisciplinar. 

•	 Supervisar los itinerarios de reinserción en medio abierto (tercer grado, 
libertad condicional, libertad vigilada de jóvenes y medidas penales 

101  Salvo algunos talleres externos.
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alternativas) mediante la coordinación con el dinamizador o dinamizadora 
laboral y atendiendo a necesidades específicas, como la situación 
documental de la persona, o si se trata de una persona joven o de una 
mujer. 

•	 Asesorar a los dinamizadores y dinamizadoras a la hora de evaluar la 
opción laboral más adecuada, teniendo en cuenta los factores de riesgo y 
de protección, especialmente en casos de delitos mediáticos o con un alto 
índice de reincidencia. 

•	 Diseñar, junto con los dinamizadores y dinamizadoras, itinerarios desde un 
contexto pospenitenciario tanto para las personas que han pasado por el 
medio abierto como para aquellas que no lo han hecho.
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8. Fundamentos jurídicos
En este capítulo se presenta un análisis detallado de la legislación y la 
normativa en materia de empleo público, así como de otros programas 
y normativas relacionados con determinados ámbitos de actuación de la 
criminología. A partir de esta revisión, se ha elaborado un argumentario técnico 
y jurídico que fundamenta la necesidad de introducir la figura profesional del 
criminólogo y criminóloga en los servicios y estructuras del Departamento de 
Justicia, alineándola a sus exigencias operativas y objetivos institucionales.

8.1. Función y empleo público 
Este apartado pretende, por un lado, servir como revisión de las leyes y normas 
relativas al empleo público en general (la Administración y la función pública) 
y, por el otro, proporcionar un fundamento jurídico con el objetivo de identificar 
oportunidades para la incorporación de profesionales de la criminología en la 
estructura y los proyectos del Departamento de Justicia.

Para alcanzar este objetivo, se han revisado: 

•	 La Constitución española (CE). 

•	 El Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP): Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

•	 El Estatuto de Autonomía de Cataluña: Decreto 306/2006, de 20 de julio, 
por el que se da publicidad a la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de 
reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

•	 Decreto Legislativo 1/1997, de 31 de octubre, por el que se aprueba la 
refundición en un Texto único de los preceptos de determinados textos 
legales vigentes en Cataluña en materia de función pública.

•	 El Reglamento Penitenciario de Cataluña:  Decreto 329/2006, de 5 de 
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y 
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Funcionamiento de los Servicios de Ejecución Penal en Cataluña.

•	 Acuerdo GOV/54/2009, de 24 de marzo, por el que se crea el ámbito 
funcional de ejecución penal de la Administración de la Generalitat de 
Cataluña, y la Memoria Técnica de Definición del ámbito funcional de 
ejecución penal. 

•	 El Anteproyecto de la Ley de Empleo Público de Cataluña (memoria 
general, memoria de evaluación de impacto e informe jurídico preliminar).

•	 Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales; Ley 7/2006, 
de 31 de mayo, del ejercicio de profesiones tituladas y de los colegios 
profesionales.

•	 Decreto 50/2017, de 23 de mayo, de creación del Colegio de Criminólogos 
de Cataluña.

La CE establece en su artículo 23, apartado 2, que los ciudadanos tienen 
“derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos”. Esta disposición abre la posibilidad de incorporar nuevos perfiles 
profesionales, como el de criminólogo o criminóloga, siempre que se 
establezcan las bases legales y los criterios de acceso. La propia Constitución, 
en sus artículos 103.1 y 103.2, establece que la Administración pública “sirve 
con objetividad los intereses generales” y que el acceso a la misma se regirá 
por “los principios de mérito y capacidad”. En este caso, consideramos que la 
incorporación de la criminología como figura profesional, ya sea como cuerpo 
propio o dentro del empleo público, se basa en la capacidad de este perfil para 
aportar eficiencia y conocimientos. Por otra parte, el artículo 36 establece que 
la ley regulará las características específicas de los colegios profesionales y 
el ejercicio de las profesiones que requieran un título universitario oficial. Esto 
incluye la criminología como disciplina reconocida por ley, ya que cumple los 
requisitos de la educación superior.

TREBEP: su objetivo es mejorar la prestación de los servicios públicos, lo que 
requiere una gestión óptima de los recursos humanos de la Administración. 
Asimismo, regula tanto el acceso a la función pública como al empleo público 
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en general, incluyendo cualquier tipo de puesto público. También prevé la 
posibilidad de crear agrupaciones de puestos de trabajo en función de sus 
características, con el fin de optimizar la selección, la formación y la movilidad 
dentro de la Administración pública. En este contexto, la criminología se ha 
consolidado como una disciplina por derecho propio, al mismo nivel que la 
psicología, el derecho, el trabajo social, la educación social o la pedagogía. 
Dado que desempeña funciones específicas y complementarias, su inclusión 
en el empleo público resulta adecuada. De este modo, destacamos y 
analizamos:

•	 Artículos 8 y 9:  se establece que los funcionarios públicos deben estar 
al servicio de los intereses generales y que las funciones relacionadas 
con el ejercicio de las potestades públicas o la salvaguarda de dichos 
intereses son competencia exclusiva de los funcionarios públicos. El perfil 
de un criminólogo o criminóloga, gracias a su formación especializada en 
seguridad, prevención e intervención, es idóneo para desempeñar funciones 
en la Administración pública.

•	 Los artículos 69 y 70 se refieren a la planificación de recursos humanos y 
a la oferta pública de empleo. La planificación podría incluir la creación de 
una escala o un cuerpo específico o de empleo público de criminología, 
adaptando la oferta pública a las necesidades identificadas en materia de 
seguridad y rehabilitación.

•	 El artículo 76 define los grupos de clasificación profesional. El título de 
grado universitario exigido para acceder a los grupos A1 y A2 valida el grado 
en Criminología como requisito para el acceso a determinados cuerpos y al 
empleo público. Esto se convierte en un aspecto fundamental a la hora de 
definir el papel de la criminología en la Administración pública.

El Estatuto de Autonomía de Cataluña: la incorporación de los criminólogos 
y criminólogas a la Administración catalana no solo se alinea con las 
competencias y los mandatos establecidos por el Estatuto, sino que también 
complementa los principios generales del ordenamiento jurídico para la mejora 
continua de la función pública y los servicios públicos:
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•	 El artículo 126.1 establece la competencia exclusiva en materia de 
organización de la Administración pública y su función pública, lo que 
permite a la Generalitat crear desde puestos públicos hasta cuerpos 
específicos —como el de criminología— y, en cualquier caso, regular un 
perfil profesional adaptado a las necesidades del sistema penitenciario y de 
seguridad.

•	 El artículo 39 establece que los poderes públicos de Cataluña deben 
orientar las políticas públicas de conformidad con los principios rectores 
establecidos por la Constitución y el propio Estatuto, y deben promover 
y adoptar las medidas necesarias para garantizar su plena eficacia. La 
incorporación de la criminología como un puesto de trabajo propio cumpliría 
este mandato, dada su contribución a las políticas públicas.

•	 El artículo 168 permite a la Generalitat innovar y adaptar su sistema 
penitenciario para ajustarlo a la realidad social de Cataluña. Esto significa 
que la Generalitat tiene la facultad de promulgar disposiciones que 
adapten la normativa penitenciaria a la realidad social catalana. Esta 
atribución abre la puerta a la incorporación de nuevas figuras profesionales 
especializadas que aporten una perspectiva basada en el análisis científico 
y empírico del fenómeno delictivo y de la dinámica penitenciaria, lo que 
contribuye a adaptar las políticas penitenciarias a las necesidades sociales 
del lugar, incluyendo la diversidad cultural, la complejidad de los delitos 
y las necesidades de las víctimas y los infractores. La Generalitat es 
responsable de la gestión de las instituciones penitenciarias de Cataluña, 
desde la dirección y la organización hasta la planificación y la inspección. 
El mismo artículo permite a la Generalitat planificar y supervisar la actividad 
penitenciaria, incluida la introducción de nuevos perfiles profesionales 
adaptados a las necesidades reales del sistema. Y también permite a la 
Generalitat establecer modelos de gestión penitenciaria que integren a 
profesionales de diferentes disciplinas.

Decreto Legislativo 1/1997, de 31 de octubre, por el que se aprueba la 
refundición en un Texto único de los preceptos de determinados textos 
legales vigentes en Cataluña en materia de función pública: los artículos 
16 y 18, que establecen que la creación de nuevos cuerpos dentro de la 
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función pública debe realizarse mediante ley y definir funciones específicas 
y homogéneas, vuelven a constituir el marco normativo para la creación de 
un cuerpo específico de criminología o para la integración de este perfil en 
los cuerpos ya existentes. El artículo 25 establece que, si las necesidades 
de personal no pueden cubrirse con la plantilla actual, podrá convocarse una 
oferta de empleo público. Esto justifica la creación de puestos específicos para 
criminólogos y criminólogas en aquellas áreas en las que haya escasez de 
personal.

El Reglamento Penitenciario de Cataluña: el artículo 37.3.d se refiere a 
la composición del equipo multidisciplinar y a la posibilidad de incluir a un 
criminólogo o criminóloga en las reuniones del equipo, “aquellas unidades 
que los tengan asignados”. El artículo 60.2 establece que el cargo de jefe 
de programas de atención especializada en los centros penitenciarios debe 
ser ocupado por “un funcionario o funcionaria del grupo A de los cuerpos 
de titulación superior que habiliten para el ejercicio de las competencias 
profesionales propias de los puestos de trabajo de jurista, psicólogo, pedagogo 
o criminólogo de los centros penitenciarios”. La disposición claramente abre 
la puerta a la incorporación de criminólogos y criminólogas en este puesto, 
ya que sus competencias y conocimientos se ajustan perfectamente a las 
funciones requeridas. El mismo artículo define las funciones asignadas al jefe 
de programas, entre las que se incluyen tareas que encajan plenamente con 
las competencias de los y las profesionales de la criminología en relación con 
nueve de las diez competencias técnicas expuestas en el capítulo 5. 

El Acuerdo GOV/54/2009 define el ámbito funcional de la ejecución penal de 
la siguiente manera: “en este ámbito se agrupan los puestos de trabajo que, 
exclusivamente, actúan con personas implicadas en procesos penales respecto 
a las cuales se haya solicitado una intervención o se haya impuesto cualquier 
tipo de medida, ya sea en el medio comunitario o en centros de internamiento. 
Existe, por lo tanto, una coincidencia en funciones de carácter genérico con el 
objetivo fundamental de la integración, la recuperación y la reinserción social 
de las personas sometidas a medidas de internamiento o que se encuentran 
en medio abierto, mediante la aplicación de programas, básicamente de 
intervención educativa y de tratamiento en programas individualizados, sin 
olvidar el tratamiento que se deriva de ello en la atención a las víctimas”. Y 
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añade: “se agrupan en el ámbito funcional de ejecución penal los puestos 
de trabajo que, en el marco de un proceso penal, desempeñan funciones de 
custodia, de control de la ejecución de penas y medidas, y de evaluación de 
las personas sometidas a ellas, de apoyo a la reinserción, de intervención en 
procesos de mediación penal, de la elaboración de informes, resoluciones y 
propuestas, y de la implementación o el diseño de programas de rehabilitación 
o educativos en el ámbito de la justicia juvenil”. El acuerdo hace hincapié en 
la necesidad de contar con profesionales con conocimientos específicos en 
materia penal y criminológica. 

•	 El artículo 1.2 incluye funciones tales como la evaluación de las personas 
sujetas a medidas penales, el diseño y la ejecución de programas de 
rehabilitación y educación, la intervención en procesos de mediación 
penal y el apoyo a la reinserción social. Funciones que se alinean con 
las competencias que ofrece la criminología, especialmente en ámbitos 
como el análisis criminológico, la evaluación del riesgo de reincidencia, 
la planificación de programas de intervención y el trabajo con equipos 
multidisciplinares. 

•	 El artículo 4 establece las competencias específicas del grupo A (subgrupos 
A1 y A2) y distingue entre las correspondientes a las titulaciones en 
Derecho, Psicología, Educación Social, Trabajo Social y Pedagogía. Estas 
competencias técnicas de los puestos de trabajo se corresponden con las 
que se adquieren con la titulación en Criminología. 

El Anteproyecto de la Ley de Empleo Público de Cataluña: la exposición 
de motivos señala la necesidad de modernizar, profesionalizar y especializar 
el sector público catalán: “desde la década de 1980, la Administración 
pública catalana ha experimentado un crecimiento significativo. Esta ley es 
una respuesta a los retos actuales, como el envejecimiento de las plantillas 
y la necesidad de atraer talento”.  El anteproyecto aborda la evaluación 
basada en competencias como uno de los pilares para la modernización y 
la profesionalización de la Administración pública. En concreto, establece 
mecanismos para garantizar que las competencias profesionales sean un 
criterio clave en los procesos de selección, así como en la promoción y el 
desarrollo profesional del personal del sector público. Quiere modernizar los 
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procesos de selección, la gestión de recursos humanos y la carrera profesional. 
Contiene artículos relativos a la planificación y racionalización de los recursos 
humanos y prevé la flexibilización y simplificación de los cuerpos —y de 
las escalas—, lo que permite la creación de nuevas figuras profesionales 
adaptadas a las necesidades actuales de la Administración. 

Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales; Ley 7/2006, 
de 31 de mayo, del ejercicio de profesiones tituladas y de los colegios 
profesionales; Decreto 50/2017, de 23 de mayo, de creación del Colegio 
de Criminólogos de Cataluña: los colegios profesionales son corporaciones 
de derecho público reconocidas por el Estado con personalidad jurídica propia, 
que también deberían participar en los consejos y órganos consultivos de 
la Administración relacionados con su ámbito de competencia. También se 
garantiza el principio de igualdad de trato y no discriminación en el acceso 
a las profesiones colegiadas. Las profesiones reguladas en los colegios 
profesionales deben velar por el interés público en ámbitos como la justicia, 
la seguridad y la protección de los derechos. La Ley 7/2006 respalda que la 
colegiación esté vinculada a aquellas profesiones que garanticen la calidad 
y la seguridad en su práctica, un aspecto clave que legitima la presencia 
de los y las profesionales de la criminología en la Administración pública. El 
Decreto 50/2017 valida la criminología como una profesión reconocida y con 
una misión clara en el ámbito social. Esta normativa reconoce la criminología 
como una ciencia interdisciplinaria con aplicaciones prácticas en el análisis, la 
prevención y el tratamiento de la delincuencia. Apoya la formación específica 
y la necesidad de garantizar estándares profesionales, lo que refuerza su 
idoneidad para integrarla en la Administración pública. Además, destaca que la 
criminología contribuye al bienestar social y a la seguridad ciudadana mediante 
el asesoramiento en materia de políticas públicas. Este hecho justifica su 
incorporación a los servicios públicos para hacer frente a retos complejos, 
como la prevención del delito y la gestión de riesgos.

En el caso de las profesiones reguladas por colegios profesionales, como 
la criminología, la legislación aplicable a dichos colegios establece que el 
ejercicio de la profesión debe ajustarse al marco legal vigente y garantizar la 
competencia y la aptitud de sus miembros. Por otra parte, la existencia del 
Colegio Oficial de Criminología de Cataluña implica que esta disciplina está 



168

reconocida como una profesión titulada y regulada, con una función de interés 
público. Esto justifica que los criminólogos puedan acceder a puestos de 
trabajo dentro de la Administración pública, como en equipos psicosociales, 
penitenciarios o de justicia juvenil, especialmente si sus funciones se ajustan a 
su formación y a las áreas de responsabilidad reconocidas por la ley.

8.2. Otras normas
Se han revisado las leyes, los protocolos y las normas relativos a determinados 
ámbitos de la intervención criminológica, concretamente la atención a la 
infancia en situación de riesgo y en conflicto con la ley, la atención a la víctima, 
la mediación y la justicia restaurativa, así como la prevención y la intervención 
en materia de violencia. 

En lo que respecta a la justicia juvenil y a la infancia en situación de 
riesgo, se han examinado los siguientes aspectos: 

•	 La Ley 27/2001, de 31 de diciembre, de Justicia Juvenil, y el Decreto 
48/2006, de 28 de marzo, por el que se determinan los órganos 
unipersonales superiores de los centros de justicia juvenil.

•	 La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad 
penal de los menores (y sus modificaciones).

•	 El Real Decreto 535/2021, de 13 de julio, por el que se modifica el 
Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores, aprobado por el Real Decreto 
1774/2004, de 30 de julio, y por el que se prorrogan los nombramientos de 
abogados fiscales sustitutos para el año judicial 2021-2022.

•	 La Ley 14/2010, de 27 de mayo, sobre los derechos y las oportunidades de 
la infancia y la adolescencia en Cataluña.

•	 La Ley Orgánica 8/2021, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia.
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En la Ley 27/2001, de 31 de diciembre, de Justicia Juvenil, y en el Decreto 
48/2006, de 28 de marzo, por el que se determinan los órganos unipersonales 
superiores de los centros de justicia juvenil, aunque se especifican la 
Psicología, el Trabajo Social y la Educación Social como disciplinas que deben 
formar parte de los equipos psicosociales y de tratamiento de los centros 
educativos, existe flexibilidad para incluir otras disciplinas, ya que no se 
excluyen explícitamente. La criminología abarca competencias relacionadas 
con el análisis del comportamiento y la comprensión de las dinámicas 
delictivas. 

A escala nacional, se revisan la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores (y sus modificaciones), 
y el Real Decreto 535/2021, de 13 de julio, por el que se modifica el 
Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de menores, aprobado por el Real Decreto 1774/2004, 
de 30 de julio, y por el que se prorrogan los nombramientos de abogados 
fiscales sustitutos para el año judicial 2021-2022. En la primera, se considera 
que los artículos 6, 27 y 49 son relevantes para justificar la incorporación de 
la criminología. La intervención del Ministerio Fiscal destaca la orientación de 
la investigación y la coordinación con los equipos técnicos para garantizar el 
respeto de los derechos del menor; los artículos 27 y 49 se refieren al informe 
de los equipos técnicos: el informe requiere la participación de un equipo 
multidisciplinar, ya que su finalidad es asesorar al juez a la hora de determinar 
la medida más adecuada; además, se requiere un seguimiento técnico para 
evaluar los progresos del menor en el cumplimiento de las medidas impuestas. 
El informe “aporta al procedimiento judicial la información que establece la 
ley sobre la situación psicológica, educativa y familiar del menor, así como de 
su entorno social y, en general, sobre cualquier otra circunstancia relevante” 
(Generalitat, 2024). En este caso, la criminología podría aportar información 
relevante mediante la valoración de los factores de riesgo y de protección, no 
solo del menor o del joven, sino también de su entorno (familia, comunidad), 
centrándose en las características del desarrollo de la adolescencia y en el 
contexto sociocultural, que influyen en el desarrollo y el comportamiento. 

En cuanto a la multidisciplinariedad, la ley establece lo siguiente: “los equipos 
técnicos estarán formados por psicólogos, educadores y trabajadores sociales 
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[…]. Podrán también incorporarse de modo temporal o permanente a los 
equipos técnicos otros profesionales relacionados con las funciones que 
tienen atribuidas, cuando las necesidades planteadas lo requieran y así lo 
acuerde el órgano competente. [...]. El Ministerio de Justicia y las comunidades 
autónomas con competencias asumidas en sus respectivos ámbitos 
determinarán el número de equipos técnicos necesarios, su composición y 
plantilla de conformidad con las necesidades que presenten los juzgados de 
menores y fiscalías garantizando que cada fiscal instructor cuente con los 
medios personales adecuados y suficientes para la emisión de los informes 
determinados por la ley y en los plazos establecidos”. En el Real Decreto, el 
artículo 76 refuerza la necesidad de garantizar que los acuerdos sancionadores 
se comuniquen a todas las partes implicadas, incluidos los equipos técnicos.  

La Ley 14/2010, de 27 de mayo, de los derechos y las oportunidades en 
la infancia y la adolescencia en Cataluña, se basa en la protección integral 
de la infancia y la adolescencia, y establece mecanismos para garantizar 
los derechos de los menores en situaciones de riesgo, de desamparo o de 
conflicto con la ley. Incluye medidas de prevención, intervención y reinserción, 
y hace hincapié en la importancia de la colaboración interdisciplinaria. En él 
se expone la necesidad de adoptar medidas de protección y de contar con 
profesionales cualificados, y se destacan las intervenciones destinadas a 
evaluar las condiciones del entorno del menor e identificar los factores de 
riesgo y de protección. Estas medidas deben ser interdisciplinarias; de hecho, 
se reconoce explícitamente la necesidad de colaboración entre equipos 
interdisciplinarios que trabajen conjuntamente en la atención a los menores, 
así como la importancia de contar con profesionales de diferentes ámbitos 
para garantizar una respuesta integral.  También aborda cómo colaborar para 
prevenir situaciones de riesgo y la formación continua que deben recibir los 
profesionales que llevan a cabo estas intervenciones en la adolescencia.

Ley 25/2010, de 29 de julio, del libro segundo del Código civil de Cataluña, 
relativo a la persona y la familia, y Ley 14/2020, de 25 de noviembre, 
de modificación del libro segundo del Código civil de Cataluña, relativo 
a la persona y la familia: la primera establece un marco normativo que 
hace hincapié en la necesidad de garantizar una protección integral para 
menores y personas vulnerables mediante principios de intervención 
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integral. Establece que las situaciones complejas, como los conflictos 
familiares graves, los asuntos relacionados con la custodia o los casos de 
tutela, deben ser abordadas por equipos multidisciplinares. Esto incluye a 
profesionales de ámbitos como la psicología, el trabajo social y la educación 
social, y deja margen para la incorporación de otras disciplinas en función 
de las necesidades de cada caso. La segunda (reforma de 2020) incluye la 
introducción de asistencia psicológica para los hijos e hijas de las mujeres 
víctimas de violencia de género; el artículo 236-8 refuerza la necesidad 
de adoptar un enfoque profesional en la gestión de situaciones complejas 
derivadas de la violencia de género. Esta reforma pone de relieve la 
importancia de una intervención rápida y eficaz para proteger a los menores 
víctimas de violencia de género, lo que abre la puerta a la participación de 
disciplinas como la criminología en la prestación de asesoramiento técnico y 
la implementación de medidas preventivas y reparadoras.  La ley no se limita 
a establecer una lista cerrada de profesionales autorizados para intervenir en 
casos relacionados con la infancia y la adolescencia. No descarta la posibilidad 
de incorporar a profesionales para abordar situaciones más complejas. La iura 
del criminólogo o criminóloga podría ser clave, dentro de este marco legal, para 
analizar los factores de riesgo y de protección de los menores expuestos a la 
violencia de género. Así, podrían integrarse como profesionales para asesorar 
sobre estrategias de protección e intervención, recomendar los recursos 
más adecuados y garantizar una intervención multidisciplinar y un modelo de 
intervención más integral dentro de las diferentes redes de intervención. En 
algunos equipos multidisciplinares, los EATAF, de los que ya hemos hablado, 
son órganos técnicos auxiliares de la Administración de Justicia compuestos 
por profesionales de la psicología y el trabajo social, con la misión principal 
de prestar asesoramiento técnico a los juzgados y tribunales de la jurisdicción 
civil en materia de derecho de familia. Este equipo está especializado en las 
relaciones familiares en el ámbito judicial civil y, en particular, en la evaluación 
psicológica, social y psicosocial de las familias involucradas en procedimientos 
judiciales en los que hay implicados niños y/o adolescentes, o hijos mayores 
de edad con incapacidad legal. Asesora a los órganos judiciales mediante 
evaluaciones psicosociales para facilitar una visión global de las personas y del 
núcleo familiar, teniendo en cuenta el interés superior del o la menor. 

La Ley Orgánica 8/2021, de protección integral a la infancia y la adolescencia 
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frente a la violencia, es una ley estatal que se presenta como una respuesta 
integral y multidimensional a la violencia contra niños, niñas y adolescentes, 
y que la considera un problema estructural que requiere una intervención 
educativa, sanitaria, social y jurídica. Su objetivo es prevenir la violencia, 
proteger de ella al o la menor y reparar los daños que le haya causado. De 
ello se desprende que los y las profesionales que trabajan con menores 
deben ser expertos en concienciación, prevención, detección e intervención 
en casos de conductas violentas, lo que requiere, tal y como establece la 
ley, la presencia de una figura especializada en prevención. Esta figura 
sería necesaria en los centros educativos y deportivos, además de en otras 
actividades extraescolares, así como en los servicios en los que haya menores, 
especialmente si son vulnerables, y hace especial hincapié en las situaciones 
de vulnerabilidad, incluidas las derivadas de discapacidades u otros factores 
sociales. Las funciones exigidas por la ley son: 

•	 Intervención (formación, prevención y detección) con menores.

•	 Medidas de sensibilización y prevención mediante la provisión de 
herramientas para reconocer y hacer frente a la violencia.  Detección: 
evaluaciones de riesgos para identificar a menores vulnerables.  Y el 
conocimiento de medidas alternativas para la resolución de conflictos. 

•	 Intervención con las familias.

•	 Intervención y formación dirigidas a los profesionales que trabajan con 
menores. (profesorado y equipos directivos, monitores, jueces, abogados, 
cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, etc.).  

•	 Medidas de sensibilización.  

•	 Formación en valoración del riesgo. 

En lo que respecta a la atención a la víctima y la prevención de la 
violencia, se han tenido en cuenta los siguientes aspectos: 102

102  No se volverán a mencionar las leyes que ya se hayan analizado.
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•	 Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito.

•	 Real Decreto-Ley 9/2018, de 3 de agosto, sobre medidas urgentes para 
el desarrollo del PEVG, y el Protocolo Marco para una Intervención con 
Diligencia Debida en Situaciones de Violencia Machista.

El Estatuto de la víctima del delito reconoce explícitamente la necesidad 
de contar con equipos interdisciplinares y con profesionales especializados 
para atender las necesidades de las víctimas. Esto abre la puerta a que 
los criminólogos y criminólogas, gracias a su formación específica en 
prevención, análisis del delito y atención a las víctimas, se incorporen a 
estos equipos multidisciplinares, contribuyendo así al cumplimiento integral 
de la normativa. En él se aborda la necesidad de realizar una evaluación 
individual de las víctimas para determinar sus necesidades específicas de 
protección y apoyo, así como el papel de los centros de atención a la víctima, 
que deben proporcionarles asistencia, apoyo psicológico, asesoramiento 
jurídico y asistencia personalizada, además de fomentar la colaboración con 
profesionales especializados. 

El real decreto sobre medidas urgentes para la lucha contra la violencia de 
género se trata de una respuesta directa al PEVG que incluía un conjunto de 
estrategias para la prevención, la protección y la reparación de las víctimas. 
Modifica la Ley Orgánica 1/2004, de Medidas para la Protección Integral contra 
la Violencia de Género, y refuerza el reconocimiento judicial y no judicial de las 
situaciones de violencia de género para facilitar el acceso a ayudas y servicios. 
Fomenta la colaboración interdisciplinar y reafirma la necesidad de contar con 
profesionales especializados en función de las necesidades concretas de las 
víctimas y de la comunidad. Esto se deriva del compromiso del Estado con 
convenios internacionales como el Convenio de Estambul, que exige diligencia 
debida en la prevención, la investigación y la reparación de la violencia contra 
las mujeres. Su artículo 5.2 establece lo siguiente: “las partes tomarán las 
medidas legislativas y demás necesarias para actuar con la diligencia debida 
para prevenir, investigar, castigar y conceder una indemnización por los 
actos de violencia incluidos en el ámbito de aplicación del presente convenio 
cometidos por actores no estatales”. No obstante, el Gobierno aprobó, 
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mediante el Acuerdo GOV/248/2022, de 22 de noviembre, el Protocolo Marco 
para una Intervención con Diligencia Debida en Situaciones de Violencia 
Machista, que implica la obligación de los poderes públicos de adoptar 
medidas legislativas y de cualquier otro orden para actuar con la agilidad y la 
eficiencia necesarias a fin de prevenir, investigar, perseguir, castigar y reparar 
adecuadamente los actos de violencia machista, así como proteger a sus 
víctimas.

En lo que respecta a la mediación y a los métodos alternativos de 
resolución de conflictos, solo se ha analizado el anteproyecto de ley de 
prevención, gestión y resolución de conflictos, que propone modificaciones 
al Código Civil de Cataluña y a la Ley 15/2009, de Mediación en el Ámbito 
del Derecho Privado, para establecer la obligación de celebrar una sesión 
informativa sobre la mediación en determinados conflictos familiares, con el 
objetivo de promover la mediación como método alternativo de resolución de 
conflictos, y amplía las funciones del Centro de Mediación en Derecho Privado 
de Cataluña, que pasaría a gestionar y promover otros métodos alternativos de 
resolución de conflictos. Como novedad, también da prioridad a los derechos 
de los menores en los litigios familiares.
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9. Conclusiones
Este informe consolida el argumento a favor de la incorporación de 
profesionales especializados en criminología como requisito indispensable 
para garantizar una gestión más eficaz y multidisciplinar, adaptada a los 
retos actuales. Su aportación es fundamental para abordar las necesidades 
emergentes del sistema con rigor científico y técnico. En este sentido, 
destacamos la importancia de la transversalidad, la urgencia de contar con 
perfiles especializados y la adaptación normativa como elementos clave para 
justificar la regulación y la creación de estos puestos de trabajo.

Conclusión 1: La criminología aporta competencias profesionales 
específicas que la diferencian de otras disciplinas.

El análisis del estudio comenzó por identificar las áreas de competencia 
específicas de la disciplina de la criminología a partir de los planes docentes 
que ofrecen las universidades. Este ejercicio ha puesto de manifiesto que 
las competencias de criminólogos y criminólogas deberían centrarse en la 
prevención, la intervención ante la violencia y los comportamientos antisociales, 
además de la atención a las víctimas, con el objetivo de reducir los daños 
causados por la violencia y el delito. 

Al mismo tiempo, se han recopilado y validado las competencias que resultan 
claramente útiles en el marco de los planes, servicios y puestos de trabajo 
analizados, llegando a la conclusión de que la criminología es adecuada para:

•	 El estudio de la delincuencia y el comportamiento antisocial. 

•	 La evaluación y gestión del riesgo de reincidencia, promoviendo el 
desistimiento delictivo.

•	 El análisis, el diseño y la evaluación de programas de prevención del delito 
y de intervenciones con delincuentes.

•	 La gestión de programas específicos dirigidos a los delincuentes y las 
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víctimas.
•	 La gestión de casos y asesoramiento técnico.

•	 Atención integral y reparación para las víctimas.

Conclusión 2: El desconocimiento del mercado laboral genera obstáculos 
que dificultan a los profesionales de la criminología conseguir una 
inserción laboral de calidad.

Se ha constatado que existen ámbitos profesionales que deberían ser propios 
de la criminología, pero que, debido a la trayectoria histórica de esta disciplina 
y a la dinámica del mercado laboral, suelen ser ocupados indistintamente 
por otras ciencias, lo que diluye su contribución específica. Para justificar la 
necesidad de que la criminología ocupe los ámbitos que le corresponden, 
conviene recordar una cita de Zher recogida por Patrizzi en la Estrategia 
de Justicia Restaurativa 2030: “un cambio de lentes: considerar el delito 
(sea cual sea) como un problema sobre el que todas las partes, sin excluir 
a ninguna de ellas, puedan trabajar para restablecer la justicia, la seguridad 
colectiva, la confianza” (Generalitat, 2024). Esta reflexión también se aplica 
a la criminología, que no debería quedar excluida de ámbitos clave en los 
que puede aportar una contribución significativa a la prevención y la gestión 
del delito, así como a la atención a las víctimas y a su reparación y la de la 
sociedad.

En este contexto, se identifican diversas barreras, tanto externas como 
internas, que dificultan la integración de los profesionales de la criminología en 
la Administración pública y, en particular, en el sector de la justicia.

Barreras externas:

•	 La Criminología no se considera una titulación de base para acceder 
a puestos profesionales. Aunque la criminología goza de reconocimiento 
en determinados ámbitos, como el mundo académico o la seguridad local, 
no se considera una titulación de base para acceder a muchos puestos de 
trabajo en los sectores público y privado.
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•	 La criminología se percibe como una ciencia auxiliar. Aunque se valoran 
los conocimientos propios de la criminología, esta profesión no se considera 
esencial en muchos ámbitos. Esto se traduce en una falta de oportunidades 
laborales, especialmente para criminólogos y criminólogas, que suelen 
quedar relegados a un rol secundario. Algo que resulta especialmente 
evidente en el ámbito público, donde las funciones propias de la disciplina 
suelen ser asumidas por otros profesionales de las ciencias sociales y 
jurídicas. No obstante, este informe concluye que, aunque otras disciplinas 
puedan asumir parcialmente algunas funciones, es evidente la necesidad 
de una intervención especializada que solo la criminología puede garantizar. 
Esta especialización es fundamental para modernizar la respuesta al delito 
y consolidar su relevancia en el contexto social e institucional.

•	 Faltan campos profesionales específicos de la criminología que 
existen en otros países. El análisis del ámbito comparado pone de 
manifiesto diversas experiencias en las que la figura del criminólogo 
y la criminóloga ha sido clave para alcanzar objetivos comunes en la 
intervención directa con personas ofensoras y víctimas, así como para 
prestar asesoramiento técnico a otros profesionales. Estas experiencias 
ponen de manifiesto el valor que estos perfiles aportan a múltiples ámbitos. 
Por lo tanto, no se aprecia ningún motivo de peso que impida a los y las 
profesionales de la criminología incorporarse a la Administración pública o a 
otros servicios, más allá de la falta de reconocimiento formal.

	
•	 Falta regulación de la profesión. En la actualidad, la criminología está 

regulada solo en dos países, Portugal y Panamá, y solo desde hace poco 
tiempo. La regulación de una profesión establece claramente los ámbitos 
y servicios en los que su presencia es indispensable, lo que le confiere 
un reconocimiento oficial y una base sólida para su ejercicio. A falta de 
esta regulación, la criminología no cuenta con un espacio específicamente 
definido en el mercado laboral. Esta situación perpetúa las dificultades de 
inserción laboral, a pesar de las competencias técnicas específicas que 
aportan estos profesionales.

Barreras internas:



178

•	 Persisten falsas creencias sobre el mercado laboral y la inserción 
profesional. La inserción laboral de las personas tituladas en Criminología 
se ve limitada por unas expectativas desajustadas respecto a las 
oportunidades reales que existen. Las universidades suelen centrar las 
salidas laborales en el sector público, pasando por alto el potencial del 
sector privado y presentando opciones que no siempre se ajustan a 
la realidad del mercado laboral. Este desajuste se ve agravado por el 
desconocimiento generalizado que tienen el alumnado, el profesorado y 
otras partes implicadas en la búsqueda de empleo sobre las oportunidades 
laborales concretas. En consecuencia, la calidad de la inserción laboral de 
las personas tituladas en Criminología es baja, y muchas de ellas trabajan 
en sectores alejados de su formación académica.

•	 La criminología se autopercibe como una ciencia auxiliar. La falta de 
reconocimiento institucional, mencionada en las barreras externas, unida 
a la falta de información y a las falsas creencias, provoca un malestar 
generalizado entre muchos criminólogos y criminólogas, que acaban 
relegando su formación principal a un segundo plano y optan por cursar otra 
carrera para acceder al mercado laboral, lo que contribuye a la percepción 
de la criminología como una disciplina subordinada.

•	 La creación de nuevas especializaciones y grados en Criminología. 
El Real Decreto 822/2021, que regula la organización de las enseñanzas 
universitarias, hace hincapié en la necesidad de reforzar las capacidades 
de empleabilidad mediante una formación académica sólida y rigurosa. Sin 
embargo, este principio no siempre se refleja en la práctica, especialmente 
en la ampliación de la oferta académica en criminología, que sigue 
creciendo sin una planificación coherente que se ajuste a las necesidades 
reales del mercado laboral. Es fundamental que las administraciones 
públicas y las universidades asuman la responsabilidad de regular la oferta 
de nuevos grados, dobles grados, másteres y posgrados en ámbitos para 
los que la criminología ya está plenamente capacitada. Para garantizar 
una inserción laboral digna y de calidad, este proceso debe reorientarse 
con una visión más estratégica que se ajuste a la realidad profesional de la 
disciplina.
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Conclusión 3: Existe una base jurídica sólida para la integración de la 
criminología en la Administración pública.

La criminología cuenta con una base jurídica sólida para su incorporación 
en la Administración pública, en particular en el Departamento de Justicia. 
Normativas como la Constitución española, el TREBEP y el Estatuto de 
Autonomía de Cataluña establecen los principios de igualdad, mérito y 
capacidad como criterios esenciales para acceder a la función pública. 
Estos principios garantizan que las personas candidatas cuenten con las 
competencias y los conocimientos adecuados para los puestos de trabajo, al 
tiempo que garantizan procesos objetivos y equitativos.

El Decreto de Función Pública de Cataluña refuerza este marco, ya que permite 
la incorporación de profesiones emergentes cuando los recursos humanos 
son insuficientes para satisfacer las necesidades sociales. Esta norma faculta 
a la Generalitat para planificar los recursos, reconocer nuevas profesiones y 
crear cuerpos especializados, lo que contribuye a una administración moderna 
y eficiente. En este contexto, la criminología se presenta como una disciplina 
con entidad propia, equiparable a otras profesiones consolidadas como 
psicología o derecho, pero con competencias específicas que aportan un valor 
añadido en ámbitos como la prevención del delito, la gestión de conflictos y la 
rehabilitación.

El Colegio Oficial de Criminología de Cataluña consolida la criminología 
como una profesión regulada y de interés público. La Ley 7/2006 garantiza la 
igualdad de oportunidades a las profesiones colegiadas en el acceso al empleo 
público, asegurando que las profesiones de interés público puedan competir en 
igualdad de condiciones con otras disciplinas. Esto implica que los criminólogos 
y criminólogas deberían tener acceso a los mismos puestos de trabajo dentro 
de la Administración pública que otras profesiones, siempre en función de sus 
competencias.

El Anteproyecto de la Ley de Empleo Público de Cataluña brinda la oportunidad 
de introducir los ajustes legales necesarios para incorporar oficialmente la 
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criminología. Esto acercaría a la Administración catalana a los estándares 
europeos, donde la criminología ya está reconocida en muchos servicios 
públicos.

En el ámbito de la justicia juvenil y de la infancia en riesgo, las normativas 
hacen hincapié en la necesidad de formar equipos interdisciplinares adaptados 
a las necesidades específicas de cada caso. Los equipos técnicos, como los 
EATP y los EATAF, sirven de modelo para definir el papel de los criminólogos 
y criminólogas en las intervenciones con niños, niñas y adolescentes. La 
legislación exige una formación especializada en la prevención y la intervención 
ante comportamientos violentos, ámbitos en los que la criminología puede 
llevar a cabo una aportación fundamental. La LOPIVI refuerza este argumento 
vinculando la experiencia criminológica con la necesidad de actuaciones 
preventivas e intervenciones eficaces.

La diligencia debida, como principio rector en la gestión de la violencia, se 
consolida como un principio clave en el protocolo marco para una intervención 
eficaz en situaciones de violencia machista. Este marco ofrece a la Generalitat 
la oportunidad de incorporar a nuevos y nuevas profesionales a equipos 
interdisciplinares, mejorando así la respuesta institucional a las víctimas y 
garantizando un enfoque más integral y adaptado a las necesidades de su 
entorno. 

El sistema de ejecución penal catalán cuenta con una normativa que avala 
la incorporación de criminólogos y criminólogas como figuras clave en la 
consecución de las competencias de la Generalitat en materia de políticas 
públicas. Esta integración refuerza la capacidad del sistema penitenciario 
para gestionar las necesidades de forma más eficaz, humana y adaptada a 
los retos sociales actuales, lo que contribuye a una administración moderna y 
especializada.

El Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Servicios de 
Ejecución Penal en Cataluña reconoce a los criminólogos y criminólogas 
como profesionales capacitados para desempeñar funciones específicas, lo 
que incluye su acceso como funcionarios del grupo A y destaca su idoneidad 
para dirigir programas de atención especializada y participar en equipos 
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multidisciplinares.

Las competencias en planificación, evaluación de programas y supervisión 
de medidas son ámbitos en los que la criminología aporta un valor único 
y diferenciador. Esta normativa sienta unas bases sólidas para adaptar la 
legislación e incorporar plenamente esta disciplina, avanzando hacia un 
sistema penitenciario más completo, especializado y orientado a la gestión del 
delito y la reinserción social.

A pesar de este marco normativo, la limitación de espacios laborales para 
criminólogos y criminólogas no se debe a una falta de capacidad técnica, sino 
principalmente a la falta de aplicación de la normativa y de actualizaciones 
legislativas. La incorporación de la criminología a los servicios públicos de 
justicia contribuiría a crear un modelo más especializado y completo, capaz de 
responder a los retos sociales actuales. Esta integración no solo reforzaría la 
eficacia de las políticas públicas en materia de seguridad y reinserción social, 
sino que también modernizaría la Administración catalana, alineándola con las 
mejores prácticas internacionales.

Conclusión 4: La exclusión de la criminología de las políticas de justicia 
pública pone en peligro los objetivos de una visión integral, preventiva y 
basada en evidencias.

En el ámbito de la justicia, se han analizado las políticas públicas, los planes 
estratégicos y los modelos de actuación, tanto a nivel gubernamental como 
en las iniciativas del Departamento de Justicia, con el fin de evaluar la 
idoneidad y la posible contribución de la figura del criminólogo y la criminóloga. 
Estas políticas hacen hincapié en la importancia de basarse en evidencias 
empíricas, adoptar una visión integral y compartir una misión común centrada 
en la seguridad pública, la reparación a las víctimas y la rehabilitación 
de las personas. Además, se hace hincapié en un enfoque comunitario, 
responsabilizador e integrador que dé prioridad a la reparación del daño 
causado.

Esta orientación se alinea con la perspectiva integral propia de la criminología, 
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que históricamente ha defendido la prevención como un pilar central de su 
actuación. La capacidad preventiva e integradora de esta disciplina la convierte 
en un elemento clave para impulsar reformas eficaces y sostenibles.
En lo que respecta a la atención a las víctimas y a la justicia restaurativa, 
la criminología ofrece un enfoque riguroso y basado en la evidencia que 
fomenta la personalización de las medidas de protección y prevención. Esta 
disciplina también facilita la supervisión interdisciplinaria, lo que garantiza una 
coordinación más eficaz entre profesionales, y promueve la implementación de 
servicios universales de justicia restaurativa como un derecho ciudadano.

En el ámbito penitenciario y de las medidas penales alternativas, criminólogos 
y criminólogas desempeñan un papel fundamental en el diseño y la 
implementación de programas especializados, así como en la introducción de 
metodologías innovadoras destinadas a evaluar y reducir los riesgos delictivos. 
Este perfil profesional garantiza la coherencia entre los distintos regímenes 
penitenciarios y contribuye de forma activa a los equipos multidisciplinares 
para abordar problemáticas complejas. Sus competencias consolidan a estos 
profesionales en agentes transversales imprescindibles para la gestión integral 
del delito, la prevención de la reincidencia y la reinserción social efectiva.

A pesar de esta posible contribución, resulta sorprendente la omisión 
sistemática de los criminólogos y las criminólogas en la intervención y la 
prevención de las distintas formas de violencia. Un claro ejemplo es el modelo 
Barnahus, una unidad integrada dedicada a la atención de niños, niñas y 
adolescentes víctimas de abusos sexuales. Su versión original, impulsada 
por Save the Children, incluía la criminología en la figura de coordinación, 
en consonancia con las directrices de las Naciones Unidas y del Consejo de 
Europa.103  Sin embargo, esta presencia profesional no se ha incorporado en 
la implementación del modelo en Cataluña, lo que pone de manifiesto una 
oportunidad perdida para integrar una perspectiva criminológica esencial.

Este hecho contrasta con lo observado en todas las estrategias y acuerdos 
gubernamentales revisados, en los que se ha demostrado de manera 
fehaciente que, cuando existe un interés concreto, la administración ha 

103  Páginas 33 y 56 https://goo.su/abUJOn.

https://goo.su/abUJOn.
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demostrado su capacidad para desarrollar proyectos y promover otras 
profesiones, incluso algunas con menos trayectoria que la propia criminología. 
Un ejemplo destacado es la Estrategia de Justicia Restaurativa 2030, que 
contempla la posibilidad de crear y definir la figura del técnico o técnica en 
gestión de conflictos, reconociéndola como una profesión con acceso a puestos 
de trabajo específicos.

La inclusión de criminólogos y criminólogas no solo reforzaría el carácter 
transversal y la eficacia de las políticas públicas, sino que también consolidaría 
un modelo de justicia más integral, preventivo y restaurativo.

Conclusión 5: El Departamento de Justicia reconoce parcialmente la 
criminología como ciencia auxiliar, limitando su impacto a los equipos 
multidisciplinares y a las intervenciones especializadas.

La criminología tiene una presencia limitada y desigual en los perfiles 
profesionales del Departamento de Justicia, tanto en los puestos fijos como en 
los servicios contratados y los programas temporales.

Históricamente, la criminología no ha sido reconocida como titulación 
principal en la RLT de la Generalitat, sino que se ha considerado únicamente 
como una formación complementaria para puestos muy específicos dentro 
del Departamento de Justicia, principalmente en el ámbito penitenciario. 
En este contexto, destaca el puesto de jefe de programas de atención 
especializada y del personal jurista de los centros penitenciarios, ya que 
son los únicos profesionales de los equipos multidisciplinares que deben 
poseer conocimientos y/o experiencia en criminología. Sin embargo, el perfil 
profesional no se ha desarrollado de conformidad con el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento de los Servicios de Ejecución Penal, que 
reconoce la criminología como una disciplina independiente y no simplemente 
como un complemento de otras profesiones.

De las ofertas analizadas se desprende que los criterios de acceso a los 
cargos públicos han comenzado a cambiar, y han pasado de basarse en las 
titulaciones a centrarse en las competencias. El hecho de que la criminología 
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aporte una parte significativa de las funciones y competencias que se requieren 
en muchos puestos de trabajo constituye un factor de peso a favor de la 
introducción formal de esta disciplina en la Administración y en el Departamento 
de Justicia. Muchas de las ofertas de empleo del Departamento de Justicia, 
y en particular en los centros penitenciarios, hacen hincapié en la necesidad 
de contar con expertos que posean un profundo conocimiento de la gestión 
del delito, la rehabilitación, la reinserción y la atención a las víctimas. Esto se 
ajusta perfectamente a las competencias de la criminología, especialmente 
en ámbitos como el diseño y la evaluación de programas de prevención y 
la capacidad de gestionar y evaluar los riesgos de reincidencia. En general, 
los anuncios de empleo analizados ponen de manifiesto que la criminología 
desempeña un papel fundamental en el Departamento de Justicia.

Aunque las competencias específicas de esta disciplina están presentes 
en las funciones y tareas que se exigen en muchas ofertas, la titulación en 
Criminología no siempre se reconoce formalmente como un requisito, lo que 
limita su impacto y el pleno reconocimiento de sus aportaciones. Casi el 32 % 
de las ofertas de empleo exigían una titulación en Criminología o conocimientos 
específicos, entre los que se incluían los másteres en Criminología, 
en Ejecución Penal y otros estudios universitarios que acreditaran una 
especialización en ámbitos estrechamente relacionados con la Criminología. 
Teniendo en cuenta el número de ofertas analizadas en relación con las 
publicadas, se confirma que la criminología es necesaria en el Departamento 
de Justicia, a pesar de la existencia de una barrera normativa estructural 
que limita la plena integración de los criminólogos en ámbitos en los que sus 
competencias son fundamentales.

Las ofertas reflejan un enfoque orientado a los resultados, en el que la mejora 
continua es la clave para una gestión eficaz de los programas. En este 
contexto, la criminología podría suponer un cambio sustancial, al tratarse de 
una disciplina esencial. Además, se destaca la importancia fundamental de la 
colaboración interinstitucional, y esta nueva figura podría servir de enlace entre 
la comunidad y el sistema de ejecución penal, facilitando la coordinación y la 
integración entre los agentes implicados. 

En lo que respecta a la contratación pública de servicios por parte del 
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Departamento de Justicia, la criminología suele considerarse una titulación 
valorada, pero nunca se constituye un requisito imprescindible para ningún 
perfil profesional. Además, tampoco se considera prioritaria en los servicios en 
los que las competencias específicas de criminólogos y criminólogas —como 
el análisis de riesgos, la victimología, la mediación o la gestión de conflictos— 
pueden aportar un valor añadido significativo. Esta situación afecta a ámbitos 
clave como la atención a las víctimas, la justicia restaurativa, la mediación 
intercultural y la supervisión de medidas penales alternativas.

La falta de reconocimiento también se refleja en los puestos de coordinación, 
donde las competencias de la criminología resultan idóneas para dirigir 
equipos multidisciplinares y evaluar políticas basadas en evidencias. Existen 
contradicciones en la asignación de perfiles: por un lado, en servicios similares 
de distintos ámbitos, como los servicios de intervención ante la violencia, 
la criminología se reconoce como una titulación válida para la figura de 
coordinación en los centros penitenciarios, pero no se incluye en el servicio de 
medidas penales alternativas. Por otro lado, hay servicios en los que se valora 
la disciplina para perfiles técnicos, pero no para los puestos de coordinación, 
como es el caso del servicio de prevención y atención del VIH.

Por último, hay contratos en los que la criminología no se tiene en cuenta 
en ningún perfil técnico, a pesar de que las funciones requeridas se ajustan 
plenamente a las competencias propias de la disciplina. Esto ocurre en 
ámbitos como el tratamiento de conductas adictivas, la intervención ante la 
violencia, la seguridad vial y los recursos residenciales, donde los criminólogos 
y criminólogas pueden aportar competencias específicas como el análisis y la 
gestión del riesgo delictivo, la evaluación de las necesidades criminógenas y el 
diseño y la implementación de programas preventivos.

En los programas temporales del departamento, la situación no ha mejorado 
de forma significativa. Solo se menciona, de forma implícita, el programa de las 
unidades de intervención compensatoria (UIC), en el que se abrió una bolsa 
de interinos para el cuerpo de técnicos penitenciarios especializados que daba 
prioridad a la titulación en Criminología junto con otras disciplinas. A pesar de 
este reconocimiento parcial, la criminología sigue sin estar presente en estos 
programas.
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Esta situación refleja una tendencia general en las políticas públicas de 
justicia mencionadas anteriormente. Aunque los programas temporales 
están concebidos principalmente para abordar objetivos estratégicos, la 
criminología está infravalorada como titulación esencial. Esto contrasta con 
su potencial para ofrecer una visión integral y competencias específicas en 
análisis de riesgos, gestión de conflictos y diseño de intervenciones basadas 
en evidencias. En este sentido, el asesoramiento técnico en los ámbitos de 
menores y adultos se convierte en una competencia clave para las necesidades 
del departamento: la criminología podría actuar como catalizador para las 
demás disciplinas. 

En definitiva, la criminología sigue considerándose una disciplina accesoria, 
a pesar de que sus competencias pueden resultar claves para abordar los 
complejos retos a los que se enfrenta el Departamento de Justicia. Una 
integración más coherente y estratégica de esta disciplina no solo permitiría 
optimizar los resultados, sino que también garantizaría respuestas más 
especializadas y ajustadas a los objetivos de las políticas públicas en materia 
de justicia.
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10.  Propuestas
Este capítulo recoge propuestas sobre los posibles cambios que deberían llevar 
a cabo el Departamento de Justicia y Calidad Democrática, así como la función 
pública, para hacer efectiva la inclusión de la criminología y sus profesionales 
en todos los cargos públicos.

Propuesta 1. Visibilizar la contribución de la criminología al Departamento 
de Justicia y Calidad Democrática

Realizar una investigación para identificar a las personas tituladas en 
Criminología que trabajan en el Departamento de Justicia y Calidad 
Democrática permitiría determinar el número de profesionales de esta disciplina 
que contribuyen actualmente al funcionamiento de la Administración. Además, 
contribuiría a dar mayor visibilidad a los puestos, otorgaría un reconocimiento 
oficial y fomentaría la creación de puestos específicos para criminólogos y 
criminólogas.

Elaborar una guía de formación del CEJFE dirigida a criminólogos y 
criminólogas: el objetivo es crear una guía específica para identificar las 
competencias clave de los y las profesionales de la criminología y ofrecer 
itinerarios formativos que garanticen su adaptación a las necesidades de 
los puestos de trabajo del departamento. Sería un instrumento innovador 
para establecer vínculos entre las competencias criminológicas y los roles 
laborales, inspirándose en la experiencia de otros colectivos profesionales que 
ya cuentan con guías similares. Esto contribuiría a establecer un estándar de 
referencia para el perfil profesional, a reforzar el vínculo entre las competencias 
profesionales y las actividades de formación ofrecidas, y a promover 
itinerarios curriculares que permitan a los profesionales de la criminología 
mejorar continuamente sus competencias y adaptarse a las necesidades 
operativas y estratégicas del Departamento de Justicia y Calidad Democrática. 
Dar visibilidad a la criminología como un campo específico, reforzar su 
reconocimiento oficial y promover la capacitación continua de estos y estas 
profesionales para que puedan ocupar puestos de trabajo especializados en la 
Administración pública.
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Analizar los casos de éxito en el ámbito comparado en el que la criminología 
está presente como figura profesional, pero ha sido excluida: por ejemplo, las 
Barnahus.  

Propuesta 2. Incorporación oficial de la criminología en el empleo público

Analizar las fórmulas aplicadas por otros departamentos para aceptar la 
titulación en Criminología como título preferente para un puesto de trabajo. 

Añadir la licenciatura y el grado en Criminología a la RLT con su propio código, 
al igual que las demás disciplinas, en el campo “Titulación”. Este cambio no 
implica ninguna modificación normativa, pero abre la puerta a la introducción de 
esta disciplina como puesto de trabajo. 

Incluir la criminología de manera específica en los puestos donde lo permita la 
normativa: se reconoce la figura de criminólogo y criminóloga como funcionario 
del grupo A, y es fundamental incorporarla en los puestos que admiten 
cualquier titulación superior:

•	 En los equipos multidisciplinares de los centros penitenciarios. 
•	 En los equipos de asesoramiento técnico en materia de justicia juvenil, en 

los ámbitos de la familia y técnico penal.  
•	 En las oficinas de atención a la víctima del delito. 
•	 En los equipos de justicia restaurativa. 

Incluir la criminología en los puestos de trabajo de nueva creación   mediante 
nuevos planes y acuerdos gubernamentales. Reformular los títulos de los 
puestos de trabajo para que denoten funciones en lugar de profesiones 
específicas, en los casos en que la criminología sea relevante. Por ejemplo:  
los facilitadores y el técnico o técnica en gestión de conflictos de la Generalitat. 
 
•	 Que se introduzca la criminología en las convocatorias públicas   donde el 

servicio sea el área competencial de la disciplina. 
•	 Que este perfil tenga preferencia en puestos de coordinación, dada su 
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visión integral. 
•	 Que se cambie la denominación de este puesto por la de “criminólogo” para 

dar mayor visibilidad a la disciplina.
•	 Que haya coherencia en las posibilidades de actuación de la criminología: 

si se admiten diferentes titulaciones, la criminología no debería quedar 
excluida. Si se trata de servicios relacionados con la intervención ante la 
violencia, no debería excluirse la criminología. 

Crear un marco regulador para la figura profesional: 

•	 Revisión y adaptación de los protocolos vigentes: incorporar competencias 
específicas en criminología en los protocolos para la atención la infancia 
en riesgo, las medidas penales alternativas y el tratamiento de la violencia, 
entre otros.

•	 Incorporación a los procesos de selección: incluir la titulación en 
Criminología como requisito o como mérito en las convocatorias públicas 
del departamento.

•	 Incorporación de la titulación en Criminología como una de las opciones 
para acceder al ámbito funcional de la ejecución penal, con un enfoque 
específico al desarrollo de tareas.

•	 Regulación de los equipos multidisciplinares: asegurarse de que la 
presencia de criminólogos y criminólogas sea obligatoria en los equipos 
multidisciplinares.

•	 Creación de puestos específicos: incorporación, como cuerpo especializado, 
de la Criminología en el Anteproyecto de la Ley del Empleo Público de 
Cataluña, definiendo funciones específicas dentro del cuerpo superior, 
con cometidos definidos para evaluar la conducta delictiva y promover 
programas de prevención.

•	 Creación de un área técnica y de tratamiento: un ámbito específico de 
intervención criminológica dentro de la Administración que integrara tareas 
intrapenitenciarias, extrapenitenciarias y postpenitenciarias. 
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•	 Reformulación de las funciones existentes mediante la separación de 
roles entre juristas y criminólogos y criminólogas: diferenciar las funciones 
potenciaría el enfoque criminológico en el tratamiento, el diagnóstico y el 
diseño de programas. Y mediante la asignación de tareas clave: desde la 
perspectiva de la criminología clínica.

•	 Revisión de los anteproyectos de ley relacionados con los ámbitos y las 
áreas de competencia de la criminología que, hasta ahora, no habían tenido 
en cuenta la introducción oficial de esta disciplina. 

Propuesta 3. Programas piloto para la integración de la criminología en 
servicios clave

El objetivo es reforzar determinados servicios y profesionales con el fin de 
alcanzar los objetivos y mejorarlos. 

En el ámbito de las medidas penales alternativas: introducción formal de la 
criminología para desempeñar funciones más similares a la probation en las 
libertades vigiladas, con el fin de reducir las ratios de los equipos de medidas 
penales e introducir los elementos clave de la gestión de riesgos. 

En los servicios sociales penitenciarios: introducir a los y las profesionales de 
la criminología en los equipos de los servicios sociales penitenciarios para que 
actúen como un punto de referencia adicional para dichos equipos, contribuyan 
a reducir las ratios y promuevan la libertad condicional, así como para introducir 
de forma sistemática protocolos de evaluación de riesgos, tal y como se lleva a 
cabo en los centros de cumplimiento. 
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Referencia Nombre de la oferta

SECRETARÍA DE MEDIDAS PENALES, REINSERCIÓN Y ATENCIÓN A LA 
VÍCTIMA

JUS 476-2018 
Coordinador/a de infraestructuras y 
equipamientos penitenciarios y de justicia 
juvenil

JUS1092-2023 Coordinador/a de planificación y 
evaluación

JUS 0616-2024 Coordinador/a de investigación 
penitenciaria y entorno policial

JUS0481-2023 Experto/a en indicadores de ejecución 
penal 

JUS 0325-2023 
Responsable de comunicación y 
relaciones externas en el ámbito de la 
ejecución penal

JUS0494-2024 Responsable del área de información en 
materia de seguridad 

JUS 0828-2023 Responsable de proyectos de género en el 
ámbito de la ejecución penal

JUS0339-2024 Técnico/a en materia de extranjería 

JUS0130-2020  Técnico/a superior (varios puestos) 

Sin referencia  Técnico/a superior (área de planificación y 
proyectos estratégicos) 

JUS0610-2022 Responsable de seguridad de la 
información y protección de datos 

JUS0452-2024 Responsable del tratamiento y análisis de 
datos y de la transversalidad de género 

11. Anexos

Tabla 34. Ofertas analizadas a partir del portal ATRI y la página del CIRE 
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Referencia Nombre de la oferta

Centro de Iniciativas para la Reinserción

CIRE14/23  Director/a adjunto a la Dirección del CIRE  

CIRE 24/21 Director/a de prevención de riesgos 
laborales, seguridad alimentaria y calidad 

CIRE18/24   Jefe/a del Departamento de 
Administración y Recursos Humanos 

CIRE22/22
 Jefe/a del área de coordinación 
administrativa con el gabinete técnico y los 
órganos de gobierno 

CIRE37/23 Jefe/a del Departamento de Inserción 

CIRE6/23 Dinamizador/a laboral (coordinación de 
Reincorpora) 

CIRE2/21 Dinamizador/a laboral 

CIRE35/22
Técnico/a intermedio/a de formación 
profesional para el empleo y la bolsa de 
trabajo del CIRE 

CIRE7/22  Técnico/a de producción  

DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS PENITENCIARIOS

JUS 0797-2023 Subdirector/a de programas de 
rehabilitación y sanidad 

JUS 0407-2021 Área de régimen interno penitenciario 

JUS484-2018 Responsable de gestión administrativa 

JUS182-2023 Jefe/a de la sección de servicios sociales 
en el ámbito penal 

JUS0441-2016 Técnico/a superior (servicio de 
clasificación)

JUS0557-2023 Jefe/a de sección de expedientes 
penitenciarios 

JUS 0634-2022 2 coordinadores/as de clasificación
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Referencia Nombre de la oferta

JUS0720-2024 Responsable de procedimientos de 
seguridad 

JUS 0285-2021 Responsable de programas de 
intervención generalista 

JUS 0675-2024 Responsable de protocolos y estudios de 
seguridad 

JUS0606-2024 Responsable de recursos comunitarios

JUS0237-2021 Responsable de información y explotación 
de datos 

JUS0869-2024 Coordinador/a del programa de unidades 
de intervención compensatoria (UIC)

JUS0073-2024 Coordinador/a del programa RECVI 

JUS 0072-2024  Coordinador/a del Programa de 
Prevención del Suicidio

JUS0481-2016 Técnico/a superior (formación e 
investigación)

JUS0441-2016 Técnico/a superior (servicio de 
clasificación)

JUS0576-2024 Titulado/a superior en Psicología

CENTROS PENITENCIARIOS

JUS 531-2024 Director/a del centro penitenciario Quatre 
Camins 

JUS 0395-2024 Director/a del centro penitenciario de 
Tarragona 

JUS 0190-2024  Subdirector/a de interior 

JUS 709-2023 Subdirectora/a de interior de Dones 

JUS 0694-2024 Subdirector/a de tratamiento 

JUS 0491-2018 Subdirector/a de tratamiento del COTA 
(Tarragona)
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Referencia Nombre de la oferta

JUS_0688-2024 Jefe/a de unidad 

JUS_0469-2018 Jefe/a de unidad de Brians 1 

JUS 400-2024 Jefe/a de unidad de gestión penitenciaria

JUS069-2024 Jefe/a del área funcional

JUS069-2024 Jefe/a de programas de atención 
especializada 

JUS 0487-2018 Jefe/a de programas de atención 
especializada de Brians

JUS5557-2024 Jefe/a de servicios 

JUS-301-2024 Coordinador/a del equipo multidisciplinar 

JUS0488-2018 Coordinador/a del equipo multidisciplinar 
de Dones 

JUS1055-2023 Coordinador/a de unidad especializada 

JUS552-2024 Coordinador/a del régimen de interior de 
medio abierto 

JUS 0693-2024 Técnico/a superior (jurista del CP Joves)

JUS0486-2018 Técnico/a superior (jurista del CP Ponent)

JUS 560-2024 Diplomado/a en Educación Social 

JUS 0553-2024 Diplomado/a en Educación Social 

JUS 691-2024 Diplomado/a en Trabajo Social

JUS 0534-2024 Titulado/a superior en Psicología

JUS/501/2016 Titulado/a superior en Pedagogía (CP 
Brians 2) 

JUS/465/2018 Titulado/a superior en Psicología (CP Puig 
de les Basses) 
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Referencia Nombre de la oferta

DIRECCIÓN GENERAL DE EJECUCIÓN PENAL EN LA COMUNIDAD Y JUSTICIA 
JUVENIL

JUS0089-2024 Área de medio abierto 

JUS0064-2024 Jefe/a del área de medio abierto 

JUS622-2024 Coordinador/a

JUS074-2021 Coordinador/a del equipo técnico de 
menores 

JUS413-2023  Coordinador/a de la unidad técnica  

JUS0505-2024  Coordinador/a del programa temporal 
Barnahus 

JUS0630-2024                      13 diplomado/a en Trabajo Social 
(Barnahus) 

JUS472-2018 Diplomado/a en Educación Social

JUS0440-2017 Licenciado/a, laboral (SMAT) 

JUS483-2018 Diplomado/a en Educación Social (medio 
abierto) 

JUS109-2023 Director/a del centro educativo Els Til·lers   

JUS0475-2018 Gerente (CE Alzina)

JUS0474-2018 Gerente (CE Can Llupià)

0570-2024 Responsable de oficina

0664-2024 Responsable de medidas penales 
alternativas

0760-2023 Responsable de programas de atención a 
la víctima del delito

0479-2018 Diplomado/a en Trabajo Social (atención a 
la víctima)

0602-2022 Coordinador/a de atención a la víctima del 
delito
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Referencia Nombre de la oferta

0275-2023 Jefe/a de sección de gestión de centros 
educativos

0094-2022 Jefe/a de sección de seguimiento de 
expedientes

0028-2023 Jefe/a del Servicio de Centros Educativos

0176-2023 Subdirector/a del centro educativo Can 
Llupià

0812-2023 Subdirector/a del centro educativo Montilivi

0458-2016 Técnico/a de gestión (medio abierto de 
justicia juvenil)

0565-2024 Servicio de apoyo a la ejecución penal

0448-2024 3 técnico/a de gestión

0607-2024 Coordinador/a de asesoramiento técnico 
penal

0729-2022 Coordinador/a de medio abierto

CEFJE

0608-2022 Área de estudios y formación en la 
Administración de Justicia

0474-2022 Área de investigación y formación en 
ejecución penal

0319-2023 Responsable de actividades formativas e 
de investigación sobre violencia machista

0116-2023 Responsable de investigación

0315-2023 Unidad de formación en la Administración 
de Justicia

0564-2021 Unidad de formación en el ámbito judicial 
y forense

0306-2020 Unidad de formación inicial en ejecución 
penal

Fuente: elaboración propia a partir de las ofertas publicadas en ATRI y CIRE.
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